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INTRODUCCIÓN

En busca de una introducción acorde al trabajo de investigación documental sobre la responsabilidad de hecho ajeno o de cosas comenzaremos por decir que la obligación de reparar el daño causado por un hecho ilícito, dentro del cual, obviamente, quedan incluidos los hechos delictivos, deriva de los Artículos 1185 y 1196 del Código Civil, los cuales disponen lo siguiente:

"Artículo 1185.- El que con intención, o por negligencia o por imprudencia, ha causado un daño a otro, está obligado a repararlo.

Debe igualmente reparación quien haya causado un daño a otro, excediendo, en el ejercicio de su derecho, los límites fijados por la buena fe o por el objeto en vista del cual le ha sido conferido ese derecho".

"Artículo 1196.- La obligación de reparación se extiende a todo daño material o moral causado por el acto ilícito. Ahora bien nuestra introducción la basaremos en algunos ejemplos como si estuviésemos contando una historia. Imaginemos por un momento que Alberto dañara la carrocería del vehículo de su vecino, pero ninguno conocía al otro. No eran amigos, no eran conocidos, no pertenecían a ningún club ni partido político en común. No había, en pocas palabras, absolutamente nada en común entre ellos. No estaban relacionados bajo ningún aspecto. En el momento en que Alberto daña la pintura del vehículo de su vecino se genera (nace) una relación entre ambos. El vecino, que ni siquiera conocía a Alberto de vista, podrá ahora exigirle legalmente a éste que le pague la reparación del daño de su vehículo. El vecino tiene ahora un derecho frente a Alberto (quien, a su vez, se encuentra obligado por la misma causa). Y se lo podrá exigir simplemente porque hay una norma jurídica que protege los intereses del vecino. En este caso en particular el artículo 1185 del Código Civil establece: El que con intención, imprudencia o negligencia ha causado un daño a otro está obligado a repararlo. Esta norma jurídica, que para ellos existía solamente en forma abstracta en el Código Civil, se materializa en el momento en que Alberto daña la pintura del vehículo de su vecino.  Ahora el vecino podrá exigir la reparación del daño, y Alberto estará obligado a repararlo. Si el artículo 1185 no existiera, Alberto no tendría la obligación legal de reparar el daño causado al vecino; a lo más tendría una obligación moral. Pero ahora el vecino es acreedor de Alberto.  Alberto es ahora deudor de su vecino. Se dice que el uno es el «agente del daño» y el otro la «víctima del daño». Alberto está ahora obligado a desplegar una determinada actividad en favor de su vecino con carácter eminentemente patrimonial: reparar el daño del vehículo (esto es, tiene que cumplir con una determinada prestación). Ellos, que ni siquiera se conocían, ahora se encuentran relacionados. La norma jurídica, en este caso el mencionado artículo 1185, los ha puesto en contacto. La norma ha generado un vínculo entre ellos. La norma ha generado una obligación para Alberto y un derecho para su vecino. La norma ha creado una «relación jurídica», en plano de igualdad y de carácter principalmente patrimonial, entre Alberto y su vecino.

 Lo que puso en funcionamiento el artículo 1185 del Código Civil fue la conducta de Alberto. Lo que hizo nacer la obligación de Alberto fue su propia conducta. Lo que hizo nacer el derecho del vecino fue la conducta de Alberto. La conducta de Alberto no es otra cosa sino un hecho. Y un hecho no es más que un “suceso”, un 
“acontecimiento”, un “evento”. Las normas jurídicas generan derechos y obligaciones (en todo el Derecho; no sólo en el Derecho de Obligaciones) en la medida en que hay un hecho que es relevante (importante, tomado en cuenta) para el Derecho. De ahí el aforismo romano Ex facto oritur ius (Del hecho nace el derecho). Pero no sólo las conductas imprudentes ponen en funcionamiento el Derecho. Nótese cómo en las situaciones segunda, tercera y quinta antes mencionadas se generan derechos y obligaciones sin que en ningún momento haya culpa o dolo de las partes, pero sí podemos afirmar, sin excepción, que en todas hay un hecho generador.  

No sólo las conductas humanas ponen en funcionamiento el Derecho. También los hechos de la naturaleza pueden poner en funcionamiento el Derecho: recuérdese los casos de aluvión y avulsión a que hace referencia la materia Bienes y Derechos Reales. Lo importante es tener claro que todo derecho y toda obligación (en el sentido más amplio del término y para todas las ramas del Derecho, sin excepción) tienen como punto de partida un hecho (humano o no) que es tomado en cuenta por alguna norma jurídica (el Derecho).

 Una vez nacida la relación obligatoria (a consecuencia de un hecho que es tomado en cuenta por el Derecho), el deudor tiene dos caminos: cumplimiento o incumplimiento de su obligación. No existe una tercera posibilidad. Si el deudor cumple (o paga) su obligación, ésta se extingue. El deudor ha desplegado la conducta que tenía que desplegar y el acreedor ha visto satisfecho su derecho. El pago extingue la relación obligatoria. Con el pago quedan nuevamente desligados acreedor y deudor. El pago (o cumplimiento) puede ser definido, por ahora, en pocas palabras, como la ejecución de la prestación debida.  

Pero también puede suceder que el deudor no cumpla su obligación: que haya un incumplimiento. El deudor sencillamente no ejecuta la prestación debida. Los alemanes descubrieron en la obligación del deudor dos momentos (o fases): el débito y la responsabilidad (en alemán: schould y haftung). El débito implica el deber de cumplimiento que tiene todo deudor. La responsabilidad implica la sanción a que puede ser sometido el deudor por haber incumplido culposamente su obligación.

 Ante el incumplimiento del deudor es necesario analizar la causa del mismo. Es necesario saber si el incumplimiento ha sido voluntario o involuntario. Que el incumplimiento sea involuntario implica que hay un hecho, totalmente ajeno a la voluntad del deudor, que lo coloca en la imposibilidad absoluta de poder cumplir con su obligación (a este hecho se le conoce técnicamente con el nombre de causa extraña no imputable). Por ejemplo, un escultor asume la obligación de hacer una estatua de un caballo en el término de tres meses. Pero a la semana de asumir la obligación se enferma gravemente y lo hospitalizan por seis meses. Lógicamente está imposibilitado de cumplir con su obligación en el tiempo previsto, debido a una causa extraña no imputable: la enfermedad. El incumplimiento involuntario se caracteriza por la ausencia de culpa del deudor, de ahí que se le prefiera denominar imposibilidad de prestar.  

La imposibilidad de prestar puede generar, pero no necesariamente, la extinción de la relación obligatoria, dependiendo de si la causa extraña no imputable genera un incumplimiento definitivo o temporal. Si el escultor que ha asumido la obligación de hacer la estatua del caballo pierde la vista (causa extraña no imputable), ya más nunca podrá cumplir la obligación (incumplimiento definitivo) y la relación obligatoria se extingue. Si el escultor sufre la fractura de un brazo (causa extraña no imputable) se verá imposibilitado de cumplir por un cierto tiempo (mientras se recupera de la fractura), pero una vez curado podrá ejecutar la prestación debida (incumplimiento temporal). 
En este caso la causa extraña no imputable no extingue la obligación, sólo suspende la ejecución de la misma por el tiempo que impida la ejecución. Una vez que cesan los efectos de la causa extraña no imputable, el deudor, en principio y si todavía es posible, debe cumplir. La característica fundamental del incumplimiento involuntario (sea definitivo o temporal) es la ausencia de culpa del deudor. La ausencia de culpa implica que no se pueda hablar de «responsabilidad» por lo que respecta al deudor. No hay responsabilidad sin culpa, entendida la responsabilidad en el sentido de posibilidad de sanción como consecuencia del incumplimiento.  

Pero también puede suceder que el incumplimiento sea voluntario. Que el incumplimiento sea voluntario quiere decir que la inejecución de la prestación se debe a dolo o culpa propiamente dicha del deudor. Ya no hay una causa extraña no imputable que le impide cumplir. Ahora el deudor incumple la obligación intencionalmente o, al menos, como consecuencia de su imprudencia o negligencia. Entonces entramos en la fase de la responsabilidad.

 Tomemos otro ejemplo. Supongamos que Manuel concede en préstamo a Rafael un tractor hasta el día 27 de octubre. El día 27 de octubre, por lo tanto, Rafael deberá devolver el tractor. Llega el día pautado y Rafael no devuelve el tractor, sin que haya habido una causa extraña no imputable que le haya impedido entregarlo. Sencillamente, Rafael deliberadamente no quiso entregar el tractor o, simplemente, se le olvidó entregar el tractor. Si la no entrega fue deliberada podemos afirmar que hubo dolo por parte de Rafael. Si la no entrega fue por olvido podemos afirmar que hubo negligencia. En los dos casos, podemos afirmar, hubo voluntariedad en el incumplimiento de Rafael. Entonces Rafael es responsable (entra en la fase de la responsabilidad) por haber incumplido con su obligación.

 Que Rafael sea responsable significa, en líneas generales, que ahora podrá ser obligado a pagar el daño que haya ocasionado la falta de entrega del tractor en su debida oportunidad. La conducta culposa de Rafael ha puesto en funcionamiento, entre otras, la norma jurídica contenida en el artículo 1271 del Código Civil. Ahora la obligación de Rafael hacia Manuel es más onerosa: no sólo tiene que entregar el tractor, sino que además tiene que pagar el daño que ha ocasionado la no entrega del tractor en el tiempo convenido. El derecho de Manuel también será más amplio: además de tener derecho a que se le devuelva su tractor tendrá derecho a que se le pague el daño que ha sufrido. 
Resumiendo un poco las cosas tenemos como sigue. En el incumplimiento involuntario conseguimos una inejecución de la obligación, pero esta inejecución se caracteriza por ausencia de culpa del deudor. Y, al no haber culpa del deudor, no hay responsabilidad civil para éste. En el incumplimiento voluntario también conseguimos una inejecución, pero se caracteriza porque se debe a culpa del deudor. El determinar la existencia o no de la culpa es lo que permite calificar al incumplimiento como voluntario o involuntario.

 Pero Manuel no está obligado a exigirle a Rafael la devolución del tractor y el pago del daño causado. Manuel tiene el derecho, más no el deber, de poder exigir tractor y reparación del daño. En efecto, Manuel puede asumir una conducta pasiva o activa. Asumir una conducta pasiva implica afirmar que Manuel tiene la facultad de olvidarse del tractor y de la reparación del daño. Manuel sencillamente decide no exigir nada. Si Rafael no cumple, el tiempo pasará y la obligación prescribirá.  

La otra alternativa es que Manuel asuma una conducta activa. Manuel quiere de vuelta su tractor y el pago del daño. Rafael se resiste a cumplir. Manuel no puede hacerse justicia por sí mismo. Entonces Manuel sólo tiene la posibilidad de acudir al órgano jurisdiccional competente (autoridad judicial) y exigir, a través de éste, la devolución del tractor y el pago del daño. Manuel deberá demostrar la existencia de la obligación de devolver el tractor y el juez, constatado la existencia de la misma, condenará a Rafael, por medio de la sentencia, a la devolución del tractor y al pago del daño ocasionado. Con estos ejemplos iniciamos nuestra investigación.
RESPONSABILIDAD POR HECHO AJENO:
Las responsabilidades Complejas por Hecho Ajeno, ocurren cuando la persona que está sometida a la guarda, control, vigilancia o subordinación del civilmente responsable, comete un hecho ilícito. Existen dos categorías de personas responsables: el agente material del daño por el hecho ilícito propio y el civilmente responsable por el daño causado por la persona sometida a su subordinación. El ci​vilmente responsable tiene acción de regreso contra quien cometió el hecho ilícito, siempre que sea imputable; puede reclamarle al agente material del daño el monto de la reparación que deba a la víctima. Esta regla no es absoluta, por cuanto existen determinadas excepciones.

Casos Previstos en la Ley.
Las responsabilidades por hecho ajeno están establecidas en el Código Civil y el Código Penal. Son las siguientes:

a) La del padre, madre y tutor por el hecho ilícito en que incurren
los menores que habitan con ellos. Establecido en el encabezamiento del Articulo 1190 Código Civil.- “El padre, la madre, y a falta de éstos, el tutor, son responsables del daño ocasionado por el hecho ilícito de los menores que habiten con ellos”. y establecido en el Artículo 114, Ord. 1° Código Penal.- “La exención de la responsabilidad penal declarada en el artículo 62 numeral 4 del artículo 65 y artículos 69, 72 y 73, no comprende la exención de la responsabilidad civil, la cual se hará efectiva con sujeción a las reglas siguientes: 1. Son responsables civilmente por los hechos que ejecuten los locos o dementes y demás personas comprendidas en el artículo 62, sus padres o guardadores a menos que hagan constar que no hubo por su parte culpa ni negligencia. 

No existiendo estos o no teniendo bienes, responderán con los suyos propios los autores del hecho, salvo el beneficio de competencia en la forma que establezca la ley civil.”
b) La del preceptor y el artesano, por el daño causado por el hecho
ilícito de los alumnos y aprendices, mientras estén bajo su vigilancia. Establecido en la segunda parte del Articulo 1190 Código Civil.- “Los preceptores y artesanos son responsables del daño ocasionado por el hecho ilícito de sus alumnos y aprendices, mientras permanezcan bajo su vigilancia “. y establecido en el Articulo 118 Código Penal.- Son también responsables subsidiariamente los maestros y las personas dedicadas a cualquier género de industria, por las faltas o los delitos en que incurran sus discípulos, oficiales o aprendices en el desempeño de su obligación o servicio. 

No incurren en esta responsabilidad si prueban que no han podido evitar el hecho de sus discípulos, oficiales o aprendices”. 

c) La del dueño o principal, por el daño causado por sus sirvientes o
dependientes en el ejercicio de las funciones propias de su empleo. Establecido en el Articulo 1191 Código Civil.- “Los dueños y los principales o directores son responsables del daño causado por el hecho ilícito de sus sirvientes y dependientes, en el ejercicio de las funciones en que los han empleado”.  y establecido en el  Artículo 114, Ord. 3° Código Penal. “La exención de la responsabilidad penal declarada en el artículo 62 numeral 4 del artículo 65 y artículos 69, 72 y 73, no comprende la exención de la responsabilidad civil, la cual se hará efectiva con sujeción a las reglas siguientes: 3. Responderán con sus propios bienes los menores de quince años que ejecuten el hecho penado por la ley, salvo el beneficio de competencia. 

Si no tuvieren bienes responderán sus padres o guardadores, a menos que conste que no hubo por su parte culpa o negligencia. La misma regla se observará respecto al sordomudo irresponsable criminalmente”. 

d) De los padres y guardadores por los hechos ilícitos en que incurran
los locos, dementes y demás enfermos mentales. Establecido en el Artículo 114, Ord. 1° Código Penal.- “La exención de la responsabilidad penal declarada en el artículo 62 numeral 4 del artículo 65 y artículos 69, 72 y 73, no comprende la exención de la responsabilidad civil, la cual se hará efectiva con sujeción a las reglas siguientes: 1. Son responsables civilmente por los hechos que ejecuten los locos o dementes y demás personas comprendidas en el artículo 62, sus padres o guardadores a menos que hagan constar que no hubo por su parte culpa ni negligencia. 

No existiendo estos o no teniendo bienes, responderán con los suyos propios los autores del hecho, salvo el beneficio de competencia en la forma que establezca la ley civil “.
e) Responsabilidad de los que incurran en el delito de rebelión por
los daños causados por las fuerzas rebeldes. Establecido en el  Artículo119 del Código Penal.- “En caso de rebelión existe la solidaridad en la responsabilidad civil derivada de los daños y expropiaciones causados por fuerzas rebeldes. 

Tal responsabilidad solidaria comprende a todos los que figuren en la insurrección con el grado de general, aun cuando sea usurpado, y cualquiera que sea el lugar de la República donde las fuerzas rebeldes hayan causado el daño. 

En cuanto a los rebeldes que hayan actuado con grados inferiores, aun cuando sean usurpados, la solidaridad sólo existe por los daños y depreciaciones que cause cualquier fuerza rebelde en el respectivo estado, Distrito Metropolitano de Caracas, territorio o dependencia federal, donde ellos hayan participado en la rebelión. 

Se exceptúan únicamente de responsabilidad civil los soldados reclutados por los rebeldes, o que al cometer el daño lo hubiesen hecho en cumplimiento de órdenes superiores. 

f) Responsabilidad de los empresarios por los daños causados por
infracciones de sus dependientes a los reglamentos de policía. Establecido en el Artículo  116 del Código Penal.- “Son responsables civilmente, en defecto de los que lo sean criminalmente, los posaderos, dueños de casas de ventas de víveres o licores, y cualesquiera otras personas o empresas, por los delitos que se cometieren en los establecimientos que dirijan, siempre que por su parte o la de sus dependientes haya habido infracción de los reglamentos de policía”. 

Aunque  algunos consideran que la responsabilidad del po​sadero. (Establecido en los Artículos 1777 y SS. del Código Civil.- “Articulo 1777 Se reputa depósito necesario el de los efectos introducidos por los viajeros en las posadas, fondas o mesones donde se alojan, o en las naves y demás vehículos que los conducen; y los posaderos, fondistas, mesoneros, patrones y conductores, responden de ellos como depositarios. Artículo 1778.- La responsabilidad comprende tanto los hurtos como los daños causados en los efectos de los viajeros por los criados, encargados, dependientes de los posaderos, fondistas, mesoneros, patrones, marineros, conductores o porteadores y por los extraños que frecuentan las mismas posadas, fondas, mesones, naves y vehículos; pero no los ocasionados por fuerza mayor o negligencia grave del viajero. Artículo 1.779.- El viajero que lleva consigo efectos de gran valor, debe hacerlo saber al posadero o a las personas arriba expresadas, y aun mostrárselos, si éstas lo exigen, para que se emplee especial cuidado en su custodia”. y el Artículo 117 establecido en el Código Penal.-“Son además responsables subsidiariamente los posaderos o directores de establecimientos o casas de huéspedes, de los efectos robados a estos dentro de las mismas casas o establecimientos, o de su indemnización, siempre que los alojados hubieren dado conocimiento al mismo posadero, o director o al que haga sus veces, del depósito de aquellos objetos y además, hubieren observado las prevenciones que los dichos posaderos, o sus sustitutos, les hubieren hecho sobre cuidado y vigilancia de los mismos. 

Esta responsabilidad no tendrá lugar en caso de robo con violencia hecha a las personas, a no ser que este haya sido ejecutado por los dependientes de la casa. 

La misma responsabilidad subsidiaria y con las mismas condiciones, toca a los capitanes o patrones de embarcaciones mercantes o de transporte, por el robo de los efectos de los pasajeros puestos a bordo de ellas, salvo que lo que se dice en el párrafo anterior de los dependientes, se entiende aquí de los empleados subalternos del buque”.  Es de naturaleza extracontractual, parece más bien ser una responsabilidad contractual.

Para la doctrina predominante se trata de una enumeración taxa​tiva, constituyen un numerus dausus. La Casación Francesa en sentencia del 29 de marzo de 1991 dictaminó que el artículo 1384, en su ordinal 1° del Código Civil Francés.-  establece el principio la responsabilidad general de quien tiene una persona bajo su guarda, como lo había hecho a fines del siglo anterior con respecto al daño causado por las cosas. A partir de entonces, la naturaleza taxativa de la responsabilidad por hecho de otro no es una regla de aceptación general.

En Venezuela, tal interpretación no tiene ningún fundamento, pues no existe una norma equivalente al ordinal 1° del artículo 1384 del Código Civil Francés; es pacífico el carácter taxativo de la enumeración.

Pueden existir otros casos en los cuales una persona responda por el hecho ajeno, sin que estemos en presencia de una responsabi​lidad compleja. En efecto, la característica de ésta es la existencia de una presunción de culpa, o una responsabilidad objetiva determinada por una norma legal. No se puede hablar de responsabilidad com​pleja cuando no existe una disposición legal que la consagre; pero ello no obsta para que una persona deba responder por el hecho de otro cuando se pruebe su propia culpa. Así, el abuelo es responsable del hecho ilícito del menor cuya guarda, así sea transitoria, le ha sido encomendada, cuando han incurrido en un hecho culposo; por ejemplo, el abuelo permite a su nieto jugar con un arma. El abuelo es responsable por no haber vigilado adecuadamente a su nieto; pero en este caso no hay presunción de culpa. La víctima tendrá que probar la culpa del abuelo, la falta de vigilancia, además de estar bajo su guarda al momento de cometer el menor el hecho ilícito.

A nuestro juicio, tratándose de quienes tienen a su cuidado personas que por su estado mental puedan causar involuntariamente daños a terceros, puede el Juez establecer la responsabilidad del guar​dián en base a una presunción hominis de haber incurrido en culpa.
Se distinguen dos clases: presunciones juris tantum o relativas, que admiten la prueba en contrario para desvirtuarlas, y presunciones absolutas, irrefragables o juris et de jure, que no pueden ser desvirtuadas por prueba en contrario alguna.

En el caso de las responsabilidades del padre, madre, tutor, preceptor o artesano, la presunción de culpa es relativa o juris tan​tum, admite la prueba en contrario de que tales personas vigilaron y educaron correcta y adecuadamente al menor, alumno o aprendiz,  sin que sea necesaria la prueba de caso fortuito o fuerza mayor. En cambio, en la responsabilidad del dueño o principal, la doctrina siempre ha considerado que la llamada presunción de culpa es juris et de jure. En puridad no se trata de verdaderas presunciones, sino de inversión de la carga de la prueba en el primer caso; y del supuesto de hecho establecido por el legislador para imputar responsabilidad al comitente en el segundo.
Además de la presunción de- culpa, en las responsabilidades complejas también se presume la relación de causalidad. Esta pre​sunción de causalidad es siempre juris tantum pudiendo desvirtuarse mediante la prueba del hecho que fue la verdadera causa jurídica del daño, principalmente por la fuerza mayor o caso fortuito, el hecho del tercero y la culpa o el hecho de la víctima.
Fundamento

 La doctrina clásica fundamenta en la culpa la responsabi​lidad del civilmente responsable; se considera que el padre que tiene bajo su cuidado al menor, y el preceptor que tiene la custodia de sus alumnos y aprendices, incurren en culpa en la vigilancia; y en el caso de los padres además en culpa en la educación (Art. 1190 Código Civil). En cuanto a la responsabilidad del comitente (dueño, director o principal respecto del hecho de su dependiente. (Art. 1191 Código Civil), la doctrina clá​sica consideró que hay una presunción de culpa juris et de jure. Al no admitirse la prueba de la ausencia de culpa del comitente, la mayor parte de la doctrina moderna, hoy predominante, considera que se trata más bien de una responsabilidad objetiva. Esto no significa que la culpa no juegue ningún papel en la responsabilidad por el hecho del dependiente. 

Características

El Hecho Generador de la Responsabilidad

Hay que distinguir entre las responsabilidades por hecho ajeno, aquéllas que tienen su fundamento en la culpa, de las que tienen su fundamento en el riesgo.

En las primeras responsabilidades por hecho ajeno de carác​ter subjetivo, la culpa probada del autor del hecho ilícito y la culpa presunta del civilmente responsable constituyen el hecho generador de la responsabilidad, de la misma manera que en la responsabilidad por hecho personal o propio.

En las responsabilidades por hecho ajeno de carácter objetivo, como es la del comitente por el hecho ilícito del dependiente, el he​cho generador de la responsabilidad es la culpa del agente material del daño y tratándose del comitente en el poder de dar órdenes a su dependiente.

El Hecho Ilícito del Agente Material del Daño

Es necesario probar el hecho ilícito de la persona sometida al civilmente responsable. La víctima debe probar el daño, la culpa o el hecho del agente material del daño y el vínculo de causalidad entre el hecho generador y el daño.

a) El daño no es causado directamente a la víctima por la per​sona civilmente responsable, sino por personas que están sometidas a su guarda, control, vigilancia o subordinación.

b) En las responsabilidades por hecho ajeno de carácter subjetivo la culpa del civilmente responsable es presumida por el legislador. La víctima queda exonerada de demostrar dicha culpa. Las presunciones establecidas por el legislador comprenden o se refieren a una culpa in vigilando o in digerido qué supone en el civilmente responsable.

Más que una presunción, hay una norma que invierte la carga de la prueba. En la responsabilidad del comitente, que es objetiva, la doctrina clásica sostiene que hay una supuesta presunción juris et de jure, que no admite prueba en contrario. Hoy se sostiene que el supuesto de hecho del artículo 1191 CC no admite como excepción la ausencia de culpa.

La Relación de Dependencia

La víctima debe probar la relación de dependencia: la condición de padre, madre, tutor, preceptor, dueño o principal.

Probada la relación de dependencia jurídica deberá probar en el caso de la responsabilidad de los padres, que éstos tienen la guarda del hijo y que habita con ellos y en la del artesano, que el hecho ilícito fue cometido mientras el discípulo estaba bajo su vigilancia; en la responsabilidad del comitente que el dependiente cometió el hecho ilícito en el ejercicio de sus funciones.

La Presunción de Responsabilidad
Salvo en la responsabilidad del principal o comitente, la relación jurídica entre la culpa del civilmente responsable y el daño sufrido por la víctima es presumida por el legislador en los casos de responsabilidades fundadas en la culpa (Art. 1190 Código Civil).

La presunción del vínculo jurídico es relativa o juris tantum, ad​mitiéndose la prueba en contrario, es decir, que no tuvieron culpa, que vigilaron con la debida diligencia al menor o aprendiz, que educaron adecuadamente al menor, que no pudieron impedir el hecho ilícito de menor o alumno; también podrán demostrar que el daño se debe a una causa extraña no imputable, caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero, culpa de la víctima o hecho del príncipe. Al demostrarse alguna de estas circunstancias, se desvirtúa la presunción legal de relación jurídica o vínculo de causalidad entre la supuesta culpa del civilmente responsable y el daño, para establecerse un vínculo de causalidad entre la circunstancia que configura la causa extraña no imputable y el daño.

La relación entre el hecho del sirviente y sus funciones. En la responsabilidad del principal o comitente por el hecho de su depen​diente (Art. 1191 Código Civil) no hay presunción de relación de causalidad entre el hecho ilícito de éste y la responsabilidad del principal. La víctima tiene que probar no sólo la relación de dependencia, sino también que el hecho ilícito fue cometido por el sirviente en el ejerci​cio de las funciones que le han sido encomendadas, lo que basta para establecer la responsabilidad] El comitente no puede, liberarse de su responsabilidad demostrando que no pudo impedir el hecho ilícito del dependiente por una causa extraña no imputable; sólo puede probar que el hecho ilícito del sirviente no fue en el ejercicio de sus funciones.

La Carga de la Prueba
En las responsabilidades por hecho de otro la víctima a tiene que probar el hecho ilícito de la persona por quien se responde (hijo, pupilo, discípulo, aprendiz, dependiente) daño, culpa y relación de causalidad entre ambos; excepto cuando el autor del hecho ilícito no tiene discernimiento, en cuyo caso no es necesario probar la culpa, aun cuando sobre el particular existe controversia, en la responsabi​lidad del padre, la madre o el tutor.

Además, hay que probar la relación entre la persona que cometió el hecho generador del daño y el civilmente responsable. Por ello, se dice que hay un doble vínculo de causalidad; el del hecho ilícito y la vinculación entre el autor del daño y el civilmente responsable.

Como en todo caso de responsabilidad civil extracontractual por hecho propio, el actor deberá demostrar además del daño y la culpa, la relación de causalidad entre ambos. En las responsabilidades complejas, debe probar además los requisitos o supuestos de hecho necesarios para que haya lugar a tal responsabilidad.

En el caso de la responsabilidad del padre, el actor tendrá que demostrar además del hecho ilícito del menor, apreciando la conducta del menor objetivamente, sin tomar en consideración que el menor sea  no imputable, que éste era hijo del padre, de la madre, que éstos tenían la guarda del menor o pupilo de tutor y que el menor habitaba con ellos cuando cometió el hecho ilícito.

Tratándose de la responsabilidad del preceptor o artesano, habrá que demostrar el hecho ilícito del discípulo o aprendiz, la con​dición de preceptor o artesano, y que el hecho ilícito fue cometido mientras el discípulo estaba bajo su vigilancia.

En cuanto al comitente, será necesario probar el hecho ilícito del dependiente, su condición de tal, la subordinación al comitente, y que el hecho ilícito fue cometido mientras el dependiente estaba en el ejercicio de sus funciones.

Establecidos los supuestos de hecho de cada una de estas responsabilidades por el hecho de otro, se crea una presunción de vínculo de causalidad entre el hecho del autor material del daño y la obligación de reparar el daño por el civilmente responsable.

En el caso que la responsabilidad sea  del padre y del preceptor;  bastará probar la ausencia de culpa del civil​mente responsable con lo cual se destruye no sólo la primera presunción de culpa, sino también la presunción del vínculo de causalidad entre el autor del daño con el civilmente responsable. Más que destruir la presunción de culpa, podemos afirmar que el demandado ha cumplido con la carga de la prueba que le ha sido impuesta por el legislador. En cambio tratándose de la responsabilidad del comitente, no basta probar la ausencia de culpa, el demandado tendrá que demostrar que un hecho fuera del círculo de sus actividades fue la causa del daño y, en consecuencia, cesa su responsabilidad. Al padre y al preceptor les bastará probar su ausencia de culpa para romper este segundo vínculo de causalidad; en cambio, el comitente deberá probar que el daño fue producido actuando el dependiente fuera del ejercicio de sus funciones.
Por ello, en ambos casos se puede destruir el vínculo de causalidad entre el daño y la obligación de reparar por el civilmente responsable, por lo cual es admisible decir que la presunción de vínculo de causalidad entre el hecho generador de la responsabilidad y la obligación de repararlo es siempre juris tantum. 
RESPONSABILIDAD DE LOS PADRES DEL MENOR Y DEL PRECEPTOR

Fundamento Legal

Está contemplada en el artículo 1190 del Código Civil, el cual establece: “El padre, la madre y a falta de éstos, el tutor, son responsables del daño ocasionado por el hecho ilícito de los menores que habitan con ellos.

Los preceptores y artesanos son responsables del daño ocasionado por el hecho ilícito de sus alumnos y aprendices, mientras permanezcan bajo su vigilancia.

La responsabilidad de estas personas no tiene efecto cuando ellas prue​ban que no han podido impedir el hecho que ha dado origen a esa responsabilidad; pero ella subsiste aun cuando el autor del acto sea irresponsable por falta de discernimiento”.

Y en el Código Penal se establece en su  Artículo 114, Ord. 1°.- “La exención de la responsabilidad penal declarada en el artículo 62 numeral 4 del artículo 65 y artículos 69, 72 y 73, no comprende la exención de la responsabilidad civil, la cual se hará efectiva con sujeción a las reglas siguientes: 1. Son responsables civilmente por los hechos que ejecuten los locos o dementes y demás personas comprendidas en el artículo 62, sus padres o guardadores a menos que hagan constar que no hubo por su parte culpa ni negligencia.
 No existiendo estos o no teniendo bienes, responderán con los suyos propios los autores del hecho, salvo el beneficio de competencia en la forma que establezca la ley civil.”
Fundamento Teórico:

La Culpa invigilando y la Culpa in educando.

La responsabilidad se funda en una culpa personal que se presume en la persona del civilmente responsable. Dicha culpa radica en la idea de que es el padre, madre o tutor a quienes corresponde la vigilancia, la guarda, la dirección y los poderes de corrección del menor, puesto que a estas personas corresponde, en sus casos, los poderes de patria potestad. De modo que si el menor incurre en un hecho ilícito, el legislador presume que los poderes de vigilancia, corrección y direc​ción del menor fueron mal ejercidos, que el padre, madre o tutor incu​rrieron en una culpa "in vigilando", o sea, en una culpa personal.

Algunos autores, como los hermanos Mazeaud, Planiol, Ripert, Esmein y de Pace, sostienen, además, que el fundamento radica también en una presunción de culpa personal "in educando", que el legislador establece contra el padre, madre y tutor. Se presume que el hecho ilícito efectuado por el menor es también debido a una "mala educación" que se le ha impartido.

Para estos autores, los civilmente responsables, al tratar de exone​rarse mediante la prueba de la ausencia de culpa, deberán demostrar que le han impartido al menor una buena educación.

Es conveniente observar que más que la patria potestad como título jurídico, la responsabilidad se funda en los poderes de vigilancia, control y corrección que configuran la guarda del menor. Ello se deduce de la solución aplicada por la doctrina y jurisprudencia en los casos en que correspondiendo la patria potestad al padre y habitando el menor sólo con la madre, se responsabiliza a ésta y no al padre.

Fundándose la responsabilidad en los poderes o atributos de la patria potestad, es indudable que  la  Patria Potestad le corresponde al padre y a la madre y la misma se ejerce de manera conjunta, fundamentalmente en interés y beneficio de los hijos e hijas, en los casos previstos en los  artículo 348 y 349 de la Ley Orgánica de Protección del Niños, Niñas y Adolescentes, “Artículo 348. Contenido. La Patria Potestad comprende la Responsabilidad de Crianza, la representación y la administración de los bienes de los hijos e hijas sometidos a ella.

Artículo 349. Titularidad y ejercicio de la Patria Potestad. La Patria Potestad sobre los hijos e hijas comunes habidos durante el matrimonio y uniones estables de hecho que cumplan con los requisitos establecidos en la Ley, corresponde al padre y a la madre y la misma se ejerce de manera conjunta, fundamentalmente en interés y beneficio de los hijos e hijas. En caso de desacuerdo respecto a lo que exige el interés de los hijos e hijas, el padre y la madre deben guiarse por la práctica que les haya servido para resolver situaciones parecidas. Si tal práctica no existe o hubiese dudas sobre su existencia, cualquiera de ellos o el hijo o hija adolescente puede acudir ante el Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, de conformidad con lo previsto en el Parágrafo Primero del artículo 177 de esta Ley”. 

Requisitos:

Deben tener en cuenta que cuando se habla de requisitos se preguntan: ¿Quién  debe probar? En este sentido le corresponde a la Victima, probar los siguientes requisitos:

1.-  La minoridad del autor material del daño. Establecido en el artículo 18 del Código Civil.- “Es mayor de edad quien haya cumplido dieciocho (18) años.

El mayor de edad es capaz para todos los actos de la vida civil, con las excepciones establecidas por disposiciones especiales”.

2.-  El hecho Ilícito del autor del daño.

Debe probarse: 

a) el Daño

b) la Culpa

c) la Relación de Causalidad.

Cuando el autor material del daño actúa sin discernimiento. Establecido en la parte final del artículo 1190 del Código Civil.- “La responsabilidad de estas personas no tiene efecto cuando ellas prueban que no han podido impedir el hecho que ha dado origen a esa responsabilidad; pero ella subsiste aun cuando el autor del acto sea irresponsable por falta de discernimiento”. 

En este caso la victima solo debe probar que el daño es injusto y que la conducta del menor fue la causa del daño.

3.- La cohabitación del civilmente responsable y del autor material del acto.

El hijo menor debe habitar con su padre o madre o el pupilo debe habitar con el tutor.

4.- La Condición de Padre o Madre y la condición; o la condición de tutor y la condición de pupilo, según sea el caso:

1. La victima debe probar que el civilmente responsable es padre o es madre; y 
2. que el autor material del daño es hijo; o 
3. que el civilmente responsable es tutor y que el autor material del daño es pupilo.

Esta relación Paterno-Filial o de Tutoría, debe cumplir con dos elementos:

a) Elemento de Derecho

b) Elemento de Hecho

	a) Elemento de Derecho

(Titularidad de la Guarda)
	
	1.-  Para el padre o la madre
Los Artículos establecido en  la Ley Orgánica de Protección del Niños, Niñas y Adolescentes: Artículo 348. Contenido. La Patria Potestad comprende la Responsabilidad de Crianza, la representación y la administración de los bienes de los hijos e hijas sometidos a ella.

Artículo 349. Titularidad y ejercicio de la Patria Potestad. La Patria Potestad sobre los hijos e hijas comunes habidos durante el matrimonio y uniones estables de hecho que cumplan con los requisitos establecidos en la Ley, corresponde al padre y a la madre y la misma se ejerce de manera conjunta, fundamentalmente en interés y beneficio de los hijos e hijas. En caso de desacuerdo respecto a lo que exige el interés de los hijos e hijas, el padre y la madre deben guiarse por la práctica que les haya servido para resolver situaciones parecidas. Si tal práctica no existe o hubiese dudas sobre su existencia, cualquiera de ellos o el hijo o hija adolescente puede acudir ante el Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, de conformidad con lo previsto en el Parágrafo Primero del artículo 177 de esta Ley.

Artículo 358. Contenido de la Responsabilidad de Crianza. La Responsabilidad de Crianza comprende el deber y derecho compartido, igual e irrenunciable del padre y de la madre de amar, criar, formar, educar, custodiar, vigilar, mantener y asistir material, moral y afectivamente a sus hijos e hijas, así como la facultad de aplicar correctivos adecuados que no vulneren su dignidad, derechos, garantías o desarrollo integral. En consecuencia, se prohíbe cualquier tipo de correctivos físicos, de violencia psicológica o de trato humillante en perjuicio de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 359. Ejercicio de la Responsabilidad de Crianza. El padre y la madre que ejerzan la Patria Potestad tienen el deber compartido, igual e irrenunciable de ejercer la Responsabilidad de Crianza de sus hijos o hijas, y son responsables civil, administrativa y penalmente por su inadecuado cumplimiento. En caso de divorcio, separación de cuerpos, nulidad de matrimonio o de residencias separadas, todos los contenidos de la Responsabilidad de Crianza seguirá siendo ejercida conjuntamente por el padre y la madre.

Para el ejercicio de la Custodia se requiere el contacto directo con los hijos e hijas y, por tanto, deben convivir con quien la ejerza. El padre y la madre decidirán de común acuerdo acerca del lugar de residencia o habitación de los hijos o hijas. Cuando existan residencias separadas, el ejercicio de los demás contenidos de la Responsabilidad de Crianza seguirá siendo ejercido por el padre y la madre: Excepcionalmente, se podrá convenir la Custodia compartida cuando fuere conveniente al interés del hijo o hija.

En caso de desacuerdo sobre una decisión de Responsabilidad de Crianza, entre ellas las que se refieren a la Custodia o lugar de habitación o residencia, el padre y la madre procurarán lograr un acuerdo a través de la conciliación, oyendo previamente la opinión del hijo o hija. Si ello fuere imposible, cualquiera de ellos o el hijo o hija adolescente podrá acudir ante el Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, de conformidad con lo previsto en el Parágrafo Primero del artículo 177 de esta Ley.”


	
	
	2.- Para el Tutor
El Artículo establecido en  la Ley Orgánica de Protección del Niños, Niñas y Adolescentes: “Artículo 347. Definición. Se entiende por Patria Potestad el conjunto de deberes y derechos del padre y la madre en relación con los hijos e hijas que no hayan alcanzado la mayoridad, que tiene por objeto el cuidado, desarrollo y educación integral de los hijos e hijas”.

	
	
	

	b) Elemento de Hecho
	
	No basta con que el civilmente responsable sea titular de la guarda, es menester además, que el padre, la madre o el tutor ejerzan efectivamente los atributos de la guarda.


PRESUNCIONES
La Doctrina Clásica.

De acuerdo con la doctrina clásica y la predominante, el artículo 1190 del Código Civil establece una presunción juris tantum de culpa en contra del padre y la madre por el hecho ilícito del menor, y una presunción también juris tantum, de vínculo de causalidad entre el hecho ilícito del menor y la responsabilidad civil de los padres por el daño causado. Podríamos decir que hay una simple inversión
de la carga de la prueba sobre la culpa y la relación de causalidad, correspondiéndole al demandado la prueba de ausencia de culpa en la vigilancia y en la educación del menor o la ausencia de relación de causalidad y entre el hecho del menor y la responsabilidad de los padres.

Para ello los padres tendrían que demostrar que vigilaron adecuadamente al menor, que en todo momento tomaron todas las precauciones necesarias para custodiarlo, que le impartieron una buena educación, sea en la familia o en institutos educacionales y que le impusieron los castigos o correcciones en caso de una conducta inadecuada. También podrán demostrar la causa extraña no imputa​ble, fuerza mayor o culpa de un tercero, para desvirtuar el vínculo de causalidad.

La teoría de la presunción juris tantum sostenida por la doc​trina y la jurisprudencia, se le ha criticado el artificio de conectar un comportamiento aislado del menor con una pretendida culpa de los padres, sobre todo si uno la engloba dentro del campo de la culpa in educando.

Esta doctrina acerca de la naturaleza de la presunción o de la inversión de la carga de la prueba no está totalmente de acuerdo con el texto del Código Civil Venezolano, ni del Italiano, ni del Francés. En efecto, en todos ellos se dice que "La responsabilidad de estas personas no tiene efecto cuando ellas prueban que no han podido impedir el hecho que ha dado a esa responsabilidad". Textualmente ello implicaría la prueba de la fuerza mayor o culpa de la víctima, como hechos impeditivos de su responsabilidad. Tradicionalmente, a pesar de esa redacción, tanto la doctrina como la jurisprudencia, han interpretado esta frase sosteniendo que basta probar la ausencia de culpa.

La Jurisprudencia Francesa Contemporánea.

La Jurisprudencia Francesa, en sentencia del 19 de febrero de 1997, estableció que la expresión que los padres "no han podido impedir el hecho del menor", evoca la idea de irresistibilidad, es decir, la fuerza mayor. Este viraje de la Jurisprudencia Francesa tuvo como antecedentes que desde los años 60, autores tan estimados como André Tune habían criticado la construcción de esta responsabilidad sobre el fundamento de una presunción de culpa, sosteniendo se trata de una responsabilidad de pleno derecho, proponiendo el seguro obligatorio de los jefes de familia para responder de los daños ocasionados por sus hijos menores. Desde los años 1960, la Casación Francesa había utilizado la expresión "responsabilidad presumida", aplicándola a los casos de menores no imputables, posteriormente no se exigió la prueba de la culpa del menor; en sentencia del 9 de mayo de 1984 y  estableció que para que hubiera lugar a la responsabilidad de los padres es suficiente que el hecho cometido por el menor haya sido la causa directa del daño. 

Sin embargo, la Jurisprudencia Francesa fue vacilante, aplicando dicha doctrina solamente a los casos de menores no imputables. A partir de la sentencia del 19 de febrero de 1997 se despejaron todas las dudas sobre el particular, al establecer que se trata de una responsabilidad que no está fundamentada en la culpa.

Los partidarios de esta doctrina consideran que si bien es cierto que ello implica una extensión de la responsabilidad de los padres por el hecho de sus menores hijos, ella obligará indirectamente a estos a contratar seguros de responsabilidad civil para ampararse de tal responsabilidad, lo que en definitiva, puede representar una ventaja al no correr con los riesgos de unos daños que pueden ser muy considerables.

La Doctrina y la Jurisprudencia en Venezuela
A pesar de ser el texto del aparte 2° del artículo 1190 Código Civil igual al del Código Napoleón (la responsabilidad de estas personas no tiene efecto cuando ellas prueban que no han podido impedir el
hecho que ha dado origen a esta responsabilidad), a nuestro juicio y con razón la doctrina y la jurisprudencia nacional son unánimes al considerar el carácter juris tantum de esta presunción. La interpreta​ción textual se opone a la cultura del venezolano, que tiende a tener criterios laxos en cuanto a su responsabilidad, y no estar generalizada la costumbre de contratar seguros de responsabilidad civil.

Análisis:
Probado los cuatro requisitos anteriormente descritos entran a operar en  el orden establecido dos presunciones:

1. Presunción de Culpa Personal. (In Vigilando e In Educando) del Civilmente Responsable.

Se presume Iuris Tantum, que el padre, la madre o el tutor incurrió en culpa por no haber ejercido adecuadamente los atributos de la guarda. Esta presunción puede desvirtuarse. El civilmente responsable puede demostrar que no puedo  evitar el hecho que da origen a la responsabilidad. Parte final del Artículo 1190 del Código Civil.- “La responsabilidad de estas personas no tiene efecto cuando ellas prueban que no han podido impedir el hecho que ha dado origen a esa responsabilidad; pero ella subsiste aun cuando el autor del acto sea irresponsable por falta de discernimiento”.

2. Presunción de Relación de Causalidad Jurídica entre la culpa personal del civilmente responsable (no desvirtuada) y el daño sufrido por la victima.

Esta presunción es Juris et Jure; no admite prueba en contrario. Si el civilmente responsable no pudo destruir la presunción de culpa personal, esa presunción se consolida  y a partir de ese momento se presume que el daño sufrido por la victima se debe a la culpa personal, in vigilando e in educando, del padre de la madre o del tutor. Es una presunción de Relación de Causalidad Jurídica, no física.

DEFENSAS DE LOS PADRES CON RESPECTO A SU RESPONSABILIDAD.

Como hemos dicho anteriormente, los padres no pue​den alegar la falta de discernimiento, la inimputabilidad de sus hijos menores, como excepción, ya que basta que el hecho generador del daño haya sido objetivamente culpable.

Pueden excepcionarse demostrando que han vigilado adecua​damente al menor y le han impartido una educación apropiada. Deberá tenerse en consideración la edad y otras circunstancias del menor, especialmente en cuanto a la vigilancia, ya que ésta tiene que ser mucho más severa en el caso de niños de corta edad. La prueba de haber confiado la vigilancia a otra persona; por ejemplo, a una niñera, no es siempre suficiente para desvirtuar la presunción de culpa, pues si la persona escogida para vigilar al niño no tiene las cualidades necesarias para ello, es indudable que dicha prueba no destruye la presunción de responsabilidad.

El hecho mismo cometido por el menor puede desvirtuar el haber recibido una buena educación o ausencia de una vigilancia suficiente; por ejemplo, cuando el niño o el adolescente causa un daño mediante un arma.

También pueden exonerarse los padres de su responsabilidad probando la causa extraña no imputable: fuerza mayor o culpa de la víctima que cede ante una simple presunción de responsabilidad

Por lo tanto el civilmente responsable se puede defender de dos maneras:
1) Evitando que la victima pruebe alguno de los requisitos.

2) Desvirtuando la presunción de culpa personal, demostrando que no pudo evitar el hecho que da origen a la responsabilidad.

ACCIÓN DE REEMBOLSO

Cuando el padre, la madre o el tutor, reparta el daño que el menor causó, el reparante puede exigirle al menor el reembolso de lo pagado. Dice la doctrina que este reembolso no procede cuando el menor haya actuado sin discernimiento. En esta hipótesis debe recordarse que la responsabilidad especial coexiste con al responsabilidad ordinaria en que puede incurrir el menor que haya actuado con discernimiento.
Si el menor actuó sin discernimiento, el civilmente responsable podría accionar contra su guardián, conforme a lo previsto en el artículo 1187 del Código Civil; pero como en el caso concreto la per​sona del civilmente responsable y la del guardián se confunden en una misma persona, sólo quedaría al civilmente responsable la posibilidad de accionar contra el menor sin discernimiento, mediante el recurso de equidad consagrado en dicha disposición legal. “ Artículo 1187 del Código Civil, establece.- En caso de daño causado por una persona privada de discernimiento, si la víctima no ha podido obtener reparación de quien la tiene bajo su cuidado, los jueces pueden, en consideración a la situación de las partes, condenar al autor del daño a una indemnización equitativa”.

PERSONAS RESPONSABLES

Los Padres
De acuerdo con el artículo 1190 Código Civil, la responsabilidad por el hecho ilícito del menor recae sobre el padre, la madre y en su defecto por el tutor. La persona responsable es quien tenga los poderes de guarda sobre el menor, ya que ésta le atribuye las facultades de vigilar, custodiar, educar, corregir y poner sanciones al menor. La guarda a su vez le corresponde en principio a quien tenga la patria potestad del menor.

Las normas contenidas en el Código Civil de 1942 sobre esta materia fueron derogadas por la reforma del Código Civil en 1982 y posteriormente con la promulgación de la Ley Orgánica para la Protección del Niño y del Adolescente (LOPNA).

La responsabilidad de los padres por el hecho ilícito de sus me​nores hijos está fundamentada en los poderes de guarda que ejercen sobre los mismos. El artículo 350 de la LOPNA dispone "El padre y la madre que ejerzan la patria potestad tienen la guarda de los hijos". Habrá que determinar a quién corresponde la patria potestad en las distintas hipótesis previstas en la ley, señalando de una vez que en la medida que la patria potestad o la guarda correspondan a uno solo de los padres, la responsabilidad es exclusiva de quien efectivamente tenga el poder de guarda, aun cuando puedan haber excepciones al respecto.

La Ley Orgánica de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, atribuye la patria potestad a los padres, distinguien​do los hijos nacidos dentro o fuera del matrimonio.

La patria potestad sobre los hijos comunes nacidos durante el matrimonio corresponde al padre y a la madre y ella se ejerce de manera conjunta. (Articulo 349 LOPNA.- Titularidad y ejercicio de la Patria Potestad. La Patria Potestad sobre los hijos e hijas comunes habidos durante el matrimonio y uniones estables de hecho que cumplan con los requisitos establecidos en la Ley, corresponde al padre y a la madre y la misma se ejerce de manera conjunta, fundamentalmente en interés y beneficio de los hijos e hijas. En caso de desacuerdo respecto a lo que exige el interés de los hijos e hijas, el padre y la madre deben guiarse por la práctica que les haya servido para resolver situaciones parecidas. Si tal práctica no existe o hubiese dudas sobre su existencia, cualquiera de ellos o el hijo o hija adolescente puede acudir ante el Tribunal de Protección de Niños, Niñas y Adolescentes, de conformidad con lo previsto en el Parágrafo Primero del artículo 177 de esta Ley “). 
En cuanto a los hijos habidos fuera del matrimonio la patria po​testad depende del reconocimiento de la filiación. Cuando la filiación se establece simultáneamente, el padre y la madre de los hijos comu​nes la patria potestad les corresponde conjuntamente, de la misma manera que a los hijos habidos en el matrimonio. Cuando uno solo de los padres ha reconocido la filiación, la patria potestad corresponde a quien primero lo haya hecho, teniendo el otro el derecho a compartir el ejercicio de la patria potestad, siempre que reconozca al hijo dentro de los seis meses siguientes a su nacimiento (Artículo 350 LOPNA. Titularidad fuera del matrimonio y de las uniones estables de hecho. En los casos de hijos e hijas comunes habidos fuera del matrimonio o de las uniones estables de hecho que cumplan con los requisitos establecidos en la Ley, la Patria Potestad corresponde y la ejercen conjuntamente el padre y la madre.
Cuando el padre y la madre ejerzan de manera conjunta la Patria Potestad, los desacuerdos respecto de los hijos e hijas se resolverán conforme con lo previsto en el artículo anterior.). El Juez puede conferir la patria potestad a quien lo reconoce posteriormente, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en dicha ley.
Podemos decir que la patria potestad les corresponde conjuntamente al padre y a la madre, salvo con respecto a los hijos habidos fuera del matrimonio, respecto del padre o la madre que no lo hayan reconocido dentro de los seis meses subsiguientes a su nacimiento.

También corresponde la patria potestad a los padres adoptivos del menor.

El Tutor.
El tutor sólo será responsable al abrirse la tutela del menor por fallecimiento de ambos padres o por las demás causas previstas en la ley,

Exclusión de la Responsabilidad de uno de los Padres
Al trasladarse la guarda del menor de uno de los padres al otro, en principio también se excluye la responsabilidad de quien la ha perdido. Siendo la guarda uno de los atributos de la patria po​testad, debemos analizar en primer término los casos de pérdida de la patria potestad por uno de los padres (padre o madre).

Las normas correspondientes a la extinción y privación de la patria potestad contenidas en el Código Civil fueron derogadas por la LOPNA.

Pérdida de la Patria Potestad.

El artículo 352 de la LOPNA, prevé los casos en que uno de los padres o ambos pueden ser privados de la patria potestad, bien por hechos que constituyen conductas culposas o delitos contra el hijo; o sean dependientes de sustancias alcohólicas, estupefacientes o psicotrópicas u otras formas graves de fármaco dependencia.

Al ser privado de la patria potestad es evidente que, de acuer​do con la doctrina tradicional, se desplaza también la obligación por responsabilidad de los hechos ilícitos cometidos por sus menores hijos.

Traslación de la guarda en caso de disolución del matrimonio
1) Si el divorcio ha tenido como fundamen​to la ruptura de la vida en común por más de cinco años (Art. 185A CC) los cónyuges deben señalar cuál de ellos ha ejercido la guarda de los hijos durante el tiempo en que han permanecido separados de hecho, lo cual deberá ser tomado en cuenta por el Juez para determinar a quién corresponde la guarda.
2) Al interponerse acción de divorcio, de sepa​ración de cuerpos o de nulidad de matrimonio, el Juez de la Sala de Juicio debe dictar medidas provisionales que se aplicarán hasta que concluya el juicio correspondiente en lo referente a la patria potestad y a la guarda de los menores, teniendo en cuenta lo acordado por las partes al respecto.
3) El divorcio o la separación de cuerpos declarada con lugar, con fundamento en los ordinales 4° (conato de uno de los cónyuges para corromper o prostituir al otro cónyuge o a sus hijos, así como la connivencia en su corrupción o prostitución) y 6° (la adicción alcohólica u otras formas graves de fármaco dependencia que hagan imposible la vida en común) tienen como consecuencia la privación de la patria potestad al cónyuge que haya incurrido en tales causales y la patria potestad la ejercerá exclusivamente el otro padre (Art. 185 CC). Lo mismo sucederá en los demás casos en que el Juez considere que a su juicio el haber incurrido en alguna de las otras causales de privación de patria potestad sean graves, reiteradas, arbitrarias y habituales (Art. 352 LOPNA).
4) Los hijos que tengan siete años o menos, deben permanecer con la madre, excepto en el caso de que ésta no sea titular de la patria potestad, o que por razones de salud o de seguridad resulte conve​niente que se separen temporal o indefinidamente de ella (Art. 366 LOPNA).
5) Con respecto a los mayores de siete años, en los demás casos, o si el padre y la madre tienen residencias separadas, éstos decidirán de mutuo acuerdo cuál de ellos ejercerá la guarda y de no existir acuerdo el Juez competente determinará a cuál de ellos le corresponde.
6) En todo caso el Juez puede revisar y modificar las decisiones en materia de guarda, con fundamento en el interés del hijo, quien debe ser oído si la solicitud no ha sido presentada por él, como también al Fiscal del Ministerio Público (Art. 361).

Exclusión de la Solidaridad
Si uno de los padres logra destruir la presunción de culpa establecida por el artículo 1190 Código Civil, excluye la solidaridad y subsiste la del otro padre, o madre, sin que pueda afectar los bienes propios ni su parte en los comunes, siempre que haya matrimonio o concubinato, por aplicación de la norma expresa a que se refiere al Artículo 167 Código Civil.- “La responsabilidad civil por acto ilícito de un cónyuge no perjudica al otro en sus bienes propios ni en su parte de los comunes”.

Responsabilidad del menor imputable
Es evidente que si el hecho ilícito ha sido cometido por un menor imputable, éste también será responsable del daño causado por su propio hecho ilícito y, en consecuencia, responde solidaria​mente con sus padres frente a terceros.

Los padres no tienen acción de regreso contra el menor
No puede existir una acción de regreso de los padres contra el hijo, porque para que proceda la responsabilidad de aquéllos es necesario que no hayan podido demostrar su ausencia de culpa, que no han podido impedir que el menor causara el daño, en conse​cuencia padre, madre e hijo son solidariamente responsables como coautores del hecho ilícito.

A nuestro juicio, los padres no tienen acción de regreso ya que para ser responsables, al no haber podido destruir la presunción de culpa, ello significa que violaron los deberes que les impone la guarda (educación y vigilancia) en beneficio del menor.

Responsabilidad del menor
Si el hijo menor es inimputable, no le cabe ninguna res​ponsabilidad y, en consecuencia, sólo los padres serán responsables, no teniendo en ningún caso derecho a la acción de regreso.

REQUISITOS DE LA RESPONSABILIDAD

La Guarda del Menor
El primer requisito de esta responsabilidad es la guarda del menor por sus progenitores. Si ésta comprende a ambos, éstos son solidariamente responsables. 

Si sólo uno de los padres (padre o madre) tiene la guarda, el otro no es responsable, a menos que se pruebe su culpa (abandono del hogar, haberle entregado un arma o un vehículo a un menor de dieciséis años).

Ya nos hemos referido a la exclusión del ejercicio de la guarda por uno de los padres.

En los casos de haber sido adjudicada la guarda por el Juez a un tercero por culpa del padre o madre que la tenía, a nuestro juicio subsiste la responsabilidad de este.

Esta responsabilidad no opera contra la persona o institución a quien el Juez le haya conferido la guarda, como tampoco terceras per​sonas que tengan la custodia del menor. Esto no excluye que puedan responder como preceptores, o por culpa probada (Artículo  1185 Código Civil.- El que con intención, o por negligencia o por imprudencia, ha causado un daño a otro, está obligado a repararlo.

Debe igualmente reparación quien haya causado un daño a otro, excediendo, en el ejercicio de su derecho, los límites fijados por la buena fe o por el objeto en vista del cual le ha sido conferido ese derecho.).
Al perder el padre y la madre la patria potestad y abrirse la tutela, es responsable el tutor.

La Cohabitación
El artículo 1190 del Código Civil establece como requisito necesario para que haya lugar a la responsabilidad de los padres por el hecho ilícito del menor, que éste habite con ellos, requisito que es exigido tanto por el Código Civil francés como el italiano.

Ausencia de Cohabitación
En las situaciones en que no exista la cohabitación del menor con sus padres, o con el tutor en su caso, deben tomarse en consideración varias circunstancias:

Si el menor ha dejado la casa paterna por un hecho que constituya culpa de uno o de ambos padres, éstos siguen siendo responsables,según la doctrina predominante. Ello ocurre cuando uno de los padres o ambos han abandonado el hogar común, cuando el menor se ha fugado de su hogar, y en todos los casos en los cuales la ausencia de cohabitación sea por culpa del padre o la madre.

La falta de cohabitación debe ser por una causa justificada; haber sido confiada su custodia a una tercera persona; por ejemplo, haber sido internado en un colegio, haber sido enviado a pasar las vacaciones con sus abuelos o hermanos mayores, por estar estudiando en una universidad fuera de la ciudad donde habitan los padres y otros casos similares. El haber concedido la guarda del menor a un tercero no significa necesariamente que la responsabilidad se haya trasladado a este tercero; por ejemplo, en el caso de la visita a un abuelo o a un hermano o a otro pariente. Solamente en el caso de estar bajo la vigilancia del preceptor, éste resulta responsable, dentro de los supuestos que veremos oportunamente.

Ausencia Temporal
Hay que tomar en consideración el tiempo de la estadía fuera del hogar paterno; una breve ausencia por un fin de semana, o una cortas vacaciones, no son suficientes para que desaparezca la cohabitación.

Menor con Defecto Mental
Tratándose de un menor con defectos mentales es indudable que sólo se le podrá entregar la guarda a un instituto o persona debidamente preparada para ello. En caso contrario, al haber una falta de los padres, la falta de cohabitación no hace cesar su respon​sabilidad.
Minoridad del Autor del Daño
No basta la condición de hijo, es necesario que éste sea menor de edad. Siendo mayor de 18 años/aun cuando el menor siga bajo la guarda de sus padres, por defecto mental o por cualquier otra causa, no hay lugar a esta responsabilidad de los padres, a menos que se pruebe su culpa.

El Hecho Ilícito del Menor
Otro de los requisitos exigidos por la ley es que el menor haya cometido un hecho ilícito, lo que supone que existe culpa del menor al haber causado el daño. Como sabemos la culpa implica la existencia de imputabilidad. El artículo 1190 del Código Civil, dice expresamente que la responsabilidad subsiste aun cuando el autor del acto (el me​nor) sea irresponsable por falta de discernimiento. De esta manera se acogió la tesis existente en la doctrina y jurisprudencia predominante,
evitando toda discusión al respecto.

A nuestro juicio, la responsabilidad de los padres del menor también procede en los casos de culpa presunta del menor. Ahora bien, en el caso de los menores inimputables, como el infans, la doctrina y la jurisprudencia han considerado que debe haber lo que han denominado culpa objetiva; es decir, que el hecho cometido por el menor no imputable haya sido objetivamente una conducta en la cual no incurriría una persona normalmente diligente; por ejemplo, un niño de cinco años que dirige el lanzamiento de una flecha directa​mente a un compañero de juego y le causa una lesión, o que dispara un arma de fuego.

RESPONSABILIDAD DE LOS PRECEPTORES Y ARTESANOS

Las mismas normas que se han destacado por lo que respecta a las responsabilidades por hecho ajeno y en particular para la responsabilidad del padre, madre o tutor, son aplicables en general para la responsabilidad del preceptor o artesano; especialmente en lo que se refiere a los puntos relativos a la naturaleza y carácter de las presunciones, las condiciones de la responsabilidad y las excepciones del demandado, apli​cables en sus modalidades propias.
Fundamento Legal
El artículo 1190 del Código Civil dispone en su aparte primero: "Los preceptores y artesanos son responsables del daño oca​sionado por el hecho ilícito de sus alumnos y aprendices mientras permanezcan bajo su vigilancia".
Esta responsabilidad está íntimamente ligada con la de los padres por el hecho ilícito de sus menores hijos, por cuanto tradicionalmente se ha fundado en una culpa en la vigilancia, extendiéndose también a una culpa en la educación en el caso de los artesanos.
Responsabilidad de los Artesanos por el Hecho Ilícito de sus Aprendices
El aprendiz es la persona que recibe del artesano los conocimientos de un oficio, mientras trabaja con éste, sin que medie entre ellos un contrato de trabajo. El aprendiz ayuda al artesano en sus labores; por ejemplo, el aprendiz que trabajando con un carpinte​ro recibe de éste los conocimientos propios de ese oficio. El artesano debe vigilar las labores del aprendiz, de manera que no cause daños a sí mismo ni a terceros; pero no recibe de él una educación, una formación moral e intelectual.
El contrato de aprendizaje fue muy común hasta el siglo XIX y principios del siglo XX, inclusive en una época se acostumbraba que el aprendiz viviera junto con el artesano, requisito de la cohabitación que no es indispensable para que proceda esta responsabilidad.

Hoy en día esa figura prácticamente ha desaparecido, porque generalmente el aprendiz recibe un salario del artesano, en cuyo caso se convierte en un trabajador bajo las órdenes del artesano, y en consecuencia se trata más bien de una vinculación entre comitente y dependiente. En este caso, la relación de aprendizaje da lugar a la responsabilidad del comitente por el hecho del dependiente en el oficio de sus funciones (Artículo 1191 Código Civil.- “Los dueños y los principales o directores son responsables del daño causado por el hecho ilícito de sus sirvientes y dependientes, en el ejercicio de las funciones en que los han empleado”.), siendo en la práctica muy raro que el aprendiz trabaje gratuitamente para el artesano. El aprendiz puede ser mayor o menor de edad, ello no influye en la responsabilidad del artesano.
La Ley Orgánica del Trabajo regula las relaciones laborares de los menores sometidos a formación profesional, que es la forma como hoy se desarrollan generalmente tales. Establecido en los Artículo  266 a 271 LOT.- Artículo 266. Las relaciones laborales de los menores sometidos a formación profesional se regirán por las disposiciones de esta Ley y de su reglamentación.

Artículo 267. Se considerarán aprendices los menores sometidos a formación profesional sistemática del oficio en el cual trabajen y sin que previamente a su colocación hubiesen egresado de cursos de formación para dicho oficio.

Artículo 268. Cuando el patrono, en virtud de disposiciones legales, deba contratar menores como aprendices, la relación de trabajo se mantendrá por el tiempo del aprendizaje salvo que las partes decidan continuarla, caso en el cual ésta se convertirá en una relación de trabajo por tiempo indeterminado y producirá todos sus efectos desde la fecha en que se inició el aprendizaje hasta su terminación.

Artículo 269. Con autorización de los Ministerios que tengan a su cargo los ramos del trabajo y educación, los aprendices que reciban formación por parte del patrono serán considerados a los efectos de cumplir con el número que en virtud de disposición legal deban tener las empresas.

Artículo 270. Los patronos que empleen aprendices deberán notificarlo a la Inspectoría del Trabajo, con señalamiento de sus nombres, edades, ocupaciones, horario de trabajo, salario que devenguen y demás datos pertinentes.

Artículo 271. Se considerará como parte de la jornada de trabajo de los aprendices el tiempo requerido para el aprendizaje correspondiente, siendo entendido que la organización y horario de estos estudios deberá establecerse de manera que no afecten el desenvolvimiento ordinario y las normas de trabajo de la empresa.

El artesano sólo responde por hechos ocurridos mientras el  aprendiz está bajo su directa vigilancia, no le corresponde ejercer  ninguna supervisión fuera de las horas y del local donde imparta su enseñanza.

Para destruir la presunción de culpa que le impone la ley, basta que el artesano pruebe que vigiló adecuadamente al aprendiz mientras recibía los conocimientos propios del oficio, ya que no le corresponde educar al aprendiz.

Responsabilidad del Preceptor por los Hechos Ilícitos de sus Alumnos.

Concepto de Preceptor
EL Preceptor es la persona que además de encargarse de la formación cultural y moral de sus alumnos, los tiene bajo su vigilancia,  como es el caso del maestro de escuela o de bachillerato que tienen a su cargo niños y adolescentes. En ningún momento se puede considerarse al profesor universitario, que sólo imparte enseñanza, como preceptor.

La Vigilancia
La vigilancia del preceptor está limitada al tiempo lugar de la enseñanza; no se extiende a hechos cometidos fuera de escuela y del horario habitual de instrucción; es responsable de los hechos ocurridos durante las horas de recreo, e inclusive se puede extender la presunción a actividades fuera de la escuela cuando ella sea una actividad normal para la educación.

Para determinar la extensión de la obligación de vigilar a sus pupilos, es necesario tomar en consideración su edad; no es lo mis​mo, vigilar a un niño de corta edad que a un adolescente que cursa bachillerato.

Excluye la Responsabilidad de los Padres
La responsabilidad del preceptor es excluyente de la responsabilidad de los padres, porque aun cuando éstos tienen un deber general de vigilancia y educación sobre sus menores hijos, desde el mismo momento en que lo entregan al preceptor, éste tiene especialmente a su cargo la vigilancia, y en un sentido más general la educación del menor.

Causas de Exoneración de la Responsabilidad del Preceptor
De la misma manera que en el caso de los padres, el preceptor deberá probar que no incurrió en culpa, que vigiló y educó adecuadamente al menor, mientras estaba bajo su atención.

También podrá demostrar la causa extraña no imputable, el hecho de un tercero, el hecho de la víctima que podrá ser atenuante o eximente de responsabilidad. A nuestro juicio, entre los terceros puede incluirse a los padres, excepto cuando éstos han impartido una mala educación al menor o han permitido por defecto de vigilancia que el alumno lleve un arma escondida a la escuela.

Esta responsabilidad que se les impone a los preceptores parece hoy exagerada, especialmente cuando se trata de preceptores que tienen muchos niños a su cargo; por ejemplo, aulas con 50 alumnos.

No Excluye la Responsabilidad del Comitente ni del Menor
La responsabilidad del preceptor no excluye la responsa​bilidad del comitente del preceptor; es decir, de la entidad o empresa propietaria del colegio, o que tiene a su cargo la gerencia de la misma. Por esta razón, es poco frecuente que se demande al preceptor, gene​ralmente insolvente, más bien se dirija la acción contra el comitente del preceptor.

Si el alumno es imputable por tener discernimiento, la víctima tendrá una acción solidaria contra el alumno, el preceptor y el em​presario de la escuela. 

La Situación actual en Francia
En Francia, por una ley de 1899 el Estado asumió la responsabilidad de los preceptores de la enseñanza pública; por ley de abril de 1937 se suprimió la presunción de culpa, al modificarse el artículo 1384 del Código Napoleón en su aparte 8°1; pero mante​niéndose la distinción entre los establecimientos de enseñanza pú​blica y privada, aun cuando posteriormente, en 1960, los institutos de enseñanza privada pueden celebrar un contrato de asociación con el Estado de manera que la responsabilidad por hecho de accidentes escolares tenga el mismo régimen que los institutos públicos.

Requisitos
a. Deberá demostrarse que el agente material del daño es un alumno o aprendiz, y no se requiere demostrar que es menor o mayor de edad, porque en ambos casos responde el preceptor, aunque el alumno o aprendiz sean o no imputables.

b. Deberá demostrarse que el demandado es preceptor o artesano. La doctrina ha definido el preceptor como la persona que imparte una enseñanza y no una educación. En Francia se definió atribuyéndole al preceptor dos cualidades o facultades: la de  instruir y vigilar a los alumnos, facultades que son concurrentes para poder configurar al preceptor, de modo que la persona que instruye pero no vigila (como un profesor universitario) no es preceptor, a los efectos de esta responsabilidad. Igual ocurre con la persona que vigila pero no .instruye (director de una colonia vacacional). El carácter de preceptor subsiste cualquiera que fuere la enseñanza impartida (artística, científica, conducción de automóvil, jardines de infancia, deportivas, etc.). 

El Artesano es la persona que otorga una enseñanza profesional, no por medio de lecciones, sino por la supervisión de las labores diarias desempeñadas por el aprendiz. En la práctica, para diferenciar al artesano del dueño o principal (patrono), es necesario atender a la existencia o no de una remuneración al trabajador o aprendiz. 

c. Deberá demostrarse que el alumno o aprendiz cuando incurrió en el hecho Ilícito se encontraba bajo la vigilancia del preceptor o artesano, vigilancia que se extiende no sólo a las horas de clase, sino también en los momentos de recreo o de paseos escolares; pero no comprende los casos en que el alumno o aprendiz esté fuera del colegio o de la institución de enseñanza en otras actividades distintas no relacionadas con su condición de alumno o aprendiz y por lo tanto no sometido a vigilancia.

A la Victima le corresponde probar:

1. El hecho Ilícito del alumno o aprendiz:

a) Daño.

b) Culpa.

c) Relación de Causalidad.

2. Debe probar la condición de Preceptor del alumno o la condición de artesano. No es necesaria la minoridad del autor material del daño.

a) Preceptor: Es el que imparte conocimientos profesionales y vigila (maestro).

b) Artesano: es el que imparte conocimientos profesionales, asigna una tarea bajo su dirección.

3. El daño debe producirse mientras el alumno o el aprendiz esté bajo la vigilancia se su preceptor o de su artesano, según sea el caso.

LA RESPONSABILIDAD DE LOS DUEÑOS, PRINCIPALES Y DIRECTORES 

Fundamento Legal

El artículo 1191  del Código Civil dispone:” Los dueños y los principales o directores son responsables del daño causado por el hecho ilícito de sus sirvientes y dependientes, en el ejercicio de las funciones en que los han empleado”.

Fundamento Teórico:

En nuestro primer Código Civil de 1862, basaba esta responsabilidad en una presunción juris tantum de culpa y le atribuía además carácter subsidiario de la responsabilidad del dependiente. En el Código de 1867 se continuó fundando la responsabilidad en una pre​sunción de culpa juris tantum o de carácter relativo. A partir del Código de 1873 hasta el Código Civil de 1922, inclusive, la redacción se inspira con más fidelidad en los artículos 1384 del Código Napoleón y 1153 del Código  Italiano, fundándose en una presunción de culpa absoluta, irrefragable o juris et de jure, al establecer la responsabilidad de los dueños y los principales o directores por los daños ocasionados por "sus sirvientes y dependientes en el ejercicio de las funciones en que los ha empleado".

En el Código Civil vigente, inspirado en el Proyecto Franco-Italiano, se agrega la noción de ilicitud por lo que se refiere al acto del sirviente o dependiente.
La Culpa

a) Culpa in vigilando

b) Otros agrega: la Culpa in eligendo

Requisitos
Se trata de una responsabilidad especial por hecho ajeno, de tipo delictual, fundada en una presunción de culpa de carácter absoluto contra el civilmente responsable, o sea, la persona del dueño, prin​cipal o director. Como consecuencia de tal naturaleza, podemos señalar los siguientes caracteres:

1) Demostración del hecho ilícito del agente material del daño. Siendo una responsabilidad por hecho ajeno, es decir, por hecho de otra persona, la víctima debe demostrar el hecho ilícito del agente material del daño, sirviente o dependiente.

2) La víctima no tiene que demostrar la culpa del civilmente responsable. Demostrado el hecho ilícito del agente material del daño, opera la presunción de culpa contra el civilmente responsable (dueño o principal o director). La presunción es de carácter absoluto, irrefragable o Juris et jure, pues no se le permite efectuar la prueba en contrario, tal como sería la ausencia de culpa.

3) Imputabilidad del civilmente responsable. El civilmente responsable debe ser imputable al igual que el agente material del daño; todo conforme al principio básico de la responsabi​lidad, en el sentido de que para ser responsable, se requiere ser culpable y para serlo es necesario ser imputable.

4) Coexistencia de responsabilidades. La responsabilidad del civilmente responsable (dueño, principal o director) coexiste con la del agente material del daño (sirviente o depen​diente). La víctima puede escoger entre demandar la indemnización del civilmente responsable o del propio agente material del daño, en demandar al dueño o principal o al sirviente o dependiente. No es más que el efecto fundamental de la finalidad para la cual se han establecido las responsabilidades especiales: la protección a la víctima en lo posible ofreciéndole dos responsables.
5) Responsabilidad frente a Terceros.  La responsabilidad del civilmente responsable (dueño o principal) ópera solo frente a terceros. La víctima debe ser un tercero frente al dueño o principal, porque de no serlo, si se tratase, por ejemplo, de un sirviente o dependiente que sufre un daño causado por otro subordinado del dueño o principal actuando en ejercicio de sus funciones, la responsabilidad de tipo contractual sustituirá a la delictual. En el ejemplo propuesto, la víctima demandará disponiendo de las acciones derivadas del contrato o relación de trabajo, bien por accidente de trabajo, o por una acción contractual, pero no mediante el artículo 1191, pues esta disposición consagra una responsabilidad de naturaleza extracontractual, específicamente de' tipo delictual.
6) Acción de reembolso del civilmente responsable contra el agente material del daño. Si el civilmente responsable indemniza a la víctima tiene acción contra el agente material del daño para obtener el reembolso de lo pagado a la víctima. Ello es la consecuencia de la finalidad para la que el legislador ha establecido las responsabilidades especiales, pues si bien se pretende garantizar a la víctima en lo posible presentándole dos responsables, el legislador dota al civilmente responsable de una acción de reembolso contra el verdadero culpable, el agente material del daño.

FUNDAMENTO DE LA RESPONSABILIDAD
Sobre el fundamento de la responsabilidad se han planteado detalladas polémicas, tanto en los autores clásicos como en los modernos, como entre los partidarios de la teoría clásica de la responsabilidad con fundamento en la idea de culpa y los partidarios de la teoría objetiva de la responsabilidad o del riesgo provecho. En orden cronológico se han planteado diversos fundamentos que la doctrina cataloga en tres grandes categorías: teorías clásicas, teorías objetivas y teorías neo​clásicas.

I. Teorías Clásicas.
Las teorías clásicas o subjetivas basan la responsabilidad del dueño o principal en la idea de culpa personal del civilmente responsable. Este responde porque ha incurrido en una culpa propia, culpa que para unos consiste en un defecto o falta de vigilancia sobre el de​ pendiente (culpa in vigilando) o en una mala o defectuosa elección del mismo (culpa in eligendo).

Desde este punto de vista han surgido dos tendencias: la teoría de la culpa in eligendo y la teoría de la culpa in vigilando.
· Teoría de la culpa in eligendo.

Sostenida principalmente por Baudry Lacantinerie y Laurent, afirma que el dueño o principal responde porque ha escogido un mal de​pendiente o un mal sirviente; ha incurrido en una deficiente o defectuosa elección del sirviente o dependiente que causa el daño, elección ésta que configura una culpa personal por el cual debe responder.

Tiene sus antecedentes más remotos en Roma, en el antiguo contrato de receptum, mediante el cual el armador de una nave que recibía de su clientela determinados objetos, respondía de la destrucción o deterioro de los mismos efectuados por miembros de la tripulación. Domat, generalizó este criterio a todos los casos de responsabilidad del dueño o principal y Pothier sostuvo el mismo criterio, no admitiendo prueba alguna en contrario y justificando la regla establecida para hacer a los dueños más cuidadosos de no servirse sino de ser buenos domésticos.

· Teoría de la culpa in vigilando.

Afirma que el dueño o principal responde porque ha vigilado mal o defectuosamente a las personas sobre las cuáles tiene el poder de dar​le órdenes o instrucciones. Esa vigilancia incorrecta constituye una culpa personal que es una causa indirecta del daño causado por el sirviente y constituye motivos suficientes para que el dueño o principal tenga que soportar la obligación de reparar.

La doctrina y jurisprudencia modernas acogen una u otra tendencia, cuando no las dos simultáneamente.

Crítica a las Tesis Clásicas.

En la doctrina moderna se han hecho innumerables críticas a las tesis clásicas, las cuales podemos simplificar  así:

1) Si el fundamento de la responsabilidad del dueño o principal fuese una culpa in vigilando o in eligendo, debería permitírsele demostrar al civilmente responsable la prueba contraria, especialmente la ausencia de culpa. Es decir, debería permitírsele probar que él eligió un buen sirviente, que lo vigiló diligente y correctamente, en otras pa​labras, que no incurrió en culpa personal alguna, pues en todo tiempo desarrolló una conducta prudente y diligente. Si ello no se permite, ya que la presunción consagrada por el artículo 1191 del Código Civil, es de carácter absolu​to, irrefragable o juris et de jure, es porque el fundamento debe ser otro, distinto en todo caso a la idea de culpa.

2) La tesis del fundamento de la responsabilidad en la idea de la culpa in eligendo no sólo se crítica por las razones expuestas en el párrafo anterior, sino también porque no se compagina con aquellos casos en los cuales el dueño o principal no tiene la menor posibilidad de elegir al dependiente, como ocurre cuando los sindicatos de trabajadores imponen al patrono la escogencia del subordinado entre los miembros mismos del sindicato, o cuando el patrono tiene necesariamente que hacer la escogencia entré personas autorizadas por el Estado para el desempeño de una determinada actividad (profesionales titulados por el Estado, chóferes)
II. Tesis Objetiva.
Los partidarios de la teoría objetiva sostienen como fundamento de la  responsabilidad la idea del riesgo provecho. El dueño  o principal responde por cuanto él se beneficia de la actividad de su- sirviente o dependiente. Esa actividad genera necesariamente riesgos en el seno de la comunidad, y si produce provecho al dueño  o principal,  la contrapartida más justa y  razonable es que  éste soporte  también  los riesgos, indemnizando los daños que tal actividad cause a los terceros.

Críticas a las Tesis Objetivas.
Se le han censurado diversas críticas, fundamentalmente  dos que  podemos sintetizar así: 
a)  Si el  dueño  o principal debe indemnizar el daño causado  por su  sirviente o dependiente como contrapartida del provecho o lucro que obtiene de su actividad, debiera responder en todo caso, aun en aquellos en que el sirviente o dependiente hubiese procedido sin culpa a causar el daño. Si ello no es así, pues se requiere la culpa del sirviente o dependiente, es parque el fundamento no puede estar en la idea de provecho.
b) Si el fundamento de la responsabilidad fuese la idea del riesgo como contrapartida del provecho, la demostración de la causa extraña no imputable (caso fortuito, fuerza mayor, hecho del príncipe, culpa de la víctima ó hecho de un tercero) como causa del daño no exoneraría al dueño o principal, quien aun en dichos casos quedaría obligado a indemnizar a la víctima. Si bien la tesis objetiva explicaría cabalmente por qué no se le permite al civilmente responsable demostrar que no incurrió en culpa, no ha formulado respuestas adecuadas a las referidas críticas.

III. Tesis Neoclásicas
Se denomina así a las concepciones de la doctrina moderna que vuelven a la idea de fundamentar la responsabilidad del dueño o principal en la noción de culpa, pero con un enfoque distinto al de las viejas concepciones de culpa in eligendo y de culpa in vigilando. Dentro de la tendencia neoclásica podemos señalar varios criterios:

Tesis de la Representación.
Para esta tendencia, el dependiente o sirviente no es más que un representante del dueño, una prolongación de la actividad del dueño o principal. Los actos del sirviente no son más que los actos del dueño o principal, de modo que cuando la víctima demuestra la culpa del sirviente, en realidad está demostrando la culpa del dueño o principal, y ello explica por qué éste responde, sin que se le permita demostrar la ausencia de culpa.

Si bien esta tesis explica algunas cuestiones del mecanismo de la responsabilidad, no convence la idea de representación, pues como dice Marty, la representacion.es una figura aplicable a los actos jurídicos pero no a los actos materiales, y además no explica por qué la víctima, si lo prefiere, puede accionar contra el sirviente o dependiente, en vez de contra el dueño o principal.

Tesis de la Contrapartida de la Autoridad.
El dueño o principal responde del daño causado por el dependiente en el ejercicio de sus funciones, porque tiene los poderes de dar las órdenes e instrucciones a éste. Como contrapartida de ese poder de autoridad debe soportar los riesgos. Sin embargo, esta tesis no "ha prosperado, por no compaginarse con los antecedentes históricos del artículo 1191 del Código Civil.

Tesis de la Obligación de Resultado.
En Obra de los hermanos Mazeaud, replantea el fundamento de la responsabilidad del dueño o principal en la idea de culpa, pero en una culpa que consiste en el incumplimiento de una obligación de resultado. El dueño o principal responde porque ejerciendo un poder de dirección, mando y control sobre el dependiente, tiene frente a terceros la obligación de resultado de que ese dependiente no le cause daños mediante hechos ilícitos cuando actúe en ejercicio de sus funciones.
Cuando el dependiente en esas circunstancias causa daños a terceros, el dueño o principal ha incumplido culposamente la obligación de resultado, y por lo tanto responde. La obligación de resultado a cargo del dueño consiste en garantizar que su dependiente cuando esté en ejercicio de las funciones no incurra en culpa.

PERSONAS RESPONSABLES
En el artículo 1191 del Código Civil señala a "los dueños y los principales o directores".

En un principio se creyó que el legislador señalaba como responsables a dos categorías de personas distintas: los dueños, de un lado, y los principales o directores, del otro; pero la doctrina moderna, de modo casi unánime (Savatier, Laurent, Rouast, Demogue, Mazeaud), conviene en que se trata de una misma persona aquella que tenga sobre el dependiente un poder de darle órdenes o instrucciones sobre la forma o modo de cumplir las funciones que le son encomendadas. Este poder de darle órdenes o instrucciones puede derivar de un derecho o de una situación de hecho. Cuando existan dos personas con ese poder, una que lo tenga derivado de un derecho y otra que lo tenga derivado de una situación de hecho, se considera dueño o principal a la persona que de derecho tenga esos poderes, porque en tal caso se piensa que la persona que los tiene derivados de una situación de hecho, actúa como representante o delegado de la persona que los tiene de derecho, quien se los ha cedido o delegado de una manera expresa o tácita.

La Jurisprudencia Francesa ha perfilado aún más este criterio al declarar que el poder de dar órdenes o instrucciones debe ser inherente a las funciones del sirviente o dependiente, pues si las instrucciones u órdenes recibidas por el dependiente no son vinculadas a sus funciones el dueño o principal no responderá como tal. Igualmente ha establecido la jurisprudencia que no es necesario que las instrucciones u órdenes se le hubiesen dado expresamente al dependiente en cada caso; basta que el dependiente cause el daño cuando esté ejerciendo las funciones típicas de su cargo.

La jurisprudencia dispone; que para ser dueño o principal no es necesario conocer la técnica y los pormenores de las funciones del dependiente; basta con que se disponga del poder de dar órdenes e instrucciones.

Si quien imparte las órdenes o instrucciones no lo hace por cuenta propia, no existe relación de dependencia con la persona obligada a cumplir esas órdenes o instrucciones. Ello excluye que pueda considerarse como dueño o principal al capataz que imparte órdenes a obreros bajo su mando.

SUBORDINACIÓN DEL SIRVIENTE O DEPENDIENTE

De una manera general el agente material del daño es el sirviente o dependiente, entendiéndose como tales la persona que esté subordinada a otra, conceptuándose la subordinación como aquella situa​ción por la cual una persona deba o tenga la obligación de recibir órdenes o instrucciones de otra.

La subordinación está configurada por una relación de dependencia que caracteriza al sirviente o dependiente.

Como consecuencia de este criterio, la jurisprudencia ha sistematizado aún más el concepto y ha establecido:

1) Que todo empleado, obrero, sirviente y en general toda persona ligada a otra mediante una relación de trabajo es un sirviente o dependiente para los efectos del artículo 1191 del Código Civil. En igual condición es considerada toda persona que en razón de su actividad esté sometida a la fisca​lización de otra, aunque no sea designada ni escogida por ésta. El contratista es considerado a su vez como dueño o principal, aunque no hubiese intervenido en la escogencia de estos.

En el caso del mandatario sometido a la fiscalización o supervisión del mandante, la jurisprudencia lo considera como dependiente, pero si en el cumplimiento de su mandato actúa con plena independencia, entonces no será un dependiente. Ello ocurre en general con la situación de un abogado o procurador por lo que respecta a las gestiones que en virtud de su profesión le encomienden. En el mismo orden de ideas, el empresario o contratista que realiza una obra o servicio sin recibir órdenes o instrucciones, tampoco es considerado como dependiente.
2) La circunstancia de que una persona no devengue un salario de otra no es signo para considerar que no pueda ser conceptuada como dependiente; lo que caracteriza a éste es la situación en que se encuentra de recibir órdenes o instrucciones de otro. Así se ha decidido con el padre que accidental o normalmente pone a su hijo al volante de un vehículo: es dueño o principal respecto de éste, quien es considerado como dependiente aunque no devengue salario alguno.

3) Cuando no existen funciones encomendadas a otra persona, no existe tampoco relación de dependencia. La simple autoridad que una persona tenga sobre otra no es suficiente para imprimirle el carácter de dueño o principal a aquélla, ni de dependiente a ésta; ello permite no considerar como dependiente al hijo o la mujer respecto del padre o del marido, respectivamente. Para, que aquéllos puedan ser considera​dos como dependientes debe habérseles encomendado expresamente una función y estar bajo la subordinación en la esfera de la función enco​mendada.

La relación de dependencia no requiere ser permanente, puede ser temporal y también ocasional.

LOS DAÑOS CAUSADOS EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES.
Como condición sine qua non de la responsabilidad, es necesario o indispensable que el daño sea causado por el dependiente mientras esté actuando en el ejercicio de las funciones; esto excluye aquellas situaciones en las cuales el dependiente causa un daño a otro sin estar en ejercicio de sus funciones, o mientras desarrolla una actividad dife​rente al ejercicio de sus funciones; por ejemplo, el daño causado por un dependiente a otro dependiente en el curso de una riña en el lugar de trabajo.

Se observa, no obstante, que la jurisprudencia francesa ha extendido la aplicación del articulo 1191 del Código Civil, a los casos en que el dependiente ha actua​do con ocasión de sus funciones (agente viajero que aprovecha el viaje para cazar en predios ajenos, usando las armas de cacería que lleva de muestra) y algunos casos en que actúa con abuso de las funciones (chofer a quien se le encomienda trasladar a su residencia a una joven y aprovecha tal situación para violarla).

Recientemente la jurisprudencia tiende a responsabilizar al dueño o principal en casos de daños causados por hechos ilícitos del dependiente, cuando la función le ha facilitado los medios para causar dichos daños (cobrador de luz o vigilante de medidores de energía que aprovecha el acceso a la casa de los clientes para robar), y también cuando la función es el fin que persigue el dependiente con su acto ilícito (empleado de una compañía que golpea a los clientes morosos para obtener así el pago de sus deudas; empleados de compañías de seguros que desacreditan a las compañías competidoras para obtener clientela para su empleadora).

CARÁCTER DE LAS PRESUNCIONES 
En el artículo 1191 del Código Civil, se establecen dos presunciones: 
1) Una presunción de culpa contra el dueño o principal por el hecho ilícito del sirviente o dependiente cometido en el ejercicio de las funciones para las cuales ha sido empleado; y 
2) Una presunción de vínculo de causalidad, llamada también presunción de causalidad jurídica, por la cual el legislador presupone que el daño sufrido por el tercero a causa del acto ilícito del dependiente, se debe a culpa personal del dueño o principal.

Presunción de Culpa
La presunción de culpa tiene como contenido una Culpa Personal, que se presupone cometida por el dueño o principal, culpa que puede ser in eligendo o in vigilando o en la no realización de un determinado resultado (según la tesis que se adopte).

Esta presunción de culpa es de carácter absoluto, irrefragable o juris et de jure, pues no se le permite al dueño o principal efectuar la prueba en contrario. Aunque el dueño o principal pretendiese demostrar la ausencia de culpa (que vigiló o eligió bien al dependiente, que no incurrió en ninguna imprudencia o negligencia, que desarrolló siempre y en todo caso actividad o conducta prudente y diligente), en todo caso responde.

Presunción de Causalidad Jurídica
La presunción de vínculo de causalidad o de causalidad jurídica consiste en presuponer que el daño sufrido por la víctima a consecuencia del hecho ilícito del dependiente fue causado por la culpa personal (que se presume) del dueño o principal.

La presunción de causalidad jurídica es de carácter relativo o juris tantum, pues puede ser desvirtuada por el dueño o principal mediante la demostración de una causa extraña no imputable como causa del daño sufrido por la víctima. Si el dueño o principal demuestra el caso fortuito, la fuerza mayor, el hecho de un tercero, el hecho del príncipe o la culpa de la víctima, como causa del daño por ésta sufrida, destruye la presunción de causalidad jurídica, por la cual se presupone que la causa del daño sufrido por la victima fue la culpa del dueño o principal y establece un nuevo vínculo causal entre el hecho constitutivo de la causa extraña no imputable y el daño. Por lo tanto, el dueño o principal queda liberado de responsabilidad.

CONDICIONES DE LA RESPONSABILIDAD
El actor o víctima, para obtener reparación, debe demostrar las siguientes condiciones o requisitos:
1. La cualidad de dueño, principal o director del demandado.
2. El hecho ilícito del sirviente o dependiente. Esta condición requiere probar dos circunstancias a su vez:

a) La demostración del hecho ilícito en puridad, probando la existencia de todos sus elementos constitutivos.

b) La circunstancia de que el agente material del daño es un sirviente o dependiente del principal. Es decir, que el hecho ilícito fue efectuado por un sirviente o dependiente.

3. La circunstancia de que el hecho ilícito fue perpetrado por el sirviente o dependiente en el ejercicio de las funciones para las cuales fue empleado.

4. La condición de tercero, que debe ser acreditada por la víctima, pues se trata de una responsabilidad que, sólo opera frente a terceros. 
Obsérvese que cuando la víctima demuestre el hecho ilícito perpe​trado por el sirviente o dependiente, deberá demostrar la culpa de este agente material del daño.

Estas condiciones son concurrentes. De faltar alguna de ellas cesa la responsabilidad.

DEFENSAS DEL DEMANDADO
El demandado puede defenderse desde dos grandes puntos de vista, demostrando:

1) La causa extraña no imputable como causal general de exoneración; 

2) O Mediante la prueba contraria de las condiciones de la responsabilidad.

Demostración de la causa extraña no imputable.
Se trata de la prueba de una de las causales generales de exoneración. El demandado, si demuestra alguno de los hechos constitutivos de la causa extraña no imputable, como caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero, culpa de la victima, hecho del príncipe, queda liberado de responsabilidad.

Al probar la causa extraña no imputable se producen los siguientes efectos: 

1. Se desvirtúa la presunción de causalidad jurídica entre la culpa presunta del dueño o principal y el daño producido por el hecho ilícito del sirviente o dependiente.

2. Se desvirtúa la relación de causalidad física entre la culpa atribuida al sirviente o dependiente y el daño.

3. Se establece un vínculo de causalidad entre el hecho que configura la causa extraña no imputable y el daño experimentado por la víctima.

La prueba contraria a las condiciones específicas de la responsabilidad.
El demandado puede desvirtuar todas o alguna de las condiciones de la responsabilidad, con lo que evade su responsabilidad. Le bastará para ello probar:

1) Que no es dueño o principal, 
2) Que el agente material del daño no es su sirviente o dependiente, o 
3) Que no incurrió en culpa, o 
4) Que el hecho ilícito no fue causado por el dependiente en el ejercicio de sus funciones. También, 
5) Que la víctima no es un tercero.
RESPONSABILIDAD POR COSAS

FUNDAMENTO LEGAL
En el primer párrafo del artículo 1193 del Código Civil dispone: ” Toda persona es responsable del daño causado por las cosas que tiene bajo su guarda, a menos que pruebe que el daño ha sido ocasionado por falta de la víctima, por el hecho de un tercero, o por caso fortuito o fuerza mayor”.

A su vez, en el artículo 1192 del Código Civil vigente dispone: “El dueño de un animal o el que lo tiene a su cuidado debe reparar el daño que éste cause, aunque se hubiese perdido o extraviado, a no ser que se pruebe que el accidente ocurrió por falta de la víctima o por el hecho de un tercero”.

Por las razones que expondremos más adelante hoy en día la doctrina tiende a unificar ambas responsabilidades, sin distinguir entre cosas inanimadas y animales, por obedecer a principios co​munes.

La primera disposición aparece en Venezuela en el Código Civil vigente, promulgado en 1942 y fue tomada por nuestro legislador del Proyecto Franco-Italiano de las Obligaciones (Art. 82).

La segunda disposición transcrita, responsabilidad por hecho de los animales, proviene del Código Civil de 1916, cuando se modificó ligeramente el artículo que regulaba dicha responsabilidad, al sustituir la frase, "el propietario[...] o quien se sirve de él mientras está a su servicio" por "el propietario. o el que lo tiene a su cuidado".

FUNDAMENTO TEÓRICO
La Culpa:

a) Culpa en la Guarda.

b) Culpa in vigilando.

Culpa in vigilando

La responsabilidad por hecho de las cosas se fundamentó durante mucho tiempo en la culpa del guardián en la vigilancia de la cosa, al no haber tomado todas las precauciones necesarias para que ésta no produjera daños a terceros. Esta tesis era perfectamente compatible mientras se sostuvo que la presunción establecida era juris tantum, y por consiguiente admitía como prueba en contrario, la ausencia de culpa del guardián. Sin embargo, hemos visto que desde 1930 la jurisprudencia francesa ha sostenido que la presunción es juris et de jure, absoluta, de carácter irrefragable, que no admite prueba en contrario. Desde ese mismo momento se debilita la fundamentación de la responsabilidad por el hecho de las cosas en la culpa, y comienza una fuerte tendencia en la doctrina, para considerarla como una responsabilidad objetiva.

Responsabilidad Objetiva. (Culpa en la Guarda) 
Los partidarios de la teoría de los riesgos encontraron un argumento más para sostener que la responsabilidad de guardián por el hecho de las cosas era una aplicación de la teoría de los riesgos. El guardián responde porque obtiene un provecho o beneficio de la cosa, porque introduce un riesgo en el seno de la sociedad al usarla, y como contrapartida debe soportar los daños que esa cosa produzca, sin necesidad de que haya incurrido en culpa.

La teoría del riesgo provecho fue objeto de muchas críticas, sosteniendo algunos que al aceptar esta tesis no debería permitírsele al guardián exonerarse de la responsabilidad demostrando la causa extraña no imputable, porque si se acepta la teoría de los riesgos, una responsabilidad objetiva, el guardián debería responder, aun en el caso de existir caso fortuito o fuerza mayor. Sin embargo, debemos ob​servar que la causa extraña no imputable (caso fortuito, fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho del tercero) no constituyen una prueba directa de la ausencia de culpa, sino que destruyen la presunción de haber sido causado el daño por la intervención de la cosa. Aun cuando al establecer un vínculo de causalidad entre ese hecho que constituye la causa extraña no imputable y el daño causado, además de romperse el vínculo de causalidad entre el hecho de la cosa y el daño, es indudable que también se rompe cualquier vínculo de causalidad con una supuesta culpa. Si el daño fue consecuencia de la causa extraña no imputable, es indudable que el guardián no incurrió en culpa; pero no es por esa razón que se le exime de responsabilidad, sino porque la cosa que estaba bajo su guarda no fue la causa jurídica del daño. Es más, como veremos, la jurisprudencia y la doctrina hoy predominante exigen que esa fuerza mayor o caso fortuito sean exteriores a la cosa, el guardián no dejará de ser responsable cuando se demuestre que un vicio de la cosa, imprevisible de ser conocido por él y que le impidió que  se causara el daño, es una mayor demostración que la culpa no constituye el fundamento de esta responsabilidad.

Los hermanos Mazeaud trataron de mantener la unidad de  la fundamentación de la responsabilidad por el hecho ilícito en la culpa, trataron de sostener la tesis de una responsabilidad subjetiva, mediante un razonamiento que a nuestro parecer es completamente artificial. Argumentan así:

La ley ha puesto a cargo del guardián una obligación de resultado, cuando la cosa escapa al dominio material de su guardián y causa un daño, el guardián incumple su obligación, incurre en culpa en la guarda. Como en general el incumplimiento se debe a un hecho del deudor, la ley ha establecido en materia contractual una pre​sunción de culpa contra el deudor, que puede destruirla mediante la prueba de una causa extraña no imputable. El incumplimiento  por parte del guardián de su obligación legal de custodia, de no dejar que se escape la cosa a su dominio material se presume debida a un hecho suyo hasta prueba en contrario; presunción de causalidad y no presunción de culpa. He ahí porque no puede liberarse el guardián probando la ausencia de culpa sino tan solo una causa ajena: si el incumplimiento no proviene de una causa ajena resulta necesariamente culposo, por lo tanto la culpa continúa siendo el fundamento de la responsabilidad a causa de las cosas (Mazeaud, parte 2a, Tomo II, N° 539).

Aun cuando según esa tesis se distingue entre la presunción de culpa y la presunción de vínculo de causalidad, silencia el hecho de que al probar la causa extraña no imputable lo que se está demostrando es que la cosa no fue a causa del daño, que éste fue causado por el hecho concreto no imputable; no que el guardián no tuvo culpa, sino que no hay vínculo de causalidad entre el hecho de la cosa y el daño.

Hoy en día la doctrina y la jurisprudencia predominante consideran que la responsabilidad por hecho de las cosas es una responsabilidad objetiva fundada en la teoría de los riesgos, al haber introducido el guardián un riesgo en la sociedad y obtener un provecho de su uso, bien sea económico o para su simple satisfacción personal.

La jurisprudencia venezolana continuó utilizando la presunción de culpa in vigilando como uno de los elementos para establecer la responsabilidad; pero existe una fuerte tendencia a considerar que se trata de una responsabilidad objetiva.

LOS RESPONSABLES CIVILMENTE

Concepto de Guardián
En el primer párrafo del artículo 1193 del Código Civil.- “Toda persona es responsable del daño causado por las cosas que tiene bajo su guarda, a menos que pruebe que el daño ha sido ocasionado por falta de la víctima, por el hecho de un tercero, o por caso fortuito o fuerza mayor”. No deja lugar a dudas que el responsable es la persona que tiene una cosa bajo su guarda. En otras palabras, el responsable civil es el "guardián" de la cosa.

En un principio se discutió mucho en la doctrina cuáles debían ser los atributos o facultades del guardián. En la actualidad es casi unánime la doctrina y la jurisprudencia en definir al guardián como la persona que tiene un poder autónomo de mando, dirección, .control, uso y vigi​lancia sobre la cosa, sin que sea necesario que dichos poderes sean con​currentes, sino que basta generalmente con los poderes autónomos de dirección y control sobre la cosa.

Diversas Teorías sobre el Guardián
La discusión doctrinaria no radica tanto en los poderes que configuran al guardián, sino en la condición jurídica u origen de tales poderes. En tal sentido han surgido dos grandes criterios: la teoría de la guarda jurídica y la teoría de la guarda material. 
Teoría de la Guarda Jurídica
Parte del supuesto que los poderes de dirección y control sobre una cosa, que caracterizan al guardián, deben provenir de un derecho que le otorgue dichas facultades, quien en consecuencia debe estar dotado de un título jurídico. Es guardián jurídico aquél que tiene sobre la cosa un derecho a su dirección, control, mando o uso, así los ejerza personalmente o a través de sus comisionados, subalternos o dependientes, aun cuando de hecho no los ejerza porque el animal se haya escapado o extraviado, o porque haya abandonado la cosa. Basta que una persona tenga un título jurídico que le confiera los po​deres de dirección y control sobre la cosa para que tenga el carácter de guardián. Así lo consideraron los fallos de la Corte de Casación Francesa del 15 de diciembre de 1930 y del Tribunal de París del 25 de enero de 1935.

La teoría de la guarda jurídica parte del supuesto de que los poderes que caracterizan al guardián. Es guardián jurídico aquel que tiene sobre la cosa un derecho a su dirección,  control,  mando, vigilancia o  uso.  
Guardián es la persona  a quien de derecho le corresponden tales poderes, ejerza esos derechos por sí misma, por medio de sus comisionados o subalternos y aun cuando no los ejerza. 

a)    Consecuencias prácticas del criterio de la guarda jurídica.
Las consecuencias más importantes son las si​guientes:
a) Sobre el propietario de una cosa pesa normalmente una presun​ción de guarda. Se presume que el propietario es el guardián de la cosa; por lo tanto, responde en principio de los daños causados por la cosa, a menos que desvirtúe la presunción, que es de carácter juris tantum o relativa, demostrando que los poderes que integran la guarda fueron tras​ladados a otra persona mediante un titulo jurídico válido o apto.
b) El propietario puede trasladar los poderes que configuran al guardián a otra persona mediante un acto jurídico válido (por ejemplo, contratos de arrendamiento o de comodato).

Un segundo criterio que definía al guardián jurídico como la perso​na que ha sido designada como tal por la ley, ha sido desechado rápi​damente por la doctrina, por ambiguo y no aportar nada nuevo para la configuración del concepto.
Teoría de la Guarda Material.
Esta concepción parte del principio de que la guarda es en esencia una circunstancia de hecho, una cuestión material, de modo que cuando se va a determinar quién es el responsable por el daño causado por una cosa, no debe investigarse quién tenía el poder jurídico sobre ella, sino quién en el momento en que el daño se infirió tenía el poder de hecho sobre la cosa. 

El Guardián Material es aquél que de hecho tiene el control, la vigilancia y la dirección de la cosa, aun cuando no tenga un derecho que justifique ese poder aunque esa facultad no se derive de ningún título jurídico. 

El guardián material es la persona que tiene directamente los poderes de dirección y con​trol sobre la cosa, es la persona que tiene las cosas en sus manos. En el caso de un chofer, encargado de conducir un vehículo, tendrá la guarda material, aun cuando lo conduzca por cuenta de su patrono; cuando la cosa es robada, la guarda pasa al ladrón quien de hecho la controla y dirige, pues la traslación de la guarda material no implica el consentimiento del propietario. El criterio de la guarda material en sentido estricto, es tener la detentación material de la cosa.

Responsabilidades especiales por el hecho de ciertas cosas
El artículo 1193 del Código Civil regula la responsabilidad de las cosas en general, hay situaciones o cosas que por diversas circunstancias han sido objeto de normativas especiales, algunas de ellas contenidas en el propio Código Civil, y otras en leyes especiales.

Quedan excluidas de la regulación del artículo 1193 del Código Civil, los siguientes casos:

a) Res Nullius, son aquellas cosas que no pertenecen a nadie ni han pertenecido a ninguna otra persona; nadie ha ejercido el derecho de propiedad sobre ellas. Las cosas nullius siempre son muebles; porque en cuanto a los inmuebles que carezcan de propietario pertene​cen al dominio privado de los Estados o de la Nación (Artículo 542  del Código Civil.-Todas las tierras que, estando situadas dentro de los límites territoriales, carecen de otro dueño, pertenecen al dominio privado de la Nación, si su ubicación fuere en el Distrito Federal o en Territorios o Dependencias Federales, y al dominio privado de los Estados si fuere en éstos).

Res nullius son los insectos, los reptiles, la fauna silvestre, los animales que jamás han estado bajo la guarda de alguien, las aguas de lluvia y las fluviales, la cría de los animales que se han fugado, los peces, en definitiva, todas aquellas cosas que no perteneciendo a ninguna persona, tampoco están bajo la guarda de alguien. En cambio, no pueden considerarse res nullius los animales salvajes que estén en cautiverio, por estar bajo la guarda de una persona; las aguas de lluvia, cuando hayan sido retenidas en un estanque.

Tampoco se consideran res nullius el humo que se desprende de una chimenea, la emisión de vapor, las piedras que se desprenden de un terreno.

Es indudable que al no estar bajo la guarda de ninguna persona, los daños causados por las res nullius no son susceptibles de repara​ción, corriendo la víctima con el consiguiente perjuicio.

La caza de la fauna silvestre está regulada por la Ley de Protec​ción a la Fauna Silvestre (agosto de 1970).

Distintas de las res nullius son las cosas abandonadas (res derelictas) y los animales que se han fugado o extraviado que pueden permanecer bajo la guarda de la persona que la ejercía con anterioridad. En efecto, el extravío o fuga de un animal se debe generalmente a culpa de quien lo tenía bajo su guarda, al no haber tomado las medidas necesarias para evitarlo; las cosas abandonadas pueden también implicar culpa de su anterior guardián, por ejemplo, quien siendo guardián de un puñal lo deja en un lugar donde cualquiera lo puede tomar.

Tanto la res nullius como la res derelictas, pueden ser objeto de ocupación por un tercero, en cuyo caso éste adquiere el carácter de guardián de las mismas, aun cuando no adquiera su propiedad.  Existen normas especiales en cuanto a los enjambres de abejas, cuyo guardián tiene el derecho de seguirlas en fundo ajeno y si no lo ha hecho durante dos días, se convierten en res derelictas y pueden ser objeto de ocupación por un tercero, igual derecho tendrá el propietario de animales domesticados, que pertenecerán a quien los haya tomado y retenido, si su propietario no los hubiere reclamado dentro de veinte días (Artículo 799 Código Civil). En cuanto a las cosas abandonadas el artículo 801 Código Civil dispone:

quien encontrare un objeto mueble, que no pueda considerarse como tesoro, deberá restituirlo al precedente poseedor, y si no conociere a éste, deberá consignarlo inmediatamente en poder de la primera autoridad civil del lugar donde lo haya encontrado y pasados seis meses después de publicado un cartel dando cuenta de la consignación ante la autoridad civil, pertenecerá a quien la haya encontrado (Artículo 803 Código Civil).

La Ley sobre el Hurto y Robo de Vehículos Automotores (Gaceta Oficial Nº 37.000 de fecha 26 de Julio del 2000), contiene una regulación sobre los vehículos recuperados por las autoridades, que no hayan sido reclamados, que después de vencido los lapsos previstos en la Ley, pueden ser vendidos por el Fisco Nacional (Art. 15).

b) Los daños causados por ruina de edificios están sujetos a un régimen especial, de conformidad con el artículo 1194 del Código Civil, en cuyo caso se hace recaer la responsabilidad sobre el propi​etario de la edificación. “Artículo 1.194 El propietario de un edificio o de cualquiera otra construcción arraigada al suelo, es responsable del daño causado por la ruina de éstos, a menos que pruebe que la ruina no ha ocurrido por falta de reparaciones o por vicios en la construcción”.

c) En caso de Incendio, que se inicia en un inmueble o muebles, la víctima no está amparada por una presunción de culpa, y debe probarla para obtener reparación conforme a lo dispuesto en el aparte único del Artículo 1193 Código Civil.- “Quien detenta, por cualquier título, todo o parte de un inmueble, o bienes muebles, en los cuales se inicia un incendio, no es responsable, respecto a terceros, de los daños causados, a menos que se demuestre que el incendio se debió a su falta o al hecho de personas por cuyas faltas es responsable”.

d) Accidentes de Tránsito. Los daños causados con motivo de accidentes de tránsito están regidos por una ley especial, la Ley de Transporte Terrestre de fecha 01 de agosto de 2008.

e) Los daños causados por las Aeronaves están regidos por el Decreto con Fuerza de Ley de Aviación Civil, Gaceta Oficial N° 38.226 de fecha 12 de Julio del 2005.
f) Los daños causados por Accidentes de Navegación están regidos por el Decreto con Fuerza de Ley de Comercio Marítimo, Gaceta Oficial N° 5.551 de fecha 09 de noviembre del 2001, que derogó el libro 2° del Código de Comercio titulado "Del Comercio Marítimo”.
REQUISITOS
A la Victima le corresponde probar lo siguiente:

1. El Daño a la Victima.
2. El Daño debe ser causado por la Cosa.
3. La Condición de Guardián.
PRESUNCIONES

En las primeras sentencias francesas sobre responsabilidad del daño causado por las cosas se sostuvo que el artículo 1382 Código Civil Francés establecía una presunción juris tantum de culpa in vigilando del guardián, al haber perdido el control sobre la cosa.

Después de muchas vacilaciones, a partir de la sentencia en el caso Jeand' Heur, se estableció definitivamente el carácter juris et de jure de la presunción, criterio que fue acogido también por la doctrina. El legislador presume que el guardián no ejerció o ejerció defectuosamente los deberes de vigilancia, de cuidado y control que tiene sobre la cosa.

La jurisprudencia francesa ha sostenido en algunas oportuni​dades que no se trata propiamente de una presunción de culpa, sino de una presunción de responsabilidad, lo que ha hecho proclamar a los partidarios de la tesis del riesgo que su posición ha sido acogida íntegramente. Sin embargo, la expresión "presunción de responsabilidad" no ha sido acogida por la doctrina, pues se considera una expresión equívoca. Ripert la critica, pues es absurdo presumir responsable a alguien; se es o no se es responsable, siendo muy peligroso todo lo que tienda a hablar de responsabilidad presunta.

En realidad, más que una presunción, es una imputación de responsabilidad de pleno derecho.

Igualmente existe una presunción de vínculo de causalidad, por la cual se presupone que el hecho de la cosa es la causa del daño  sufrido por la víctima.

Carácter de las Presunciones
La presunción de culpa es absoluta, irrefragable, juris et jure. Es decir, no se le permitirá al guardián demostrar la ausencia culpa, no se le aceptará demostrar que ejerció correctamente sus deberes de vigilancia y de control sobre la cosa, o que fue diligente en el cumplimiento de sus deberes.

Para exonerarse, el guardián sólo puede demostrar que el daño se debió a una causa extraña no imputable (caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero o culpa de la víctima), con lo cual no desvirtúa la presunción de culpa, sino simplemente establece un nuevo vínculo de causalidad entre el hecho constitutivo de la causa extraña no imputable y el daño.

En Venezuela no hay lugar a la discusión que se presentó en la jurisprudencia francesa acerca del carácter relativo (juris tantum) o absoluto e irrefragable de la presunción, pues la disposición que contempla la responsabilidad especial por guarda de cosas consagra el carácter absoluto o juris et de jure al permitir al guardián exonerarse solamente demostrando el caso fortuito, fuerza mayor, hecho de un tercero o la culpa de la víctima. La disposición fue tomada del Proyecto Franco-Italiano de las Obligaciones (art. 82).

DEFENSAS

Hechos contrarios a los supuestos de hecho de la responsabilidad

En el primera aparte del  artículo 1193 del Código Civil, expresa: “Toda persona es responsable del daño causado por las cosas que tiene bajo su guarda, a menos que pruebe que el daño ha sido ocasionado por falta de la víctima, por el hecho de un tercero, o por caso fortuito o fuerza mayor”.

Hay defensas que no están mencionadas en el artículo, pero el demandado puede alegar otros hechos en su descargo:

1. Que la cosa no está implicada en la producción del daño.

2. Que aun cuando la cosa haya producido el daño, la responsabili​dad se rige por normas especiales: responsabilidad por incendio, responsabilidad por ruina de edificios, responsabilidad por ac​cidentes de tránsito o por hecho de aeronaves o de naves.

3. Que el demandado no es el guardián de la cosa, bien sea porque nunca lo ha sido o porque la guarda le fue transferida a otra per​sona.

4. Que la persona no ha sufrido ningún daño por el hecho de la cosa.

El demandado no puede alegar y probar que no tuvo culpa en relación al daño causado por la cosa, que la mantuvo y vigiló adecuadamente, que usó la cosa como un buen padre de familia. En efecto, estamos en un caso de responsabilidad objetiva.

RESPONSABILIDAD POR INCENDIOS Y POR RUINA DE EDIFICIOS.

Responsabilidad por daños causados por ruina de edificios
Fundamento Legal

En el Artículo 1194 del Código Civil establece.- “ El propietario de un edificio o de cualquiera otra construcción arraigada al suelo, es responsable del daño causado por la ruina de éstos, a menos que pruebe que la ruina no ha ocurrido por falta de reparaciones o por vicios en la construcción “.

La Responsabilidad por Ruinas de Edificios, tiene sus antecedentes en el Derecho Romano, en el cual exis​tieron especialmente medidas preventivas (Cautio damni ineffecti).

En el Código Civil de 1873 la responsabilidad del dueño por la ruina de un edificio, está condicionada a que "los vicios de construc​ción que sin grande esfuerzo ha podido conocer el dueño".

Dominici nada dice en relación a esta condición para que pro​ceda la responsabilidad por ruina, por la cual se la fundamentó sin lugar a dudas exclusivamente en la culpa. Tampoco Sanojo.

Este último requisito no fue exigido por el Art. 1153 CC It. 65, ni por el Código Napoleón (Art. 1386 CC-F). Parece que el Codificador venezolano de 1873 consideró que se le imponía una carga demasiado fuerte al propietario por la ruina de su edificio.

La redacción de esta disposición es modificada por el Codificador de 1916, en la cual se acogió el texto del Código Civil italiano de 1865.

Finalmente el Codificador de 1942 tomó la redacción del Pro​yecto Franco-italiano de las Obligaciones (Art. 83) que fue acogido también por el Código Civil italiano de 1942 (Art. 2053).

Nos parece que se impuso una carga demasiado fuerte al pro​pietario para el medio venezolano, y no hemos encontrado que la materia haya sido debatida ni en la Comisión Codificadora ni en el Congreso.

PRESUNCIONES 

El artículo 1194 establece dos presunciones en relación a la responsabilidad por ruina.

1. Una presunción juris et de jure, según la cual el propietario es responsable de los daños causados por ruina. La responsabilidad está vinculada exclusivamente al propietario, razón que lleva a ciertos autores a considerarla de carácter real, doctrina que a nuestro juicio no es correcta, porque la responsabilidad no sigue a quien adquiere la propiedad con posterioridad a la ruina. No se trata de un vínculo de causalidad, que siempre puede desvirtuarse por prueba en contrario. Sólo el propietario para el momento en que se produce la ruina es responsable frente a la víctima, lo que no excluye que tenga acciones de regreso a quienes hayan incurrido en culpa. Tampoco impide que la víctima demande a estas personas, al haber incurrido en culpa por hecho ilícito (Artículo 1185 Código Civil.- El que con intención, o por negligencia o por imprudencia, ha causado un daño a otro, está obligado a repararlo.

Debe igualmente reparación quien haya causado un daño a otro, excediendo, en el ejercicio de su derecho, los límites fijados por la buena fe o por el objeto en vista del cual le ha sido conferido ese derecho”).

2. Una presunción juris tantum de haberse producido la ruina por defectos de mantenimiento o vicios en la construcción.

Estamos en presencia de una presunción de vínculo de causa​lidad; pero la prueba en contrario es limitada, no basta probar que el edificio estuvo bien construido y mantenido. Es necesario probar el hecho (caso fortuito, hecho del tercero o de la víctima) que excluya definitivamente que hayan existido defectos de construcción, que hayan producido la ruina del edificio.

REQUISITOS

Para que haya lugar a la responsabilidad del propietario es necesario que se cumplan los siguientes requisitos:

1. La Ruina del Edificio

Que la víctima haya sufrido un daño causado por la ruina de un edificio u otra construcción arraigada al suelo.

Por ruina debe entenderse el desprendimiento involuntario, total o parcial, de materiales de un edificio; es la caída espontánea de materiales que no resulten de una intervención voluntaria; es la desintegración de un edificio.

Se excluyen los danos producidos por la demolición de una construcción, en cuyo caso responderá el guardián.

No es necesario que sea una parte importante de la construcción, puede ser un balcón, una reja, siempre que forme parte del edificio de manera permanente, tampoco es necesario que el edificio esté termina​do; durante el proceso de construcción se aplica esta responsabilidad a menos que sea por la caída de materiales que todavía no formen parte de ella, en cuyo caso será responsable el constructor.

En cuanto a la caída de cornisas, tejas y otros accesorios, en la jurisprudencia y doctrina extranjera se discute si ello constituye ruina. La caída de una cornisa o de una teja es más bien imputable a quien tiene la guarda jurídica del edificio; no es un riesgo inherente a la condición de dueño del inmueble.

Igualmente se discute en la doctrina y la jurisprudencia si la caída de un ascensor es o no ruina. Messineo lo considera un caso típico de ruina, otros (entre nosotros Melich) la excluye.

Aun cuando el ascensor forma parte integrante del edificio en el cual está instalado, consideramos que su caída intempestiva es ruina; en cambio el mal funcionamiento de sus puertas está íntimamente ligado a la operación del aparato, y por ello pensamos que en este último caso ello es responsabilidad exclusiva del guardián.

2. Construcción arraigada al suelo
Edificio u otra construcción arraigada al suelo es el en​samblaje de materiales por obra del hombre, que esté destinado a cualquier finalidad (vivienda, depósito, torres para perforar un pozo, obras de vialidad, defensa contra inundaciones, torre de transmisión de ondas magnéticas) siempre que esté adherida de manera perma​nente al suelo. De allí que los aparatos que estén destinados a ser desplazados, así sea ocasionalmente, para cumplir con sus funciones, no están comprendidos en esta categoría; tampoco lo están aquellas aglomeraciones de materiales por causa naturales, como es el desli​zamiento de un terreno, las piedras de una cantera, el derrumbe de un talud, a menos que el talud haya sido protegido por un muro o una pantalla atirantada, por ser ésta una construcción arraigada al suelo.

Los edificios son necesariamente bienes inmuebles, pero no todos los inmuebles pueden considerarse como edificios u otras construcciones arraigadas al suelo, sea por su naturaleza o por des​tinación. El concepto es mucho más restringido pues supone una aglomeración de materiales hechas por el hombre y no por la natura​leza. Se excluyen los árboles, los frutos de la tierra, los hatos, rebaños y harás y cualquier otro conjunto de animales de cría, que según el Artículo 527 del Código Civil, son inmuebles por su naturaleza. Los estanques, aljibes, acueductos, canales o acequias, al ser obra del hombre quedan inclui​dos en el concepto de edificio u otra construcción arraigada al suelo. Tampoco están comprendidos los bienes inmuebles por destinación, las cosas que hayan sido incorporadas a la construcción de manera permanente y que no puedan ser desprendidas de ella, sin ocasionar un daño al inmueble.

Tratándose de aparatos que sirvan al edificio y formen parte de él, tales como bombas de agua, aparatos de aire acondicionado, un cable de transmisión eléctrica, se aplicará la responsabilidad del guardián por el hecho de las cosas.

3. La ruina debe ser consecuencia de un vicio en la construcción o por falta de mantenimiento.
La ruina debe ser consecuencia de un vicio en la construcción o por falta de mantenimiento, circunstancias que el Art. 1384 presume, admitiendo sólo la prueba del hecho concreto que produjo la ruina.

No basta la prueba de no existir vicios en la construcción o ha​berse mantenido el edificio adecuadamente; el civilmente responsable debe probar el hecho positivo que haya sido la causa de la ruina.

El propietario debe demostrar que la fuerza mayor, el hecho de un tercero o la culpa de la víctima ha sido la causa única del daño; es decir, que definitivamente rompa el vínculo de causalidad entre la ruina y el vicio en la construcción o falta de reparaciones, para destruir la presunción de responsabilidad que le impone el Código Civil.
PERSONA RESPONSABLE
En el artículo 1194 señala como único responsable al propie​tario del edificio, quien responde en todo caso, aun cuando no tenga la posesión o guarda del edificio y ésta corresponda a otra persona. Es por ello que algún autor afirma que la responsabilidad es de carácter real, en el sentido de que está vinculada exclusivamente a la titularidad del derecho de propiedad; pero el propietario que enajene el edificio después de producida la ruina continúa siendo responsable y la responsabilidad no afecta al nuevo propietario.

Puede ignorar que el edificio le pertenece; por ejemplo, al desconocer que su causante era propietario del edificio. El haberlo abandonado no lo exime de responsabilidad; puede no ser propietario del suelo sino de la construcción.

Si son varios los copropietarios, la doctrina predominante con​sidera que son solidariamente responsables.

En caso de propiedad horizontal responderán solidariamente todos los copropietarios, a menos que se trate de la ruina de alguna parte del edificio que corresponda a determinado apartamento.
El edificio puede haber sido dado en usufructo, uso, habitación, arrendamiento, comodato o el propietario puede haber celebrado un contrato que traslada el uso del inmueble a un tercero; o puede haber contratado a una persona o empresa para que se encargue del mantenimiento. En todos estos casos continúa siendo responsable.

DEFENSAS DEL PROPIETARIO
El propietario no puede alegar que ha contratado a una empresa para mantener el inmueble y que contrató la edificación con una constructora de reconocida fama, ni que ha hecho revisar el edificio por expertos para determinar que no tenía ningún vicio en la  construcción.

Tampoco puede pretender que vendió el inmueble por documento público, pero que no ha sido inscrito en el Registro Inmobiliario.

Tampoco puede aducir que la autoridad pública le impide el acceso al edificio, o que por haber sido declarada obra de interés histórico, no ha podido mantener adecuadamente la construcción, o lo ha abandonado.

Basta que aparezca como propietario en el Registro Inmobiliario (antes en la Oficina Subalterna de Registro) con jurisdicción en el lugar donde el inmueble está situado.

La responsabilidad del propietario sólo cesa cuando logra pro​bar que la ruina se debió a un hecho concreto distinto a vicios en la construcción a falta de mantenimiento; por ejemplo que la ruina fue consecuencia de la explosión de una bomba.

No basta probar la fuerza mayor; por ejemplo, puede haber ocurrido un terremoto, pero esto no excluye necesariamente que el edificio no tuviera vicios de construcción. En el terremoto que se produjo en Caracas y el litoral en el año 1967, se probó por expertos que algunos de los edificios que se desplomaron tenían vicios de construcción.

A nuestro juicio, la existencia de un terremoto y la prueba de no haber ocurrido ninguna ruina antes de tal evento, puede ser base para una presunción hominis de ser el terremoto la causa única de la ruina, pero ella se desvanece al haber indicios de haber existido vicios en la construcción; por ejemplo, del examen de los planos resulta que no se había calculado debidamente la estructura. Es necesaria la prueba de haber sido el hecho externo a la cosa (fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho del tercero) la única causa de la ruina.

Un terremoto de gran intensidad puede haber sido la causa del daño, pero para ello hay que excluir que hubiera vicios en la construcción. En efecto, el terremoto por sí solo no demuestra que no existiera  vicios en la construcción, constituye una presunción hominis de haber sido la causa adecuada de la ruina, a menos que hayan pruebas de haber existido vicios en la construcción.

El hecho de la víctima o de un tercero, cuando ha sido la causa única de la misma; por ejemplo, detonar una bomba explosiva, que excluya los vicios en la construcción o falta de mantenimiento.

En cambio, la entrada de una persona a un edificio en ruinas, aun cuando esté cercado y existan avisos prohibiendo la entrada al mismo, e indicando que quien viole la prohibición lo hace a su propio riesgo, no es suficiente para excluir la responsabilidad. El intruso puede ser responsable por hecho ilícito por el daño que haya causado al edificio; pero esto no excluye la responsabilidad del propietario.

LA CARGA DE LA PRUEBA

Del actor
Al autor le  corresponderá alegar y probar:

1) Que sufrió un daño material o moral, su existencia, su consistencia y su cuantía (salvo si se trata de daño moral, en cuyo caso no tiene que probar la cuantía).
2) Que el daño fue producido por la ruina de un edificio o una cons​trucción arraigada al suelo (vínculo de causalidad) en el daño y el hecho generador de la responsabilidad. Ello supone la prueba de:
a) Tratarse del desprendimiento accidental de una parte importante
del edificio.
b) Que se trate de una cosa arraigada al suelo por hecho del hombre.

3) Que el demandado era propietario del edificio para el momento que se produjo el daño.

Del Demandado

El Demandado sólo podrá alegar y probar que la ruina se produjo por una causa  extraña no imputable que excluya la existencia de vicios en la construcción y falta de mantenimiento.

ACCIONES DE REGRESO DEL PROPIETARIO

La circunstancia de ser propietario le permite intentar acción contra los responsables de acuerdo con la ley o el contrato celebrado con quien ocupa el inmueble, acción que le permitirá el reintegro de las sumas a las cuales sea condenado a pagar a la víctima. En efecto, podrá llamar al juicio en el cual se le reclame el pago de los daños causados por la ruina a los terceros que sean responsables frente al propietario, conforme a lo dispuesto en el artículo 370, Ordinal 5° ild Código de Procedimiento Civil.

Acción por vicios ocultos

1. Contra el usufructuario, siempre que sea que no haya hecho las reparaciones necesarias oportunamente.

2. Contra el arquitecto y el constructor, siempre que los daños se hayan producido o se hayan hecho manifiestos hasta diez años a partir de la terminación del edificio, debiendo intentarse la acción
dentro del término de dos años a partir de la fecha en que se han hecho ostensibles los vicios de la construcción, o producido daños por la ruina del edificio (Art. 1637 CC).
3. Contra el vendedor del inmueble, por vicios ocultos de la cosa vendida (Art. 1518 CC).

Acciones por falta de reparaciones
a) Contra el arrendatario, quien puede excepcionarse alegando que el daño se ha producido sin culpa suya (Art. 1597 CC).
b) Contra el comodatario (Art. 1727 CC), quien puede alegar la misma excepción.

Sin embargo, no siendo las citadas disposiciones de orden públi​co, las partes han podido estipular que el usuario del edificio no responda por vicios ocultos.
Por los defectos de mantenimiento responderán las mismas personas y a quienes se le haya encomendado contractualmente mantener el edificio en buenas condiciones.

Si las autoridades competentes, bajo el pretexto de haberse declarado un edificio monumento nacional, no permiten el acceso al propietario ni le permiten hacer las reparaciones necesarias, o éstas tienen un costo de tal magnitud que es desproporcionado al eventual precio del inmueble por vía de expropiación, la autoridad competente será responsable ante el propietario, quien tendrá acción para recuperar los daños que haya tenido que pagar a la víctima por ruina del edificio.

FUNDAMENTO DE LA RESPONSABILIDAD
En los Códigos anteriores al de 1916 resulta evidente que la culpa del propietario es el fundamento de su responsabilidad al haberse exigido que la falta de reparaciones y los vicios de cons​trucción "que sin grande esfuerzo ha podido conocer el dueño" (Art. 1127 CC -1873).

A partir de 1916, al redactarse la norma en forma similar a la contenida en el Código Napoleón y el Código Civil Italiano, hay bases suficientes para discutir si el fundamento de esta responsabilidad era la culpa (negligencia en la falta de oportunas reparaciones o inadvertencia de los vicios en la construcción) o una responsabilidad por hecho ajeno (culpa del constructor o negligencia en el mantenimiento). Los partidarios de la teoría de los riesgos consideraron que se trataba de una responsabilidad objetiva.

Con la redacción actual del artículo 1192 es insostenible pretender que se trate de una responsabilidad por culpa; resulta evidente que es una responsabilidad objetiva, pues ni siquiera es suficiente la prueba de la fuerza mayor para hacer cesar la responsabilidad del propietario, éste tiene que probar el hecho concreto que, distinto al vicio de construcción y falta de reparaciones.

INTERDICTO DE OBRA VIEJA
 En el artículo 786 del Código Civil dispone: “Quien tuviere motivo racional para temer que un edificio, un árbol o cualquiera otro objeto amenace con daño próximo un predio u otro objeto poseído por él, tendrá derecho de denunciarlo al Juez y de obtener, según las circunstancias, que se tomen las medidas conducentes a evitar el peligro, o que se intime al interesado la obligación de dar caución por los daños posibles “.

A su vez, en el Código de Procedimiento Civil prevé un procedimiento especial para tramitar la denuncia de obra vieja. En los casos del artículo 786 del Código Civil, se procederá en la forma prevista en el artículo 713 de este Código, y el Juez resolverá según las circunstancias, sobre las medidas conducentes a evitar el peligro, o que se intime al querellado la constitución de una garantía suficiente para responder de los daños posibles, de acuerdo a lo pedido por el querellante- Art. 616 CPCD (Art. 717 CPC).

Las medidas que puede tomar el Juez para evitar los daños dependen de si hay o no posibilidades de reparación, en cuyo caso puede ordenar las que sean necesarias para evitar daños. En caso contrario, puede ordenar la demolición parcial o total del edificio o construcción arraigada al suelo.

El querellante debe constituir garantía suficiente para responder de los eventuales daños al propietario y demás interesados. 
Para intentar el interdicto de obra vieja, el querellante debe tener "un motivo racional para temer la amenaza" (CSJ, Sent. 4/2/64).
RESPONSABILIDAD POR DAÑOS CAUSADOS POR INCENDIO 

FUNDAMENTO LEGAL

En el segundo párrafo del artículo 1193 del Código Civil, dispone.- “Quien detenta, por cualquier título, todo o parte de un inmueble, o bienes muebles, en los cuales se inicia un incendio, no es responsable, respecto a terceros, de los daños causados, a menos que se demuestre que el incendio se debió a su falta o al hecho de personas por cuyas faltas es responsable”.

Esta disposición tiene su origen en el Proyecto Franco-Italiano de las Obligaciones, del cual fue tomado por nuestro legislador, y los redactores del Proyecto Franco-Italiano lo tomaron de la Ley Francesa del 7 de noviembre de 1922.

En Italia nunca se ha establecido una responsabilidad especial por incendio, ni en el Código Civil de 1942, ni por Ley especial.

En Francia, por la ley antes citada, se modificó el artículo 1384 Código Civil Francés., agregándole dos párrafos relativos a la responsabilidad por Incendio. (Art. 1384 CCfr., párrafos 1 y 2. "Sin embargo, aquél que detente por cualquier título, todo o parte de un inmueble o de bienes muebles en los cuales se inicie un incendio no será responsable respecto de terceros, de los daños causados por dicho incendio, salvó que se pruebe que debe ser atribuido a su culpa o a la culpa de personas de las cuales es responsable. Esta disposición no se aplica a las relaciones entre propietarios y arrendatarios que seguirán siendo regidos por los artículos 1733 y 1734 del Código Civil")
NATURALEZA DE LA RESPONSABILIDAD
La responsabilidad por incendio se rige por los principios generales de la responsabilidad civil ordinaria (Art. 1185 CC), pues la víctima, para poder obtener reparación del civilmente responsable, deberá demostrar todos los elementos constitutivos del hecho ilícito: culpa, daño y vínculo de causalidad.

Es una excepción al principio que rige la responsabilidad especial por cosas, consagrada en el primer párrafo del artículo 1193 CC.

Para los autores que sostienen que las responsabilidades especiales constituyen una excepción a los principios generales de la responsabilidad ordinaria, la responsabilidad por incendio constituye la excepción de una excepción, ya que mientras que en la responsabilidad especial por cosas se permite a la víctima ampararse en una presunción que establece el legislador contra el guardián, en la responsabilidad por incendios iniciados en una cosa, la víctima no está protegida por ninguna presunción y debe probar la culpa del civilmente responsable para obtener reparación.

FUNDAMENTO LEGAL
Esta disposición tiene su origen en Francia, donde por la Ley del 7 de noviembre de 1922 se excluyó del ámbito de la respon​sabilidad especial por cosas a los daños causados por una cosa en la que se inicie un incendio, con el fin de proteger los intereses de las compañías de seguros, que de no existir la expresada ley, hubiesen visto aumentan grandemente sus obligaciones de pagar a terceros víctimas de incendios los daños causados. Sin la ley referida, a las víctimas, para obtener reparación, les bastaba sólo con invocar la presunción del inciso 1° del artículo 1384 CC. Francés (equivalente al artículo 1193, primer párrafo del Código Civil Venezolano). La ley obligó a las víctimas de una cosa en donde se inicia un incendio a demostrar la culpa del civilmente responsable.

El problema surgió en Francia en relación al "caso de las resinas", ocurrido en 1906. En la estación marítima de Burdeos se incendiaron unas pipas de brea almacenadas, el fuego pasó a algunos edificios de la estación y de allí se propagó a un inmueble sede de una compañía de tranvías, que invocó el inciso 1° del artículo 1384 Código Civil. Francés (equivalente al artículo 1193 CC), dirigido a la reparación del daño por parte de la compañía de ferrocarril, obteniendo sentencia favorable. El fallo inquietó a las compañías de seguros por el aumento de los riesgos que la aplicación de la responsabilidad especial por cosas significaba, presionando al Parlamento para obtener la promulgación de la Ley del 7 de noviembre de 1922 que excluyó la responsabilidad derivada de un incendio de la responsabilidad por hecho de las cosas.

Al existir responsabilidad como consecuencia de un incendio la víctima tiene que probar la culpa de la persona que causó el daño. Esta excepción no tiene, a nuestro juicio, ninguna justificación, ya que los daños producidos por las cosas en general, también pueden ser muy extensos.

El Código Civil Italiano de 1942 no contiene ninguna norma específica por la responsabilidad por incendio. En consecuencia, en caso de incendio se aplican allá las reglas relativas al daño causado por cosas.

PERSONAS RESPONSABLES
En el  segundo párrafo del artículo 1193 del Código Civil, señala como persona responsable a "quien detente por cualquier título, todo o parte de un inmueble o de bienes muebles en los cuales se inicie un incendio”.
Esa expresión se refiere, al guardián jurídico. Si bien hemos visto que el guardián no es el detentador latu sensu de la cosa, pues se puede ser guardián sin poseer la tenencia material de la cosa, la interpretación correcta del segundo párrafo del artículo 1193 Código Civil radica en tener en cuenta que dicho texto legal persigue como finalidad sustraer a los guardianes jurídicos de la presunción de responsabilidad del párrafo primero del artículo 1193 Código Civil, y que este caso en particular requiere culpa del guardián. Sin embargo, la expresión "quien detenta por cualquier título" ha sido criticada por la doctrina por equívoca, pues a primera vista parecería referirse al guardián material de la cosa, y no a la persona que tenga la guarda jurídica.

Requisitos de la Responsabilidad
Pueden resumirse así:

a) Es necesario que el daño sea causado por un incendio que
se inicie en una cosa, mueble o inmueble, bajo la guarda de una per​sona.
b) El incendio supone necesariamente la existencia del fuego, pero no de toda clase de fuego, sino un fuego destructivo de cierta importancia, que haya sido anormal, accidental. Este criterio ha impedido la aplicación del segundo aparte del artículo 1193 Código Civil  al caso de una cosa incendiada por chispas o brasas provenientes de una locomotora. El fuego que ésta conserva en su interior nada destruye, no cumple una función destructora; es indispensable para el funcionamiento de la locomotora, caldera, hornos y otros aparatos similares. En este caso debe demandarse al guardián intelectual de la cosa que requiere del fuego para su funcionamiento conforme a la responsabilidad especial por cosas consagradas en el encabezamiento del artículo 1193 Código Civil.
c) El incendio debe iniciarse en la cosa por sus propias circunstancias fácticas. Esto excluye aquellos casos de incendio que no se originan en la cosa por sí solos, sino que son provenientes de un hecho manifiestamente distinto, como los incendios causados por una explosión, por el lanzamiento de un cohete, o como en el caso anterior, por las chispas de una locomotora, o en el incendio que se inicia por la ruptura de una tubería de gas, o por un corto circuito. En estos casos, se demandará al guardián de la cosa que provocó el incendio, conforme a la responsabilidad especial por cosas consagrada en el artículo 1193 Código Civil. 
Algunos autores, cuando el incendio se origina en la cosa por sus misma circunstancias o por un hecho que está estrechamente vinculado al incendio mismo, afirman que el incendio es causa primera daño y en esos casos procede la aplicación de la responsabilidad por incendio prevista en el segundo párrafo del artículo 1193 Código Civil. 
La jurisprudencia francesa ha sido vacilante respecto a este requisito. En un primer tiempo se sostuvo un criterio amplio considerando que cuando el incendio no ha sido la causa primaria del daño, sino una consecuencia de otro evento como una explosión, se aplica lo responsabilidad por incendio, porque ambos hechos constituyen una unidad, que son la causa adecuada del daño. A partir de 1966, la casación francesa consideró que sólo cuando el incendio hubiera sido la causa primaria del evento, se aplicaría la responsabilidad especial por incendio, excluyendo aquellos casos en los cuales hubiera sido consecuencia de otra causa primaria (explosión, corto circuito, ruptura de una tubería de gas) y el incendio fuere la causa segunda, en cuyo caso rige la responsabilidad de las cosas en general.
Sin embargo, con posterioridad a 1990, ha sostenido que aun cuando haya habido una causa primaria que a su vez originó el in​cendio, debe aplicarse la regla que exige la prueba de la culpa para que el guardián responda de los daños.
Consideramos que cuando el incendio ha sido provocado por una causa manifiestamente distinta (explosión, cortocircuito, etc.), siendo el incendio causa segunda del daño, no se aplicará la responsabilidad por incendio prevista en el segundo párrafo del artículo 1193 Código Civil, sino que deberá demandarse al guardián intelectual de la cosa en la cual ocurrió la causa primera, con fundamento en el encabezamiento del Art. 1193 Código Civil.

Pensamos que siendo una excepción a la responsabilidad por daños de las cosas en general (Art. 1193 Código Civil), al poner a la víctima en la necesidad de probar la culpa, la interpretación de la norma que consagra la responsabilidad por incendio debe ser restrictiva
d) Si el incendio es provocado intencionalmente por determinada persona, y su acción es la causa única del daño, responderá exclusivamente quien provocó el incendio.
LA CARGA DE LA PRUEBA
Del Actor
Al actor le corresponde probar:

a) Que sufrió un daño.
b) Que el daño fue causado por un incendio que se inició en una cosa que estaba bajo la guarda del demandado. Pero, en la práctica el actor no alegará que el incendio fue la causa del daño, ya que tal alegato excluye la responsabilidad por el hecho de las cosas, lo que lo obliga a probar la culpa el guardián. La víctima alegará que la cosa cuya guarda jurídica corresponde al demandado produjo el daño, será más bien éste quien alegue que fue por incendio, de manera de obligar a la víctima a probar la culpa.

c) Que el demandado era guardián de la cosa donde se inició el incendio.
d) La culpa del guardián en el hecho que inicio el incendio.
e) La relación de causalidad entre el incendio y el daño.
Del Demandado

El demandado podrá alegar y probar:

1. Que el incendio se produjo por un hecho ajeno a la cosa de un tercero, que el incendio fue consecuencia de fuerza mayor (rayo) o del hecho de un tercero (intencional, o inevitable e imprevisible para el demandado), o culpa de la propia víctima.
2. Que el incendio no fue la causa adecuada del daño sino que fue producido por una explosión de una cosa que No estaba bajo su guarda, un corto circuito en el cable que conducía electricidad.
3. Que no era el guardián de la cosa donde se inició el incendio o que  había perdido la guarda por el hecho de un tercero.

RESPONSABILIDAD POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO TERRESTRE 
EVOLUCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO 1. 
La Primera Ley
Resulta un poco perplejo que en Venezuela, donde el número de vehículos automotores para 1926 era bastante escaso, haya sido dictada entonces una ley sobre responsabilidad por los daños causados como consecuencia de accidentes de tránsito. En Francia, la responsabilidad por accidentes de tránsito estuvo regida por la responsabilidad por el hecho de las cosas prevista en el Código Civil hasta el año 1985, dando lugar mientras tanto a una rica jurispruden​cia sobre la responsabilidad por hecho de las cosas en general; en Italia, fue en el Código de 1942 que se reguló especialmente el daño causado por automóviles, después por el Código de Circulación del 15 de junio de 1959.

Leyes de 1926,1927 y 1928
Las primeras leyes sobre tránsito terrestre son las de 1926, 1927 y 1928 que tratan exclusivamente sobre la reglamentación del tráfico terrestre, creando normas que imponen sanciones de carácter administrativo.

La Ley de 1930
Esta reafirma el principio de la especialidad "La respon​sabilidad penal y la civil por accidentes de vehículos, se rige por las disposiciones especiales contenidas en esta ley y en lo no previsto por ella se aplicarán los principios del derecho común" (Art. 38). La única innovación en la materia fue establecer una responsabilidad del dueño, en casos de violaciones a determinadas disposiciones de la ley.

Por algún tiempo se discutió entre nosotros si la responsabilidad especial establecida en la ley de 1930 excluía la aplicación de las demás disposiciones del Código Civil sobre guarda por hecho de las cosas, y demas responsabilidades especiales, habiéndose dictado sentencias contradictorias sobre el particular, hasta la decisión del 25 de julio de  1941 dictada por la Sala Política Administrativa de la Corte Federal y de Casación, según la cual las disposiciones de la mencionada ley excluían la aplicación de las normas del Código Civil, reafirmando así el principio de la responsabilidad por culpa probada del conduc​tor y del dueño, excluyendo la aplicación de las responsabilidades especiales previstas en el Código Civil, interpretación que fue de obligatoria aplicación por los tribunales de instancia, al tener dicha Sala tales atribuciones.

En definitiva, lo que se hizo fue eliminar la responsabilidad del guardián y del comitente, quedando como único responsable el conductor sólo cuando hubiera incurrido en culpa, y el propietario, al haber infringido las disposiciones de la Ley en sus artículos 11, 12,14 y 15.

La Ley de 1955
Esta ley contiene innovaciones importantes respecto de la Ley de 1930.
El artículo 15 dispone que "La responsabilidad civil derivada de accidente de tránsito, se regirá por las normas del derecho común, salvo las disposiciones establecidas en esta ley". De esta manera se eliminó la interpretación de la Sala Política Administrativa del 25 de julio de 1941.

Se establece la obligatoriedad de mantener un seguro de responsabilidad civil para responder de los daños materiales causados por el vehículo.

La Ley establece la responsabilidad del conductor por los daños causados por el vehículo y una responsabilidad subsidiaria de quien aparezca como propietario, en caso de no existir el seguro de responsabilidad civil, estando limitada su responsabilidad al monto de la garantía exigida.

El artículo 17 de la Ley dispone que "No es responsable penalmente el conductor de un vehículo por los hechos de un accidente si habiendo dado cumplimiento a las normas del tránsito comprueba que el accidente no se originó por su culpa".
Es evidente que dicha ley constituyó un paso de avance sobre la legislación anterior; pero su defectuosa redacción dio lugar a muchas controversias.

Después de la caída de la dictadura en 1958, debido a la presión de ciertos sectores populares, se eliminó la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil, que era uno de los aspectos más positivos de dicha ley (Decreto N° 369 -18/10/58).

La Ley de 1960
Contiene algunas innovaciones que permitieron esclare​cer varias de las cuestiones controvertidas anteriormente.

"El conductor está obligado a reparar todo daño material a menos que pruebe que el daño proviene de un hecho de la víctima o de un tercero, que haga inevitable el daño y sea normalmente impre​visible para el conductor". Se establece así una verdadera responsabi​lidad objetiva del conductor, permitiéndosele únicamente destruir el vínculo de causalidad por causa extraña no imputable, textualmente restringida al hecho de la víctima o de un tercero, quedando la duda si el caso fortuito y la fuerza mayor también constituyen causas de exoneración (Art. 21). 

La reparación del daño moral, al quedar excluida del régimen para los accidentes de tránsito, queda sujeta al Derecho Común (Art. 21).

"Cuando el hecho de la víctima o del tercero haya contribuido a causar el daño, se aplicará el artículo 1189 Código Civil", que dispone una disminución de la obligación de reparar el daño en la medida que la víctima ha contribuido a aquél. Esta regla no es aplicable, de acuerdo a los principios que rigen la responsabilidad civil al caso de haber contribuido un tercero a causar el daño, pues este al ser coautor del hecho ilícito, es solidariamente responsable, según el artículo 1195 Código Civil, posición evidentemente errónea y criticada por la doctrina nacional subsistió hasta la Ley de 2001.

Se establecen dos presunciones contra los conductores: 
a) Que en caso  de colisión se presume, hasta prueba en contrario, que  ambos tienen igual responsabilidad (Art. 21) y 

b) que hasta prueba en contrario se presume que es culpable de un accidente de tránsito el conductor que en el momento del accidente se encontrara bajo  el efecto de bebidas alcohólicas o de drogas tóxicas o que conduzca a exceso de velocidad (Art. 22). Estas presunciones se refieren más bien al vínculo  de causalidad, y no a la culpa.
Se establece la responsabilidad solidaria del propietario con el conductor, aun cuando este último no haya sido identificado, excluyéndose su responsabilidad cuando haya sido privado de su posesión por el hecho de un tercero (Art. 23).

Se concede una acción directa de la víctima contra el asegurador, quien no puede oponerle las excepciones derivadas del contrato de seguro, sin perjuicio de su acción contra el asegurado (Art. 21).

Los daños causados por el vehículo a las personas y a las cosas que transporta, quedan sometida al derecho común.

Se establece un plazo de prescripción de seis meses a partir de la fecha del accidente (Art. 27).

Se crea una jurisdicción especial de tránsito (Art. 19), también un procedimiento especial para los accidentes de tránsito, en el cual se abrevian los lapsos del juicio ordinario, se dan mayores facultades al Juez y se ordena aplicar supletoriamente las disposiciones de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, y por último las normas del Código de Procedimiento Civil.

Las Leyes de 1962 y 1986

· Ley de 1962
La modificación más importante de la Ley de 1962 fue eliminar la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil, hacién​dolo facultativo (Art. 23), lo que constituye ciertamente un retroceso. Su obligatoriedad fue restablecida por la Ley de 1986.

· La Ley de 1986
Estableció expresamente la solidaridad del conductor, del propietario y del asegurador (Art. 54).

Creó un procedimiento para levantar el accidente sin la in​tervención de las autoridades competentes, debiendo las empresas de seguros decidir dentro del plazo de 30 días por "arreglo amigable" (transacción) o mediante arbitraje, sobre la responsabilidad surgida del accidente (Art. 23, Parágrafo 2°).

Se Excluyó la responsabilidad del propietario cuando ha sido privado de la posesión de su vehículo contra su voluntad (Art. 23).

Se Extendió a doce meses el plazo de prescripción (Art. 26). Estas reformas en general favorecieron a la víctima.

· La Ley de 1996

Introdujo algunas modificaciones:

1. Se le dio carácter público al Registro de Vehículos otorgándole a las actas inscritas en el mismo efecto contra terceros.

2. Mantuvo el procedimiento especial para los juicios por accidentes de tránsito, creado por la Ley anterior, introduciendo importantes reformas para mejorarlo.

El Reglamento de la Ley de Transito Terrestre
El 27 de mayo de 1998 se dicta un Reglamento de la Ley de Tránsito, que regula pormenorizadamente todo lo relativo a dicha materia, especialmente:

1. Se contemplan distintas categorías de vehículos y los requisitos que deben cumplir para poder circular.

2. Se dictan normas generales en lo referente al Registro Nacional de Vehículos, previsto en el artículo 24 de la Ley, cuya organización y funcionamiento queda sujeto a las regulaciones del Ministerio respectivo. (Artículo 24: Los vehículos de tracción humana cuyo conductor no es transportado por el vehículo para poder circular deberán estar equipados en la siguiente forma:

1. Las llantas de las ruedas deberán estar construidos por un material que no cause deterioro a las vías. En caso de ser de hierro, acero u otro material duro semejante, regirán las mismas disposiciones que para vehículos de tracción animal.

2. Indicaciones de material reflectivo blanco colocadas en la parte delantera del vehículo y de color rojo en la parte trasera, de modo que precisen el ancho máximo del vehículo y su presencia en la vía.)
Se ordena la inscripción en el Registro Nacional de Vehículos a todo acto o contrato “que implique constitución, declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción de la propiedad, dominio u otro derecho real, principal o accesorio sobre los vehículos, para que surta efectos ante las autoridades y terceros (Artículo 78 de la Ley de Tránsito Terrestre.- El Registro Nacional de Vehículos será público y en él se incluirán el conjunto de datos relativos a la propiedad, características y situación jurídica de los vehículos, así como todo acto o contrato, decisión o providencia judicial, administrativa o arbitral que implique constitución, declaración, aclaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción de la propiedad, dominio u otro derecho real principal o accesorio sobre los vehículos, para que surta efectos ante las autoridades y ante terceros.)
3. Se establecen normas y disposiciones detalladas en relación a la circulación de los vehículos (Título V).
El Decreto de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre del 8 de noviembre de 2001.

Exposición de motivos
la exposición de motivos: del Decreto Ley constituye una labor legislativa que persigue ordenar y desarrollar el sector, haciendo que las autoridades administrativas que lo integran obedezcan a los mismos criterios y políticas para ofrecer a los particulares seguridad jurídica y mejores servicios.

Procedimiento
En materia de responsabilidad por accidentes de tránsito "se prevé que las demandas de responsabilidad civil en materia de tránsito terrestre, se regirán por las disposiciones del título XI del Código de Procedimiento Civil referido al procedimiento oral". De esta manera se puso fin al procedimiento especial contemplado en las leyes anteriores, con lo cual se colmó una vieja aspiración de la doctrina venezolana sobre la unificación procedimental en la justicia civil, ya que la proliferación de procedimientos especiales no ha tenido como consecuencia la finalidad perseguida al crear los mismos para obtener una justicia más rápida y expedita. Acoger el procedimiento oral previsto en el Código de Procedimiento Civil, para tramitar todas las reclamaciones derivadas de accidentes de tránsito, definitivamente constituye un avance en esta materia.

En el  Código de Procedimiento Civil de 1986 había previsto, en el artículo 857, la tramitación de las demandas de tránsito por el procedimiento oral; pero sujetando su vigencia a Resolución del Eje​cutivo Nacional en Consejo de Ministros (Art. 880 CPC), norma que se justificó por la necesidad de locales apropiados y la debida preparación de los jueces y abogados, tan apegados al procedimiento escrito.

Normas sobre la Responsabilidad
Las normas específicas sobre responsabilidad civil por accidentes de tránsito, la ley contiene las siguientes modificaciones respecto al régimen de la de 1996.

· Daño material y moral
Se unifica el régimen de responsabilidad en cuanto al daño material y moral. De acuerdo con el régimen anterior "la extensión y reparación del daño moral se regirá por las disposiciones del Código Civil", frase que se eliminó en el artículo 127 de la Ley vigente (equivalente  al 54 de la Ley de 1996), el cual se refiere a "reparar todo daño.", en forma genérica, y sin distinción alguna.

· Remisión al Código Civil
Se sustituye la referencia al artículo 1189 del Código Civil en relación al "hecho de la víctima o del tercero que hayan contribuido a causar el daño", sustituyéndola por una remisión a "lo establecido en el Código Civil". De esta manera el tercero será solidariamente responsable por la reparación de la totalidad del daño causado, con​forme al artículo 1195 Código Civil.

Al ser el hecho de la víctima causa de exoneración total de res​ponsabilidad por accidentes de tránsito, no es aplicable lo dispuesto en el artículo 1189 Código Civil.

· Transporte de Cosas y Personas
Se eliminó la norma contenida en el artículo 63 de la ley de 1996, según la cual la responsabilidad del conductor o del propie​tario de un vehículo, en razón del daño causado en un accidente de tránsito a las personas o cosas que aquel transporte, queda sometida al derecho común. En consecuencia, los daños causados a las personas o cosas transportadas en un vehículo se rigen por lo dispuesto en 51 articulo 127 de la nueva ley, cuya interpretación textual incluiría también el contrato entre el conductor o el propietario del vehículo y la persona transportada, o con la persona por cuya cuenta se transporta la mercancía, en cuyo caso también responde el transportista de conformidad con el contrato respectivo.

En caso del transporte gratuito se aplica la responsabilidad p accidente de tránsito.

· Registro de Vehículos
Se eliminó la norma contenida en la Ley de 1996 que le daba efecto contra terceros a los actos inscritos en el Registro de Vehículos. Aparentemente se consideró que bastan las normas contenidas en el artículo 78 del Reglamento, que permanece vigente.

· Disposiciones de leyes anteriores que se mantienen
1. La responsabilidad solidaria del conductor, del propietario del vehículo y su empresa aseguradora (Art. 127); 

2. La presunción juris tantum tantum de tener igual responsabilidad por los daños causados en caso de colisión entre vehículos (Art. 127); 

3. La presunción juris tantum de culpa del conductor que se encuentra bajo los efectos de bebidas alcohólicas, de sustancias estupefacientes o psicotrópicas o conduzca a exceso de velocidad (Art. 129);

4. La exención de respon​sabilidad cuando se pruebe que el daño proviene de un hecho de la victima o de un tercero que haga inevitable el daño y que el accidente hubiese S1do imprevisible para el conductor (Art. 127);

5. La exención de responsabilidad a los propietarios que hayan sido privados de su posesión como consecuencia de hurto, robo o apropiación indebida habiéndose eliminado "la requisición forzosa" contemplada en la lev anterior (Art. 128); 

6. La acción directa de la víctima o sus herederos contra el asegurador dentro de los límites de la suma asegurada en i ron trato (Art. 132); 

7. La no oponibilidad a las víctimas o sus causas habientes de las excepciones que pudiera tener el asegurador contra el asegurado (Art. 133);

8. La prescripción de 12 meses a partir del accidente (Art. 134);

9. La obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil por los daños causados por el vehículo (Art. 49, Ord. 1°).

Ámbito de aplicación del Régimen Especial

De conformidad con el artículo 127 de la Ley, la responsabilidad especial por accidentes de tránsito se refiere a "todo daño que se cause con motivo de la circulación del vehículo". Al decir "todo daño” están comprendidos los daños morales, y además los daños materiales.
REQUISITOS
Se deben dar las siguientes condiciones:

Intervención o implicación del vehículo en la producción del accidente
Es necesario que el vehículo haya intervenido en la producción del daño, que haya sido la causa adecuada del accidente que genera la responsabilidad especial de tránsito.

Este requisito nos permite determinar si se requiere una intervención activa del vehículo, o basta la intervención pasiva de un vehículo inerte; si es o no indispensable un contacto del vehículo con la persona o cosa dañada y, en general, para determinar si el hecho del vehículo ha sido una causa del accidente y en consecuencia del daño causado.

En Francia, esta cuestión tiene especial importancia, por cuanto la Ley Badinter de 1985, excluye expresamente el caso fortuito o fuerza mayor como excepción del responsable, lo que se justifica porque esa ley ha establecido un régimen para la reparación de los daños sufridos por las víctimas de accidentes de tránsito por medio de un seguro de responsabilidad civil y es la institución que lo administra quien debe reparar el daño, independientemente de la responsabilidad en que haya podido incurrir el conductor del vehículo.

Esta cuestión ha dado lugar a una controvertida jurisprudencia el Francia, que ha ido precisando el criterio de lo que debe entenderse por implicación del vehículo en el accidente.

Se deben aplicarse a tal efecto, los mismos princi​pios que en la responsabilidad por hechos de las cosas determinan la relación de causalidad entre el hecho generador del daño y la persona responsable.

En primer lugar, no es necesario que haya un contacto físico entre el vehículo y la persona o cosa dañada. A tal efecto, si el conductor del vehículo hace una maniobra que obliga a otro vehículo o a una persona a desplazarse para evitar un choque, y esa maniobra tiene como consecuencia la generación de un accidente hay implicación del primer vehículo; el ciclista, que para evadir los efectos de la maniobra inesperada de un vehículo, cae al suelo y se causa un daño, o lo causa a un tercero. Es evidente que en este caso la causa adecuada del daño ha sido la maniobra intempestiva del primer vehículo.

En la jurisprudencia francesa también se ha considerado que el vehículo está implicado en el accidente, cuando se debe al hecho de haber encandilado al conductor de otro vehículo y en general si las circunstancias demuestran el rol jugado por un vehículo en la producción del accidente. En estos casos, la intervención del vehículo ha sido una condición necesaria del accidente, un hecho que ha jugado un papel preponderante en su producción.

En segundo lugar, el vehículo aun inerte, puede estar implicado en la producción del daño; por ejemplo, si el vehículo que es detenido intempestivamente por su conductor, o el vehículo manejado por su conductor, que se desmaya y por ello no se detiene. No se trata de determinar la culpa del conductor que lo detuvo, se trata de saber si hay un vínculo causal entre el vehículo estacionado y el accidente, si este hecho constituye o no una causa adecuada  para su producción. Cuando el vehículo está en circulación se presume su implicación en el accidente; pero ello no excluye que el vehículo inerte haya sido la causa del accidente.

Esta responsabilidad especial no se aplica cuando el conductor ha separado definitivamente del vehículo, aun cuando ello no excluya que el conductor sea responsable por hecho propio (Art. 1185 Código Civil).

Debe tratarse del daño causado por un vehículo
En el  artículo 27 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre dispone que "los vehículos de tránsito y transporte terrestre se clasifican en: 1) tracción a sangre. 2) a motor. La tipología de vehículos y su características técnicas serán establecidas en el Reglamento de este Decreto Ley". Al incluir la ley los vehículos de tracción a sangre amplían de una manera inusitada, al incluir no sólo las bicicletas, sino los velocípedos, triciclos, excluyendo sólo los patines (Arts. 9 y 109 del Reglamento). En general, las leyes extranjeras que regulan sólo la responsabilidad por la circulación de vehículos a motor, excluyen los vehículos de tracción a sangre.

En el artículo 5 del Reglamento dispone.- "Se considera vehículo todo artefacto o aparato destinado al transporte de personas o cosas capaz de circular por las vías públicas o privadas destinadas al uso público permanente o casual".
Aun cuando la definición es muy amplia, es evidente que no comprende el uso de aquellos aparatos que no están destinados a circular por las vías públicas o privadas (zona destinada al tránsito de vehículos, personas o animales), como son los ascensores, las escaleras mecánicas, los teleféricos, que por su naturaleza no pueden circular por las vías públicas o privadas.

Los ferrocarriles, que tienen vías particulares, también están excluidos. La Ley del Sistema de Transporte Ferroviario no contiene disposiciones sobre la responsabilidad por daños derivados de accidentes causados por ferrocarriles (el artículo 13 de la citada Ley sólo se refiere a la responsabilidad de los concesionarios por los perjuicios, daños y retardos sufridos por Ion pasajeros y la carga, sin incluir a terceros), pues éstos no aparecen en la exhaustiva enumeración de la tipología de los vehículos contenido en el Reglamento de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre. En su artículo 4°, dispone: "El tránsito de ferrocarriles se regirá por leyes especiales". Además, los ferrocarriles no circulan por las vías públicas o privadas, sino por vías especiales, generalmente protegi​das por cercas y barreras, en las cuales no circulan otros vehículos ni personas.

De allí que los daños por accidentes ferroviarios están regidos por las normas sobre la responsabilidad por el hecho de las cosas, a que se refiere el artículo 1193 Código Civil.

Los tranvías que circulan por las mismas vías que los vehículos a que se refiere la legislación sobre Tránsito Terrestre, aun cuando deban hacerlo únicamente por los rieles que determinan su ruta, y con mayor razón los que carecen de rieles (trolebús), sí están regidos por esta responsabilidad especial por accidentes de tránsito, a pesar de no estar mencionados expresamente en el Reglamento.

El Reglamento crea una categoría denominada "aparato apto para circular", que comprende todo tractor, pala mecánica, máquina de tracción, equipos para construcción de carreteras, máquinas para perforación de pozos, aparatos, montacargas, camiones eléctricos con ruedas de tamaño pequeño usados en fábricas, almacenes y estaciones de ferrocarril y en fin todo artefacto que sin ser considerado vehículo necesite ocasionalmente trasladarse por vías públicas o por las privadas de uso público sin ser transportado por otro vehículo (Art. 19 del reglamento).

Todos aquellos aparatos aptos para circular, incluidos los que no están destinados al transporte de cosas o personas, cuando son transportados por otros vehículos, quedan excluidos, en cuyo caso son responsables únicamente el conductor, el propietario y el asegurador del vehículo que los transporta. No hay concurrencia de responsabilidad, porque el vehículo que lo transporta no está en circulación.

Podemos observar que el artículo 79  Ley de Tránsito y Transporte Terrestre dispone: “ Los vehículos y las maquinarias calificados como otros aparatos para circular que por su características no estén destinados al tránsito y circulación por las vías de uso público, serán objeto de registros especiales que llevará el Ministerio de Transporte y Comunicaciones.”
Esta disposición nos conduce a la duda de si los daños produ​cidos por tales aparatos aptos para circular estén regidos en todo caso por la responsabilidad especial prevista por la Ley de Tráfico y Tránsito Terrestre o por la responsabilidad por hecho de las cosas prevista en el artículo 1193 Código Civil. Una posible solución sería distinguir entre los daños causados por tales aparatos mientras están en circulación por sus propios medios por la vía pública, en cuyo caso la responsabilidad se regirá por el artículo 127 de la Ley de Tráfico y Tránsito Terrestre. En cambio, cuando estén siendo utilizados en sus propias faenas fuera de las vías públicas o privadas, están sujetos a la responsabilidad civil ordinaria por el hecho de las cosas prevista en el artículo 1193 Código Civil, al no estar en circulación en una vía pública o en una privada destinada a ello.

También quedan excluidos todos aquellos medios de transporte que no tengan carácter terrestre, como los fluviales y marítimos, regidos por la Ley de Comercio Marítimo, y los daños causados por aeronaves, regulados por la Ley de Aviación Civil respectivamente.

Accidente con motivo de la Circulación
El tercer elemento es que el accidente se produzca con motivo de la circulación de un vehículo, no solamente en las vías públicas o privadas destinadas al uso público permanente o casual, sino también por la circulación dentro de espacios privados, siempre que estén destinados al uso público, como un estacionamiento, por cuanto la razón de crear una responsabilidad especial por los daños causados por vehículos es en función de los peligros que representa un vehículo en movimiento y la frecuencia de los daños causados por este motivo.

En cambio, no están comprendidos los daños que sea consecuencia de un incendio o una explosión de un vehículo o el daño causado por la emanaciones gaseosas del mismo, ni a nuestro juicio los accidentes de aparatos aptos para la circulación, cuando estén realizando las labores que le son propias; por ejemplo, un tractor agrícola preparando un terreno para su cultivo.

También deben ser excluidos aquellos accidentes que ocurren independientemente de la circulación del vehículo; como es el desprendimiento de una puerta o de otra parte del mismo cuando el vehículo está fuera de la circulación, así como el vehículo depositado o estacionado en una edificación de varios pisos, que se desprende por una rampa y causa un daño.

PERSONAS RESPONSABLES
En el  artículo 127 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, señala que el conductor, el pro​pietario del vehículo y su empresa aseguradora están solidariamente obligados a reparar todo daño "que se cause con motivo de la circu​lación del vehículo". 

 El Conductor

En el artículo 151 del Reglamento de la Ley de Tránsito Terrestre, define al conductor como: “toda persona que conduce, maneja o tiene control físico de un vehículo de motor en la vía pública; que controla o maneja un vehículo remolcado por otro o que dirige, maniobra o está a cargo del manejo directo de cualquier otro vehículo. Los conductores tienen la responsabilidad, en todo momento, de controlar sus vehículos o animales.”
El conductor es la persona que está manejando físicamente el vehículo para el momento del accidente, bien sea por su propia cuenta o por cuenta de otro. Es el guardián material en su acepción más restringida, quien de hecho tiene el control y dirección sobre la cosa. Por lo tanto, el ladrón, o quien de cualquier manera, sea de hecho o de derecho, tenga a su cargo el control físico del vehículo es su conductor.

Dicho artículo hace referencia a quien tiene el control del vehículo en la vía pública, criterio restrictivo que no puede ser aceptado, porque si lo está conduciendo en una vía privada de uso público, el vehículo continúa en circulación, los daños que cause están sujetos al régimen especial de responsabilidad creado por la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre.

Cuando el conductor entrega a otra persona un vehículo para que tenga el control físico sobre el mismo, deja de ser conductor; por ejemplo, cuando el conductor lo entrega a un empleado de un estacionamiento, o a un taller mecánico para su reparación.

De acuerdo con la doctrina y jurisprudencia extranjera el concepto de conductor se extiende inclusive al tiempo en que haya dejado de conducir el vehículo, cuando todavía esté bajo su control. Por ejemplo, cuando el conductor lo estaciona sin entregárselo a otra persona. Esta regla se desprende de la responsabilidad por hecho  de las cosas (Art. 1193 Código Civil); pero a nuestro juicio no es aplicable en Venezuela, por ser contraria a la definición de conductor contenida en el Reglamento.

Se considera conductor de un vehículo solamente desde el momento en que toma control físico del mismo hasta que se lo entregue otra persona o lo haga por su propia iniciativa. No hay duda de que sigue siendo conductor mientras lo maneja, mientras tiene su control físico; si un tercero lo toma sin su consentimiento (hurto, robo, requisición por la autoridad) o si lo entrega al empleado del estacionamiento, deja de ser conductor.

En Venezuela, el criterio es más restrictivo al decir el Reglamento quien "tiene el control físico"; pero ofrece duda cuando el conductor se baja momentáneamente del vehículo para retomar inmediatamente el control; por ejemplo, se baja para comprar el periódico.

Al abandonar el conductor el control del vehículo pierde tal carácter, como cuando estaciona el vehículo, así sea en un lugar prohibido, en cuyo caso podría ser responsable por hecho propio (Art. 1185 Código Civil) al haber incurrido en culpa.

Cuando el abandono es transitorio, habrá que analizar las cir​cunstancias para determinar si conserva la condición de conductor; por ejemplo, se baja del vehículo mientras le están suministrando gasolina o se baja para comprar un refresco, en cuyo caso mantiene su condición de conductor.

 El Propietario
No es quien tenga el derecho de propiedad conforme a las reglas del derecho común, ni quien tenga la guarda intelectual, sino quien aparezca como adquirente en el Registro Nacional de Vehículos y Conductores para el momento del accidente (Art. 48). La responsabilidad no se traslada a quien con posterioridad al accidente aparezca como adquirente, pues no se trata de una responsabilidad propter rem, como la garantía prevista por la Ley de 1927. Tiene evidentemente una gran ventaja para la víctima; no es necesario probar una cuestión de hecho como quién es el guardián, sea intelectual o jurídico. Es únicamente la persona que aparece como "adquirente" en el referido Registro, aun cuando lo haya adquirido con reserva de dominio (Art. 48 de la Ley), o haya dejado de ser propietario por un acto  que no haya sido inscrito en el Registro de Vehículos.

El Reglamento de la Ley de Tránsito Terrestre de 1998, que continúa vigente en todo lo que no sea contrario a la actual Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, dispone en su artículo 78 lo siguiente: “ El Registro Nacional de Vehículos será público y en él se incluirán el conjunto de datos relativos a la propiedad, características y situación jurídica de los vehículos, así como todo acto o contra​to, decisión judicial, administrativa o arbitral, que implique la constitución, declaración, adjudicación, modificación, limitación, gravamen, medida cautelar, traslación o extinción de la propiedad, dominio u otro derecho real, principal o accesorio sobre los vehículos, para que surta efecto ante las autoridades y ante terceros.”
La manera de interpretar dicho artículo es que ante las auto​ridades administrativas y ante las víctimas del daño producido por accidentes de tránsito, que son el objeto propio de la ley, el Registro Nacional de Vehículos sea el que determine quién es propietario; pero a los solos efectos de dicha ley, pues el Reglamento no puede crear una norma de carácter general, derogatoria de las normas legales que rigen la propiedad de los bienes muebles.

Tomando en consideración la citada disposición reglamentaria, la organización y el régimen establecido en las leyes anteriores para determinar quién es el propietario a los efectos de la responsabilidad civil por accidentes de tránsito, a nuestro juicio, el propietario es solamente la persona que aparezca como adquirente en el Registro de Vehículos (Art. 48 de la Ley vigente), en el momento del accidente.

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia ha dictaminado que "el legislador considera a un ciudadano propietario de un vehículo, frente a las autoridades y ante terceros cuando aparezca   como titular de un derecho real en el Registro Nacional de Vehículo (Sentencia N° 2843 del 19-11-2002).

De conformidad con el artículo 131 de la Ley: "Las empresas de arrendamiento financiero no están sujetas a la responsabilidad solidaria establecida en la Ley, salvo que para el momento del accidente la empresa aseguradora estuviese en posesión del vehículo", estableciendo así una excepción a la responsabilidad de quien aparezca como propietario en el Registro Automotor.

El Asegurador
Para que la empresa aseguradora sea responsable, es necesario que previamente el propietario haya contratado y esté vigente una póliza de seguro por responsabilidad civil derivada de accidentes de tránsito, que es una obligación impuesta al "propieta​rio" de los vehículos de motor, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley, al establecer como requisitos para poder circular "mantener en vigencia el seguro de responsabilidad civil". En cambio, para los vehículos de tracción a sangre no se exige el seguro de responsabilidad civil y es poco probable que el propietario o conductor lo contrate. La responsabilidad de asegurador es contractual, pero se deriva de un contrato dirigido, por cuanto la Ley y el Reglamento contienen estipulaciones obligatorias, que pueden ser normadas, además, por la Superintendencia de Seguros.

A pesar de la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil para que un vehículo a motor pueda circular, en Venezuela circulan miles de vehículos sin cumplir este requisito, lo que incide sobre la posibilidad de la víctima de obtener una reparación del propietario o del conductor, si éstos no tienen la suficiente solvencia.

Al existir una póliza vigente, el asegurador es solida​riamente responsable por la reparación de los daños causados como consecuencia de la circulación del vehículo asegurado.
En el Artículo 132 de la Ley le concede una acción directa a la víctima y a sus herederos contra el asegurador, dentro de los límites de la suma asegurada por el contrato. El asegurador no podrá oponerle a la victima las excepciones que tenga respecto del asegurado; pero podrá repetir de éste lo pagado a las víctimas, en los siguientes supuestos: no haber pagado el asegurado la prima en los términos convenidos; con su proceder el ejercicio de los derechos del garante; haber destinado el vehículo a usos normalmente no previsibles en el momento de la celebración del contrato, por los daños causados intencionalmente por el asegurado o con su complicidad; haber entregado el vehículo a un conductor incapacitado o inhabilitado para conducir a sabiendas de tal circunstancia y no mantener el vehículo con su diseño original, externo o interno en cuanto a las condiciones de seguridad y de buen funcionamiento exigidas por la ley (Art. 132).

La responsabilidad del asegurador está limitada al monto del seguro, correspondiéndole a las autoridades de tránsito determi​nar mediante Resolución el monto mínimo, sin excluir que en virtud del contrato entre el asegurado y el asegurador, éste pueda responder por sumas mayores.

Si fueron varias las víctimas y el total de las indemnizaciones excede de la suma asegurada, esta se dividirá proporcionalmente entre ellas. Si el asegurador prueba haber pagado de buena fe a algunas de las víctimas, queda liberado respecto de los demás hasta concu​rrencia con la cantidad asegurada (Art. 132 LTTT). Si hubiere pagado de buena fe la totalidad de la suma asegurada, quedará exonerado frente a las demás víctimas.

FUNDAMENTO DE LA RESPONSABILIDAD POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO
Responsabilidad por culpa hasta 1960
De acuerdo con la interpretación de la Sala Política y Administrativa del 25 de julio de 1941, la Ley de 1930 fundamentó  la responsabilidad por accidentes de tránsito exclusivamente en culpa probada del conductor, excluyéndose la aplicación de las responsabilidades complejas reguladas por el Código Civil. La Ley de 1955, principalmente por su defectuosa redacción, puso en duda si la responsabilidad continuaba fundamentada en la culpa, creando una simple presunción de culpa en contra del conductor, que fue la opinión dominante, o si podía derivarse de ella una responsabilidad objetiva.

Responsabilidad objetiva a partir de la Ley de 1960
A partir de la Ley de 1960 se establece una responsabilidad objetiva a cargo del conductor, del propietario y del asegurador, ya que a éstos no se les permite probar la ausencia de culpa para eximirse de responsabilidad. La única excepción que permite la ley es el hecho de la víctima y del tercero, que haga inevitable el daño y sea normalmente imprevisible para el conductor. Tanto la doctrina como la jurisprudencia predomina la tesis de ser una responsabilidad objetiva, bien sea por riesgo, o como la denominó Goldschmidt una responsabilidad por causalidad.

En sentencia de la Sala Civil de Casación del 30 de mayo de 1974, se pronunció en los siguientes términos: "A partir de la Ley sancionada en 1960 la responsabilidad del conductor (y con mayor razón la del propietario) no aparece basada en su culpabilidad, sino que la responsabilidad aparece fundamentada ahora en el principio objetivo de causalidad".

No hay duda sobre el carácter objetivo de la responsabilidad, porque no se le  permite a las personas responsables demostrar que actuaron con toda la diligencia necesaria para evitar la producción del daño; se precisa que sólo el hecho del tercero o de la víctima son causales eximentes de responsabilidad, cuando hayan sido inevitables e imprevisibles para el conductor. Estas excepciones en realidad no inciden sobre la culpa de ninguna de las personas responsables, simplemente rompen el vínculo de causalidad entre el hecho del vehículo y el accidente  (causa inmediata o directa del daño).
Responsabilidad por culpa o vínculo de causalidad
Algunos han querido ver en ciertas normas de la Ley una fundamentación de dicha responsabilidad en la culpa, sin descartar la responsabilidad objetiva, concretamente al establecer todas las leyes desde 1960 que en caso de colisión de vehículos se presume, hasta prueba  en contrario, que los conductores tienen igual responsabilidad por los daños causados (Art. 127 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre) y en la establecida írsele la Ley de 1996, según la cual.- “ se presume salvo prueba en contrario que es culpable de un acci​dente de tránsito, el conductor que en el momento del accidente se encontrase bajo los efectos de bebidas alcohólicas, de sustancias estupefacientes o psicotrópicas o que condujese a exceso de velocidad (Art. 129).”
A nuestro entender ninguna de las disposiciones mencionadas anteriormente puede conducirnos a pensar que la responsabilidad por accidentes de tránsito también está fundamentada en la culpa; por cuanto en ambos casos se trata más bien de cuestiones relativas al vínculo de causalidad.

La Colisión de Vehículos
La frase final del artículo 127 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, dice textualmente así: "En caso de colisión entre vehículos se presume, salvo prueba en contrario, que los conductores tienen igual responsabilidad por los daños causados". Igual redacción encontramos desde la Ley de 1960, donde aparece por primera vez.

En  esta norma el texto no se hace referencia alguna a presunción de culpa, sino presunción de responsabilidad .Esta redacción corresponde al fondo de lo que se quiere expresar porque no se trata de imputarle igual culpa a los conductores de los vehículos que hayan chocado (sean dos o más) sino imputarle igual medida en el vínculo de causalidad entre el hecho de cada vehículo y el accidente, y en consecuencia con el daño. Tratándose de una responsabilidad objetiva, de una responsabilidad por causalidad, como también se la denomina, la culpa solo influye excepcionalmente.

En la colisión de vehículos, como en todo caso en el cual intervengan dos o más cosas, es necesario determinar cuál ha sido la causa o las causas del daño. Para ello es necesario analizar si hay un vínculo de causalidad jurídico adecuado entre los hechos imputables a los conductores de los vehículos que han intervenido en el accidente y el daño. El resultado puede ser que ambas hayan concurrido a la producción del daño en la misma medida, habiendo incurrido en los supuestos de la norma que comentamos, o que alguno de ellos haya tenido mayor influencia en la producción del daño, o que la causa del daño sea imputable exclusivamente a uno de los conductores. Un ejemplo nos permitirá aclarar el concepto. Supongamos que un conductor que viene a una velocidad reglamentaria y al cruzar la intersección teniendo el semáforo luz verde, continúa a la misma velocidad y repentinamente se encuentra con un automóvil que atraviesa la intersección, violando la luz roja del semáforo, excediendo en gran medida la velocidad reglamentaria. Si el conductor del primer vehículo no pudo maniobrar para esquivar la colisión, es evidente que invocará como excepción el hecho del tercero que para el conductor fue imprevisible e inevitable. Es evidente que la causa del daño está en el segundo vehículo que atravesó intempestivamente el cruce de vía, violando las normas de tránsito.

Si la velocidad de ambos vehículos excedía la reglamentaria, pero uno de ellos atravesó la intersección violando la luz roja, es este último el que ha tenido una mayor implicación en la producción del daño.

Se presume que ambos vehículos vienen a la velocidad reglamentada, cumpliendo todas las normas sobre tránsito, frenan y por este motivo chocan; pero han detenido los vehículos por el hecho de tercer vehículo, que atraviesa el cruce teniendo el semáforo luz roja y a toda velocidad, sin colidir con ninguno de los dos vehículos mencionados en primer lugar, y sin sufrir ningún daño, parece obvio que en este caso la causa adecuada de los daños sufridos por los dos vehículos ha sido el imprevisible e inevitable hecho del tercero, rompiéndose de esta manera el vínculo de causalidad entre la colisión y el daño.

La norma al establecer “salvo prueba en contrario", sólo presume que ambos vehículos han tenido igual implicación en el daño; pero ello no excluye que no pueda demostrar que el hecho del otro vehículo, fue para su conductor un hecho im​previsible e inevitable.
Al destruir el vínculo de causalidad entre el hecho de uno de los vehículos sólo puede presumirse que el conductor del otro vehículo fue la causa jurídica del daño.

La culpa sólo incide indirectamente, no se responde por no haber incurrido en culpa, sino que ésta ha servido para determinar el vínculo de causalidad.

Para establecer la responsabilidad de cada uno de ellos, será necesario precisar la influencia que tuvo cada vehículo en la producción del daño, que es precisamente la regla establecida en el artículo 1189 Código Civil, cuando el hecho de la víctima ha contribuido a causar el daño "la obligación de repararlo se disminuirá en la medida en que la víctima ha contribuido a aquél". La culpa sólo puede intervenir de una manera indirecta, para determinar la medida en que cada uno ha contribuido a causar el daño; tratándose de una responsabilidad objetiva habrá que analizar los hechos que puedan atribuirse a cada vehículo en la producción del daño para determinar cuál ha sido la causa adecuada del daño.
La ausencia de culpa de uno de los conductores y el hecho culposo del otro pueden incidir en el vínculo de causalidad, si uno de los conductores se ha detenido en una intersección, respetando la luz roja del semáforo, y otro vehículo lo choca por de tras, es evidente que la causa adecuada del daño ha sido el hecho del segundo vehículo. Con mayor razón, si el primer vehículo estando la luz verde en el semáforo atraviesa la intersección, y otro vehículo que, irrespetando la luz roja continúa su tránsito, chocando al primer automóvil, en cuyo caso fue el hecho del segundo vehículo, cuyo conductor ha violado la señal de tránsito, ha sido la causa adecuada del daño, siendo su conductor el único responsable.

No se trata de una presunción de culpa, sino de una presunción de responsabilidad. En el caso de colisión, salvo prueba en contrario, se presume que ambos vehículos han contribuido en la misma medida a la producción del daño.

Al señalar la norma  "salvo prueba en contrario", esto significa que cada una de las partes puede alegar y probar hechos que destruyan total o parcialmente el vínculo de causalidad, por lo cual pensamos que pueden presentarse cuatro situaciones distintas:
1. Si los demandados no logran probar un hecho de algunos de los vehículos intervinientes en el accidente que destruya el vín​culo de causalidad, los conductores, propietarios y aseguradores de
ambos vehículos deberán pagar la totalidad del daño producido a la otra parte, procediendo una compensación parcial del monto de los daños en favor de quien ha sufrido daños por una cantidad inferior.
Si "A" sufrió daños por cuatro y "B" daños por seis, producida la compensación, "B" deberá pagar a "A" la diferencia de dos.
2. Si uno de los intervinientes en la colisión "A" alega y existe prueba en el juicio que esta se produjo exclusivamente por el hecho del otro vehículo "A" está exento de toda responsabilidad y "B" deberá
pagar la totalidad de los daños sufridos por "A".
3. Si ambos alegan y prueban que la colisión se produjo exclusivamente  por un hecho inevitable e imprevisible de un tercero, éste será el único responsable de los daños causados a ambos vehículos.
4. Si ambas partes alegan y hay pruebas de hechos imputables a la parte contraria, el Juez deberá determinar en qué medida ha contribuido el hecho de cada vehículo en la producción del daño y sobre esta base procederá a repartir la responsabilidad entre ambos, en consideración a la contribución de cada uno en la generación del daño.
Uso de drogas y exceso de velocidad
En el artículo 129 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, expresa: “ Se presume, salvo prueba en contrario, que el conductor es responsable de un accidente de tránsito cuando al ocurrir este el conductor se encuentra bajo los efectos de bebidas alcohólicas, de sustancias es​tupefacientes o psicotrópicas o conduzca a exceso de velocidad.”
Existe un cambio en la redacción respecto a las leyes anteriores que decían "Se presume, salvo prueba en contrario, que es culpable de un accidente”. Con buen criterio, el legislador ha cambiado la palabra "culpable" por "responsable". En efecto, el conductor que en el momento del accidente se encontrase bajo los efectos de bebidas alcohólicas, de sustancias estupefacientes o psicotrópicas o que con​dujese a exceso de velocidad ha incurrido en culpa; es responsable de conformidad con el artículo 1185 del Código Civil.

Para que funcione la presunción de responsabilidad prevista en el artículo 129 de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, es necesario que se pruebe ese hecho culposo, por lo cual no podemos hablar de presunción de culpa. A nuestro juicio, se trata de una presunción de causalidad: el accidente se debió a uno de los hechos antes expresados; pero esa presunción de causalidad es, como siempre, una presunción juris tantum, que puede ser desvirtuada probando que otro hecho fue la causa del daño.

El conductor de un vehículo puede transitar a una velocidad ligeramente superior a la reglamentaria; si hay prueba de que el hecho imprevisible e inevitable de un tercero (por ejemplo, conducir embriagado), ésta fue la causa adecuada del daño, o y no el exceso de velocidad del primero. Quedaría excluido el exceso de velocidad como causa del daño.

Por lo tanto en ambos casos se trata de presunciones de la existencia de un vínculo de causalidad.

.DEFENSAS DE LOS DEMANDADOS
Fundamento Legal

Desde la Ley de 1960, incluida la vigente, se establece como única defensa de los demandados (conductor, propietario y asegurador) "un hecho de la víctima o de un tercero que haga inevitable el daño o sea normalmente imprevisible para el conductor".

El hecho de la víctima o de un tercero que reúna los requisitos de inevitabilidad del daño y su imprevisibilidad para el conductor constituyen causa extraña no imputable que rompe el vínculo de causalidad entre la cosa (el vehículo) y el hecho generador del daño (el accidente). Es lo que la doctrina francesa ha denominado: la impli​cación del vehículo como requisito de esta responsabilidad.

Hecho de la Víctima
Tanto el hecho de la víctima como del tercero deben ser imprevisibles e inevitables para el conductor, no es necesaria la culpa de la víctima. Cuando los hechos no culpables de la víc​tima pueden ser causa de exoneración (Según dice. Acedo Sucre); por ejemplo, el peatón que se resbala de la acera (hecho no culposo), cae a la calzada por donde circulan normalmente vehículos y es atropellado  por un automóvil que no ha sobrepasado el límite de velocidad Reglamentaría. Es evidente que en este caso la causa adecuada del daño sufrido por el peatón ha sido el resbalón accidental (hecho no culposo de la víctima), y no el hecho del automóvil, para cuyo conductor ha sido normalmente imprevisible e inevitable el arrollamiento.

Si hubiese culpa del tercero, pueden presentarse varias situa​ciones: el hecho del tercero es la única causa del daño; a) si conducía un vehículo, se aplicarán las disposiciones de la Ley de Tránsito y Transporte Terrestre; b) si el daño ha sido causado por una cosa que no es un vehículo, se aplica el artículo 1193 Código Civil; c) si no hay implicación de ninguna cosa, la responsabilidad se rige por el artículo 1185 Código Civil; d) si e) tercero ha contribuido a causar el daño, responderá solidariamente con el conductor y el propietario.
El Hecho del Tercero
Se entiende como terceros a quienes, siendo personas distintas al conductor, hayan intervenido en el accidente y hayan incurrido en hechos que constituyan causas del daño.

Al ser el hecho del tercero imprevisible e inevitable (aplicando un criterio de normalidad, de lo que suele suceder) éste constituye la causa jurídica del daño; no el hecho del vehículo que solo ha desempeñado un papel incidental en la producción del mismo. Si una persona se cae de un cuarto piso del un edificio, por un hecho accidental o por su propia voluntad (culpa), sobre un vehículo en circulación, no existe vínculo de causalidad entre la implicación del vehículo y el daño causado a éste, o a terceros; ha sido exclusivamente la caída de la persona sobre el vehículo la causa jurídica del daño (la causa adecuada).

El hecho de la víctima o del tercero que reúnan los requisitos antes mencionados, constituye excepciones comunes al conductor, al propietario y al asegurador, ya que rompen el vínculo de causalidad entre el daño y la intervención del vehículo.

Al excluir el hecho del tercero la responsabilidad del conductor el propietario y su asegurador, se establece un vínculo de causalidad  entre el daño y el hecho del tercero. Si éste ha incurrido en culpa, será el único responsable del daño causado en virtud de la responsabilidad ordinaria por hecho ilícito (Art. 1185 Código Civil) y la acción de la víctima solí prescribirá a los diez años.

Características Comunes al Hecho de la Víctima y del Tercero
El daño causado por un accidente de tránsito se debe a la implicación de un vehículo conducido por una persona, que es su conductor. En consecuencia, el hecho de la víctima o de un tercero debe ser tanto inevitable como imprevisible para el conductor. Éste es quien puede evitar el daño que se podría producir por la acción del vehículo, bien sea maniobrando o deteniendo el vehículo oportunamente, siempre que las circunstancias en que se encuentra así lo presentan.

La inevitabilidad del daño debe ser analizada teniendo en consideración la situación concreta que se presenta en el momento del accidente, lugar del accidente, velocidad permitida, existencia o no de obstáculos que impidan la circulación, la prudencia que debe tener el conductor cuando transita, la presencia de peatones, aun cuando ello estuviere prohibido, y demás condiciones que hagan o no posible que ocurra el accidente. Hechos subjetivos que afecten al conductor, tales como su enfermedad, no son causas de exclusión de la responsabilidad con un criterio de normalidad, lo que suele suceder, en cuanto a las circunstancias objetivas del accidente.

5. El Caso fortuito
Analizamos el caso fortuito o fuerza mayor, que no aparece en ninguna de las leyes desde la de 1960 hasta la vigente, al haberse controvertido en la doctrina y jurisprudencia nacional si tal defensa es o no procedente.

Con motivo de la discusión del proyecto presentado por el Ejecutivo en 1960, la Cámara de Diputados eliminó el "caso fortuito o fuerza mayor" como eximente de responsabilidad, limitándolo al hecho de  la víctima o del tercero, que reuniera las condiciones de inevitabilidad e imprevisibilidad del daño por el conductor. De esta manera se llegó a la redacción del artículo 21 de la Ley de 1960.
Esta exclusión mereció la crítica del Dr. Goldschmidt quien considero "ser muy severo al respecto y que negar la fuerza mayor y descartarla completamente como causal de exclusión de responsabilidad no es factible".

Melich considera que "no es fácil justificar tal decisión, pronosticando que los tribunales no tardarán en acudir a ciertos artificios para escapar al exagerado rigor de la presunción".

Otros autores como Henríquez La Roche, Alcalá De Armas, se han pronunciado por una interpretación literal de la Ley, excluyendo el caso fortuito como causal eximente de responsabilidad.

Acedo Sucre, opina  que este asunto debe tratarse como un problema de causalidad, pues la fuerza mayor destruye el vínculo de causalidad entre la cosa y el hecho generador del daño. Éste ha sido el criterio admitido por la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil en sentencia del 30 de mayo de 1974, según el cual: “La ocurrencia de un evento calificable como de fuerza mayor o caso fortuito, siempre que provenga de causa exterior al vehículo de acuerdo con el espíritu del precepto, produce la ruptura del nexo causal entre el comportamiento del obligado y el hecho dañoso a indemnizar por lo que al producirse la fractura del nexo causal la obligación carecerá de uno de sus presupuestos fundamentales.”
En consecuencia, el hecho de la naturaleza, exterior al vehículo, exime tanto al conductor como al propietario.

Al tratar sobre la responsabilidad por el hecho de las cosas en general, hemos dicho que solamente el caso fortuito o fuerza mayor exterior a la cosa, produce la ruptura del nexo causal entre la cosa y el hecho generador del daño, porque en caso de ser un hecho interno de la cosa (vicio, defecto, desgaste, mala instalación) no se rompe tal vínculo; la cosa es la causa adecuada del daño, por ejemplo, el accidente provocado por cualquier defecto en el mecanismo de la cosa o en su fabricación, aun ignorado por el guardián o el propietario, no lo exime de responsabilidad, porque subsiste este vínculo entre la cosa y el daño. Distinto es el caso de un hecho exterior; por ejemplo, si mientras una persona está conduciendo un automóvil se produce una súbdita inundación que arrastra al vehículo, y el conductor no puede evitar que choque contra la pared de una casa y la tumbe, caso en el cual es evidente que la causa generadora del daño ha sido la inundación (fuerza mayor) y no el vehículo, pues aun siendo la intervención del vehículo un antecedente necesario del daño, no fue su causa adecuada.

El caso fortuito exterior,  dispensa al conductor, al propietario y a su asegurador, porque se rompe el vínculo de causalidad entre el hecho del vehículo y el daño causado. La inunda​ción, el terremoto, el hecho del príncipe que han sido imprevisibles e inevitables para el conductor y para el propietario hacen cesar su responsabilidad, porque rompen el vínculo de causalidad.

En cambio, el hecho interior no constituye causa eximente de responsabilidad, porque en tal caso no se rompe el vínculo de causalidad entre el hecho del vehículo y el daño, éste ha sido causado por el vehículo, aun cuando no haya habido culpa del conductor ni del propietario, porque se trata de una responsabilidad objetiva, responsabilidad por riesgo o por causalidad. Sin embargo, la responsabili​dad del conductor y del propietario no tienen por qué ser idénticas. La fuerza mayor interna no es previsible en todos los casos para el conductor; pero sí puede serlo para el propietario.

Es indudable que la inevitabilidad del hecho del tercero o de la víctima, atañe fundamentalmente a quien conduce el vehículo. Si un peatón se lanza intempestivamente a la calzada, el propietario nada puede hacer; sólo el conductor está en capacidad de ejecutar una maniobra que impida el arrollamiento. Si el conductor lo logra también el propietario quedará exento de responsabilidad, pues es fundamentalmente su garante.

Tratándose de fuerza mayor (hecho de la naturaleza o del príncipe), éste puede ser imprevisible, tanto para el conductor como  para el propietario. Por ejemplo, que un lugar por donde transite el automóvil se inunda en invierno es previsible; pero si es un lugar que jamás se ha inundado el hecho es imprevisible para ambos. El hecho de tener el vehículo un defecto de fabricación o de mantenimiento puede ser imprevisible para el conductor y no serlo para el propietario. Éste tiene la obligación de mantener el vehículo en buenas condiciones, de hacerle las reparaciones mayores que requiera, de informarse al adquirir el vehículo, especialmente si es de segunda mano, que éste no ha intervenido en un choque (lo que causa fallas a la estructura), si ha sido reconstruido, si el dueño anterior ha cumplido con su obligación de hacerlo revisar periódicamente por un taller autorizado por el fabricante. El incumplimiento de tales deberes viola su obligación de evitar daños a terceros. En este caso, es evidente que el propietario no puede alegar la fuerza mayor, porque ha incurrido en culpa; el propietario no puede alegar el caso fortuito o fuerza mayor interior (ruptura del sistema de frenos o de la dirección del vehículo). En cambio, podrá alegar el caso fortuito exterior (la inundación, el encandilamiento del conductor por las luces de otro vehículo).

Estamos en presencia de una responsabilidad objetiva y que para el propietario ella se fundamenta en el riesgo que pone en la sociedad al introducir en ella una cosa de la cual obtiene provecho de su utilización (riesgo provecho). Como contrapartida a esas ven​tajas tiene la carga económica de indemnizar los daños que cause su vehículo a terceros.

El Hecho Interior del Vehículo no Exonera al Propietario
El argumento principal que se han esgrimido para re​chazar que sólo el hecho exterior al vehículo pueda constituir causa extraña no imputable (siempre que se trate de un hecho imprevisible e inevitable), ha sido imponerle una carga demasiado grande al conductor, quien en definitiva, a menos que sea el propietario del vehículo, es sólo una persona conectada transitoriamente con el vehículo, bien sea accidentalmente o por una relación de dependencia, no derivando generalmente ningún provecho personal; ni ha sido el conductor quien ha puesto un riesgo especial en la sociedad al manejar un vehículo, En cambio, el propietario es, en la generalidad de los casos, la persona que obtiene un provecho económico, o por lo menos de comodidad por el uso del vehículo; es en definitiva quien ha puesto el riesgo la sociedad. Por ello, aun cuando el conductor y el propietario son solidariamente responsables, sabemos que los deudores solidarios pueden estar obligados de distinta manera (Art. 1122 Código Civil).

El propietario es fundamentalmente garante de la responsabi​lidad del conductor y en principio se puede aprovechar de todas las defensas que éste tuviese en contra de la víctima. Pero no es necesariamente así, porque el conductor y el propietario no están en una misma posición.

En la doctrina francesa se ha distinguido la guarda de la estructura de la guarda de la utilización. El conductor es guardián material de la utilización, pero no de la estructura, porque en el momento en que el propietario pone el vehículo en manos del guardián material, sólo le está transfiriendo la utilización del vehículo; pero no su estructura. Por el hecho de ser conductor, especialmente si se trata de una persona que transitoriamente conduce el vehículo, no se supone que éste deba mantener el vehículo en buenas condiciones, cerciorarse de no tener vicios de fabricación, de no haber sufrido un daño al haber intervenido en accidentes anteriores. En cambio, el propietario sí tiene tales obligaciones, y por ello continúa manteniendo la guarda de la estructura; sólo traslada al conductor la guarda de la utilización. Como corolario de lo anteriormente expuesto, la fuerza mayor para exonerar al propietario debe ser un hecho externo a la cosa, como lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia. El conductor sólo tiene la guarda de la utilización, por ello debe tratarse con menor rigor y permitirle que se exonere de su responsabilidad también por un hecho interno, que le es imprevisible y cuyas consecuencias pueden serle inevitables.

El hecho externo a la cosa (inundación, terremoto) es imprevisible para el conductor como para el propietario y por consiguiente, exonera de responsabilidad a ambos.

En cambio, el hecho interno que sólo es imprevisible e inevitable para el conductor no exonera al propietario, pues éste como guardián de la estructura, debe precaverse de los hechos internos que puedan afectar al vehículo; que ni son inevitables ni imprevisibles para el propietario.

Tratándose de una responsabilidad objetiva, el legislador puede excluir la fuerza mayor, tomando en consideración que el propietario es quien se aprovecha en todo caso del vehículo, el conductor no propietario generalmente no obtiene provecho por el uso del mismo, y sería contrario a la equidad imponerle una carga tan fuerte, como puede ser el daño causado por el vehículo.

El conductor puede exonerarse de su responsabilidad por fuerza mayor interna o externa, porque respecto de él se rompe el vínculo de causalidad entre la intervención de la utilización del vehículo y el accidente; en cambio, el propietario tiene que demostrar la fuerza mayor exterior para romper el vínculo de causalidad entre la estructura del vehículo y el accidente. El propietario no puede alegar el caso fortuito o fuerza mayor interior (ruptura de frenos o de la dirección del vehículo). En cambio, podrá alegar el caso fortuito exterior (la inundación, el encandilamiento del conductor por las luces de otro vehículo).

El Vehículo Inerte
Aplicando el criterio de la guarda de las cosas, mientras el conductor no haya entregado la cosa a un tercero o se haya desprendido de su control definitivamente; por ejemplo, dejándolo en un garaje particular, la cosa continúa bajo su guarda.

La jurisprudencia francesa considera que continúa siendo responsable el guardián del vehículo, así esté inerte, en aquellos casos en los cuales todavía tiene la facultad de volver a tomar el control del vehículo; por ejemplo, habiéndolo dejado en la tarde en el garaje, lo toma nuevamente por la mañana para continuar conduciéndolo.

El conductor no es propiamente el guardián y por ello al abandonar el vehículo deja de ser su conductor, al no tener el control físico de la cosa.

En el Reglamento de la Ley de Tránsito Terrestre define en el artículo 231.-  la parada breve: detención de un vehículo sin apagar el motor para recoger o dejar personas o cosas sin interrumpir el normal funcionamiento del tránsito; parada: inmovilización de un vehículo por tiempo breve para tomar o dejar personas o cargar o descargar cosas. Es evidente que en el caso de paradas, tal como la define el Reglamento, el conductor sigue teniendo el control físico del vehículo y por consiguiente, en caso de accidente se aplica la responsabilidad especial por tránsito terrestre. No puede llegarse al extremo de considerar que el conductor pierde ese carácter por haberse separado momentáneamente del vehículo; por ejemplo, se baja del automóvil para comprar un periódico y de inmediato sigue conduciéndolo.

Ahora, si lo estaciona toda la mañana mientras está trabajando en otro lugar al no tener su control físico pierde la condición de conductor, en cuyo caso no es aplicable la responsabilidad especial por accidentes de tránsito. Sin embargo, debe señalarse que si lo estaciona en un lugar prohibido o inadecuado, incurre en culpa y por consiguiente, el conductor es responsable por el hecho ilícito en que ha incurrido de conformidad con el Art. 1185 Código Civil; pero el propietario y su asegurador no responden en tal caso.

Vehículos de Tracción de Sangre
En la mayoría de las legislaciones extranjeras se excluyen los vehículos de tracción de sangre del régimen de la responsabilidad por accidente de tránsito.
En Venezuela, el Reglamento de la Ley de Tránsito Terrestre expresa que "los propietarios así como los conductores de vehículos de tracción de sangre tendrán los mismos derechos y obligaciones que los conductores y propietarios de vehículos a motor, en cuanto les sean aplicables" (Art. 133). Por ello están regidos por la responsabilidad especial por accidentes de tránsito.

Sin embargo, no están comprendidos en dicha categoría las patinetas, velocípedo y cosas similares porque no están destinadas a circular por las vías públicas y ni siquiera por las vías privadas de uso público. El hecho del hombre es lo principal en el uso de tales objetos, siendo la cosa un simple accesorio. Pretender que se trata de un accidente de tránsito sería parecido a considerar que agredir a una persona con un bastón estamos en presencia de daños producidos por cosas. Según el art. 316 del citado Reglamento, los conductores de tales objetos tienen los mismos derechos y obligaciones de los peatones. 
En relación  a los aparatos movidos por la acción de un animal, la responsabilidad también que está regida por la responsabilidad por el hecho de los animales, que es el factor principal en la producción de un daño.

En cambio, se justifica que tratándose de accidentes producidos por medios usuales de transporte, como una bicicleta, se aplique la responsabilidad especial por accidentes de tránsito.

Pérdida del Control Físico del Vehículo
En el  Artículo 128 del Decreto Ley de Tránsito y Transporte Terrestre dispone: "Los propietarios no serán responsables de los daños causados por sus vehículos cuando hayan sido privados como consecuencia de hurto, robo o apropiación indebida".

Parecería que esa defensa sólo puede ser opuesta por el pro​pietario, y es evidente que en tales casos el conductor también queda exento de responsabilidad porque se ha roto el vínculo de causalidad entre el hecho del vehículo y el accidente, en cuyo caso el hecho preponderante para producir el daño fue el hecho del ladrón.

El hecho del ladrón, es para el propietario imprevisible e inevitable, rompe el vínculo de causalidad entre el vehículo y el accidente. El conductor que ha sido despojado de vehículo pierde su condición de tal; deja de ser conductor al no tener el  control físico del vehículo.

En caso de robo, hurto o apropiación indebida, por requisición de la autoridad competente (como decía la Ley de 1996) o cualquier otro hecho, aun no culposo de un tercero (haberse confundido cre​yendo que era su propio vehículo), la persona que tenía la posesión material del vehículo hasta el momento de la desposesión, deja de ser su conductor al haber perdido contra su voluntad el control físico sobre el mismo. A partir de la desposesión, es el ladrón quien debe ser considerado como conductor, pues es quien de hecho tiene el poder de dirección y control para el momento del accidente.

Aun cuando la Ley limita esta defensa cuando ocurren los casos señalados, cualquier hecho de un tercero contra la voluntad del conductor o del propietario son a nuestro juicio suficientes para eximir a los presuntos responsables; por ejemplo, la "requisición forzosa" que estaba prevista en la Ley de 1996 (eliminada en el Decreto Ley en 2001, o si un tercero usa el vehículo, sin autorización del propietario, ni del conductor, lo toma prestado o se confunde creyendo que es suyo el vehículo.

En todos estos casos, también queda exonerado el conductor de toda responsabilidad, al no tener el control físico del vehículo, aplicando la definición contenida en el artículo 151 del Reglamento de la Ley.

Sin embargo, pensamos que el conductor que ha facilitado la apropiación indebida; por ejemplo, dejando el automóvil abierto y con las llaves del encendido puede ser responsable, por haber incurrido en culpa y ser coautor del daño, en virtud de la responsabilidad civil ordinaria (Art. 1185 Código Civil).

Cuando el vehículo es objeto de arrendamiento financiero, se excluye la responsabilidad del propietario arrendador, salvo que éste en posesión del vehículo para el momento del accidente. (Art. 131).
El Hecho Interior del Vehículo no exime al Propietario de su Responsabilidad
El hecho interior del vehículo que causa un daño, es imprevisible para el conductor y generalmente, también es inevitable al no haber podido conducir en forma apropiada el vehículo, a menos que huya incurrido en culpa; por ejemplo, no haber sabido como evadir la acción intempestiva del vehículo que ha sufrido un accidente en sus mecanismos (por ejemplo, el sistema de frenos o dirección).

La responsabilidad del conductor, el propietario y en consecuencia su asegurador, es una responsabilidad objetiva; y por consiguiente, la ausencia de culpa por parte del propietario no lo excluye de su responsabilidad; no podrá probar que desconocía el defecto del vehículo.

Por ello, parte de la doctrina considera que sólo el hecho exterior puede eximir al propietario de su responsabilidad.

En Francia se ha utilizado la distinción entre guarda de la estruc​tura y guarda de la utilización para llegar a esta conclusión, basándose en que la guarda de la estructura no se traslada a la persona a quien se ha entregado la cosa conservando el propietario la guarda de la estructura y en consecuencia es responsable de los daños producidos como consecuencia de un defecto en los mecanismos del vehículo.

La situación del Conductor como Víctima
En otras legislaciones se ha previsto expresamente la situación del conductor frente al propietario, cuando el accidente no se ha debido a su culpa, o ha concurrido con ella.

La Ley nada dice sobre el particular. Tratándose de un traba​jador del propietario, es evidente que proceden las indemnizaciones  previstas en la Ley del Trabajo por accidentes de trabajo, a menos que el conductor hubiese provocado intencionalmente el accidente (Art. 563 LOT).

En cambio si  el conductor utiliza el vehículo gratuitamente por su propia cuenta, no está amparado por la responsabilidad especial por accidentes de tránsito.

En este supuesto, en que la víctima tiene la posibilidad de reclamar los daños por hecho ilícito (Art. 1185 Código Civil) probando la culpa, no pudiendo hacerlo por la responsabilidad por daños causados por las cosas (Art. 1193 Código Civil), pues en tal caso le ha sido transferida la guarda del vehículo.

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN

El Decreto Ley establece un lapso de doce meses a partir de la fecha del accidente para intentar la acción (Artículo 134 Ley de Tránsito y Transporte Terrestre.-  Las acciones civiles a que se refiere este Decreto Ley para exigir la reparación de todo daño prescribirán a los doce (12) meses de sucedido el accidente. La acción de repetición a que se contrae el artículo anterior prescribirá en igual término, a partir del pago de la indemnización. correspondiente).

La acción del asegurador contra el asegurado, en los casos que proceda será igualmente de doce meses, pero a partir de la fecha del pago a la víctima.

PROCEDIMIENTO PARA SUSTANCIAR LA PRETENSIÓN POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO

Se seguirá el procedimiento oral previsto en el Código de Procedimiento Civil (Arts. 859 al 880 Código Civil) salvo lo dispuesto en el Código Procesal Penal. La acción civil se seguirá ante el Tribunal competente por la cuantía, en la circunscripción donde ocurrió el accidente (Artículo 150 Ley de Tránsito y Transporte Terrestre,- El procedimiento para determinar la responsabilidad civil derivada de accidentes de tránsito en los cuales se hayan ocasionado daños a personas o cosas, será el establecido para el juicio oral en el Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Orgánico Procesal Penal sobre la reparación de daños. 
  La acción se interpondrá por ante el Tribunal competente según la cuantía del daño, en la circunscripción donde haya ocurrido en hecho. ).

RESPONSABILIDAD CIVIL DEL DAÑO CAUSADO POR ACCIDENTE DE TRÁNSITO  CON LA NUEVA LEY DE TRASPORTE TERRESTRE  DE LA REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA SEGÚN GACETA 38.985 DE FECHA 1º DE AGOSTO DE 2008
El ámbito de aplicación de esta responsabilidad lo encontramos en la Nueva Ley de Transporte Terrestre Artículo 1º .La presente Ley tiene por objeto la regulación del transporte terrestre, a los fines de garantizar el derecho al libre tránsito de personas y de bienes por todo el territorio nacional, la realización de la actividad económica del transporte y de sus servicios conexos, por vías públicas y privadas de uso público, así como lo relacionado con la planificación, ejecución, gestión, control y coordinación de la conservación, aprovechamiento y administración de la infraestructura, todo lo cual conforma el Sistema Nacional de Transporte Terrestre.
Quedan exceptuados de la presente Ley los transportes sobre rieles que se rigen por sus leyes especiales.
La Finalidad del Nuevo Sistema 

Artículo 2. El Sistema Nacional de Transporte Terrestre tiene como finalidad ordenar, transformar y orientar el sector hacia su pleno desarrollo. Asimismo, la ejecución de la infraestructura que se requiere para operarlo de manera eficiente y la coordinación de los órganos competentes del Poder Público, en la rectoría, planificación y ejecución de los procedimientos para el control del transporte terrestre. 

La nueva ley establece  competencia en lo que se refiere a los órganos: según los artículos  4, 5, 6, y 7 de la novísima ley. Artículo 4. La regulación del transporte terrestre corresponde a los organismos competentes en esta materia. La competencia se distribuye entre el Poder Público Nacional, Estadal y Municipal.
DE LA COMPETENCIA DEL PODER PÚBLICO NACIONAL
Articulo 5. Es de la competencia del Poder Público Nacional, en materia de transporte terrestre,  lo  relacionado con  licencias de conducir, el  Registro Nacional de Vehículos y de Conductores y Conductoras, tipología de unidades de transporte, condiciones de carácter nacional para la prestación de los servicios de transporte de uso público y de uso privado de personas, el transporte terrestre público de pasajeros y pasajeras en rutas suburbanas e interurbanas, sin menoscabo de las competencias que la ley y los reglamentos atribuyan a los municipios o gobiernos metropolitanos, el transporte de carga, la circulación en el ámbito nacional, el régimen sancionatorio, el control y fiscalización del tránsito en la vialidad, sin perjuicio de las competencias de los estados y municipios, los servicios conexos de carácter nacional, los procedimientos por accidentes de tránsito, las normas técnicas y administrativas para la construcción, mantenimiento y gestión de la vialidad, así como la actuación en el otorgamiento de concesiones,  el ordenamiento de  las estaciones  de  peajes,  el establecimiento de las tarifas en el ámbito nacional y las demás que le atribuya la ley.
DE LA COMPETENCIA DEL PODER PÚBLICO ESTADAL
Artículo 6. Es de la competencia del Poder Público Estadal, en materia de transporte terrestre, la conservación, administración y aprovechamiento de las carreteras y autopistas nacionales, en coordinación con el Poder Público Nacional, el servicio de transporte terrestre público y terminales de pasajeros y pasajeras interurbanos de carácter estadal, la ejecución, conservación, administración, aprovechamiento y el control de la circulación de las vías terrestres estadales y el destino de las multas impuestas, de conformidad con lo previsto en esta Ley.

DE LA COMPETENCIA DEL PODER PÚBLICO MUNICIPAL
Artículo 7. Es de la competencia del Poder Público Municipal, en materia de transporte terrestre, la prestación del servicio de transporte terrestre público urbano y el establecimiento de zonas terminales y recorridos urbanos, para el transporte suburbano e interurbano de pasajeros y pasajeras con origen y destino dentro de los limites de su jurisdicción, bajo las normas de carácter nacional aplicables, así como las condiciones de operación de los servicios de transporte terrestre público y privado en el ámbito de su jurisdicción; la ingeniería de tránsito para la ordenación de la circulación de vehículos y personas de acuerdo con las normas de carácter nacional; las autorizaciones o permisos de vehículos a tracción de sangre: la construcción y mantenimiento de la vialidad urbana; los servicios conexos; el destino de las multas impuestas de conformidad con lo previsto en esta Ley; el control y fiscalización de tránsito, según la normativa de carácter nacional y las demás que por su naturaleza le sean atribuidas. Cualquier restricción de circulación que los municipios deseen aplicar debe ser evaluada y aprobada por el ministerio del poder popular con competencia en materia de transporte terrestre. 

Responsables: El conductor o la conductora, el propietario o la propietaria Según el Articulo 71 Se consideran propietarios o propietarias quien figure en el Registro Nacional de Vehículos y de conductores y conductoras como adquiriente, aun cuando lo haya adquirido con reserva de dominio. Sobre las empresas aseguradoras. 

Responsabilidad Civil Por accidente de Transito 

Artículo 192. El conductor o la conductora, o el propietario o la propietaria del vehículo y su empresa aseguradora, están solidariamente obligados u obligadas a reparar todo daño que se cause con motivo de la circulación del vehículo, a menos que se pruebe que el daño proviene de un hecho de la víctima, o de un tercero que haga inevitable el daño; o que el accidente se hubiese producido por caso fortuito o fuerza mayor. Cuando el hecho de la victima o del tercero haya contribuido a causar el daño, se aplicará lo establecido en el Código Civil. En caso de colisión entre vehículos, se presume, salvo prueba en contrario, que los conductores o las conductoras tienen igual responsabilidad civil por los daños causados.
LÍMITE DE RESPONSABILIDAD DE LOS PROPIETARIOS O PROPIETARIOS DE LOS VEHÍCULOS
Artículo 193. Los propietarios o propietarias no serán responsables de los daños causados por sus vehículos cuando hayan sido privados de su posesión como consecuencia de hurto, robo o apropiación indebida.
Accidentes de Transito Bajo Efectos de Alcohol u otras sustancias

Artículo 194. Se presume, salvo prueba en contrario, que el conductor o la conductora es responsable de un accidente de tránsito cuando al ocurrir éste, se encuentre bajo los efectos de bebidas alcohólicas, de sustancias estupefacientes y psicotrópicas, o conduzca a exceso de velocidad. Al conductor o conductora se le practicará el examen toxicológico correspondiente, el cual podrá realizarse a través de pruebas e instrumentos científicos por parte de las autoridades competentes del transporte terrestre al momento de levantar el accidente. Los mecanismos e instrumentos para la práctica del examen, serán desarrollados en el Reglamento de esta Ley.
Prescripción de las acciones civiles
Artículo 196. Las acciones civiles a que se refiere esta Ley para exigir la reparación de todo darlo prescribirán a los doce (12) meses de sucedido el accidente. La acción de repetición a que se contrae el artículo anterior prescribirá en igual término, a partir del pago de la Indemnización correspondiente.

Conclusión 

La responsabilidad civil consiste en la obligación que recae sobre una persona de reparar el daño que ha causado a otro, sea en naturaleza o bien por un equivalente monetario, (normalmente mediante el pago de una indemnización de perjuicios). Se define la responsabilidad como la sujeción de una persona que vulnera un deber de conducta impuesto en interés de otro sujeto a la obligación de reparar el daño producido.[] Aunque normalmente la persona que responde es la autora del daño, es posible que se haga responsable a una persona distinta del autor del daño, caso en el que se habla de responsabilidad por hechos ajenos,[] como ocurre, por ejemplo, cuando a los padres se les hace responder de los daños causados por sus hijos, o al propietario del vehículo de los daños causados por el conductor con motivo de la circulación.

La responsabilidad civil puede ser contractual o extracontractual. Cuando la norma jurídica violada es una ley (en sentido amplio), hablamos de responsabilidad extracontractual, la cual, a su vez, puede ser delictual o penal (si el daño causado fue debido a una acción tipificada como delito), o cuasi-delictual o no dolosa (si el perjuicio se originó en una falta involuntaria). Cuando la norma jurídica transgredida es una obligación establecida en una declaración de voluntad particular (contrato, oferta unilateral, etc.), hablamos, entonces, de responsabilidad contractual. Surge cuando el daño o perjuicio causado no tiene su origen en una relación contractual, sino en cualquier otro tipo de actividad.

La responsabilidad extra contractual, la podemos definir como "aquella que existe cuando una persona causa, ya por si misma, ya por medio de otra de la que responde, ya por una cosa de su propiedad o de que se sirve, un daño a otra persona, respecto de la cual no estaba ligada por un vínculo obligatorio anterior relacionado con el daño producido". Esta área del Derecho Civil también se conoce como delitos y cuasidelitos civiles (fuentes de las obligaciones).

Un caso de responsabilidad extracontractual es el que puede surgir por los daños y perjuicios causados a terceros como consecuencia de actividades que crean riesgos a personas ajenas a la misma (la conducción de un automóvil, el desarrollo de una actividad industrial. Otro supuesto es el de la responsabilidad por daños causados por bienes propios: cuando se desprende un elemento de un edificio y causa lesiones a quien pasa por debajo; cuando alguien sufre un accidente por el mal estado del suelo. También se es responsable por los daños y perjuicios que originen los animales de los que se sea propietario.

La responsabilidad puede tener su origen en actos de otra persona, por la que debemos responder: un padre es responsable de los daños y perjuicios que cause su hijo menor de edad, un empresario por los que causen sus empleados.
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REPUBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

EN SU NOMBRE 

JUZGADO SUPERIOR SEGUNDO EN LO CIVIL MERCANTIL Y MENORES DEL ESTADO LARA. 

AÑOS: 194° y 145° 

DEMANDANTE: LUIS ALBERTO OLMOS VALECILLOS, venezolano, mayor de edad, comerciante, titular de la cédula de identidad N° 3.736.145, de este domicilio. 

APODERADOS DEL DEMANDANTE: Abogados EDILIO CENTENO BAZAN y RAFAEL ANGEL CABRITA VIERA, ambos de este domicilio, titulares de las cédulas de identidad Nros. 3.034.953 y 1.691.619, inscritos en el Inpreabogado bajo los Nros. 13.504 y 2.391. 

DEMANDADO: Ciudadano ANTONIO HERNANDEZ GARCIA, venezolano, mayor de edad, comerciante, titular de la cédula de identidad N° 420.424, de este domicilio, en su carácter de representante legal de la firma “LUBRICANTES BRISAS DEL OBELISCO”, de este domicilio 

APODERADA DEl DEMANDADO: Abogada GISELA ROMERO DE CRESPO, de este domicilio, inscrita en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 8.008. 

MOTIVO: DAÑOS Y PERJUICIOS. 

SENTENCIA: DEFINITIVA. 

Con fecha 07 de agosto del año 1992 fue presentada demanda con pretensiones de indemnización de daños y perjuicios por el ciudadano Luis Alberto Olmos en contra del ciudadano Antonio Hernández, bajo cuya dirección gira el fondo de comercio “LUBRICANTES BRISAS DEL OBELISCO”, ubicado en el Kilómetro 4, frente al Cementerio nuevo, Intercomunal Barquisimeto-Quibor. Por auto de fecha 10/08/1992, el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito del Estado Lara, admitió la demanda y cumplida la citación del demandado, en fecha 18/12/92, la parte demandada presentó escrito mediante el cual opuso cuestiones previas establecidas en los ordinales 6°, 3°, Ordinal 6° en concordancia con el Ord. 2° de los artículos 340 y 346 del Código de Procedimiento Civil y se reservó la oportunidad para contestar la demanda. Mediante sentencia interlocutoria de fecha 09/02/92, el Juzgado a-quo declaró subsanada la cuestión previa Ord. 6° Art. 346 del CPC, en concordancia con el Ord. 2° del Art. 340 ejusdem. Sin lugar la cuestión previa Ord. 3° del Art. 346 del C.P.C. Contradicha la del Ord. 3° del Art. 346 del C.P.C. Al folio (54 al 57) consta escrito de contestación a la demanda, mediante el cual el demandado, rechazó negó y contradijo la demanda y opuso la falta de cualidad para sostener el juicio. En la oportunidad de promover pruebas ambas partes presentaron escritos, los cuales se admitieron a sustanciación salvo su apreciación en la definitiva. Evacuadas las pruebas y agregadas a los autos, en fecha 03/10/1994, el Juzgado a-quo dictó sentencia y declaró Con lugar la demanda. En fecha 10/01/95, la parte demandada, apeló de la decisión. Por auto de fecha 20/01/1995, se oyó la apelación en ambos efectos, correspondiéndole para su conocimiento a esta alzada y recibida la misma, la Juez que se encontraba al frente del Despacho para ese momento se inhibió de conocer al igual que el Juez Superior Primero, por lo que se convocó a los suplentes y conjueces los cuales manifestaron su excusa para conocer de dicho juicio. Siendo el último convocado Dr. Moisés Rosales, quien se avocó al conocimiento de la causa. Por auto de fecha 22/03/2004, la Juez Titular Dra. Delia Raquel Pérez Martín de Anzola, se avocó al conocimiento de la causa, de conformidad con la doctrina establecida por la Corte Suprema de Justicia en sentencia de fecha 27/06/1996, ampliada y aclarada en fallo de la misma Sala el 23/10/1996 y visto que la causa se encuentra paralizada, se ordenó la notificación del Dr. Moisés Rosales Delgado, Tercer Conjuez de este Tribunal y de las partes, para la continuación de la causa, de conformidad con los artículos 14 y 233 del C.P.C., debiendo advertírseles que una vez trascurrido el lapso de 10 días se reanudará la causa, lapso que se computará al día siguiente a que conste el autos la última notificación, dejándose luego transcurrir el lapso de tres días hábiles previsto en el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil. Se fijó para informes de conformidad con el Art. 517 del C.P.C., se libraron boletas. A los folios (213, 214 y 215) constan las boletas de notificación. 

MOTIVA 

De los límites de competencia del Juzgador Superior en la revisión de la providencia apelada. 

Son diferentes las facultades del Juez Superior en los casos de apelación de autos interlocutorios o de sentencias. En efecto, la apelación de la sentencia otorga al superior competencia sobre todo el proceso como fallador de instancia, y por lo mismo tiene la obligación de revisar el expediente en todos sus aspectos para dictar la sentencia que resuelva sobre el litigio; en cambio, cuando se apela de un auto interlocutorio el superior no adquiere competencia sino sobre el punto incidental o especial que fuera materia del recurso, porque la instancia continúa ante el inferior, y por esto no puede ocuparse de los demás aspectos del proceso. 

Uno de los efectos peculiares de la apelación, que también comparte la casación, es en materia civil, que el superior no puede agravar la situación del apelante único, porque se entiende que la interpuso solo en lo desfavorable de la providencia, lo que se conoce como “reformatio in peius” y significa una especie de limitación de la competencia del superior en la revisión de la providencia apelada. 

Establecido lo anterior, observa esta sentenciadora de la Alzada que la demanda propuesta fue declarada con lugar por la decisión emanada del A Quo, en fecha 03 de octubre de 1994, de cuyo texto aparece la condenatoria de la parte demandada a pagar al actor los daños reclamados y los intereses producidos hasta el pago definitivo de la obligación, decisión ésta que fue objetada por la parte demandada; todo lo cual implica que el ámbito de competencia de conocimiento de esta Alzada es amplio para la revisión de la providencia objetada, como consecuencia de lo cual se determinará el ajuste o no a derecho de esa decisión, con estricto apego a los términos en que resultó planteada la controversia y a la actividad probatoria que aparece del expediente, Así Se Declara. 

De los términos en que resultó planteada la controversia. 

Establece la primera parte del artículo 361 del Código de Procedimiento Civil, la manera conforme a la cual debe ser contestada la demanda, y en ese sentido señala que interpuesta una demanda contentiva de la acción y de las pretensiones del demandante, la cual deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley, la litis resulta trabada una vez como la parte demandada proceda a dar contestación a la demanda, correspondiéndole el deber de expresar con claridad si contradice la demanda en todo o en parte o si conviene en ella absolutamente o con alguna limitación, y las razones y defensas o excepciones perentorias que creyere conveniente alegar; de forma tal que una vez como fuere contestada la demanda o precluido que fuere el plazo para realizarla, no podrá ya admitirse la alegación de hechos nuevos, ni la contestación de la demanda, ni la reconvención, ni las citas de terceros. 

Aduce la parte actora que el día 20 de abril de 1992, a las 8:40 aproximadamente de la mañana, acudió el ciudadano Vicente Ramón Pacheco, al autolavado “Lubricantes Brisas del Obelisco”, ubicado en el Km. 4, frente al cementerio nuevo, con la finalidad de efectuar un lavado al vehículo propiedad del ciudadano Luis Alberto Olmos, marca Ford, clase camioneta, tipo PicK-up, modelo F-150, año 90, colores blanco y rojo, placas 631-XCX; momento para el cual habían otros carros esperando por el mismo servicio, razón por la cual decidió dejar la camioneta y volver más tarde. Que cuando retornó al auto lavado el señor Pacheco pasó por la Oficina y pagó el monto del servicio, pero que cuando salió a buscar la camioneta en el estacionamiento del auto lavado, no la consiguió, razón por la cual retornó a la Oficina y planteó el problema ante una señora que lo había atendido, siendo que la camioneta definitivamente no apareció. Que la camioneta fue entregada a una señora que atendía la oficina del auto lavado, fondo de comercio que –señala- gira bajo la responsabilidad de ciudadano Antonio Hernández García. Que ese vehículo fue objeto de apropiación indebida o de hurto mientras se encontraba en el auto lavado “Lubricantes Brisas del Obelisco” puesto que fue sacado de allí sin su consentimiento ignorándose hasta el momento su paradero, siendo lo cierto que mientras el vehículo estaba bajo la responsabilidad por su custodia, del representante del fondo de comercio referido, a quien le fue confiada la camioneta. Que agotada la vía amistosa, es por lo que acude a demandar al representante legal de ese fondo de comercio para que convenga en devolver la camioneta a su propietario, la cual había sido mandada a lavar para su venta al ciudadano Giuseppe Rufino, domiciliado en la ciudad Ojeda, Estado Zulia, por la cantidad de Bs. 750.000, o en caso contrario sea condenado a pagar esa cantidad de dinero que hubiere recibido para esa fecha, mas los intereses que tal cantidad produjere hasta el momento del pago definitivo de la obligación o de la devolución del vehículo en las mismas excelentes condiciones en que se encontraba para el momento de haberla confiado al auto lavado. Fundamentando el ejercicio de la acción en lo dispuesto en el artículo 1.185 del Código Civil. 

En la oportunidad respectiva, la demandada dio contestación a la demanda, negando en todas sus partes la demanda interpuesta en su contra, tanto en los hechos como en el derecho. Que de los términos de la narración de los hechos, de los cuales el actor pretende la responsabilidad del demandado, aparece que el responsable directo y excluyente del vehículo es el señor Ramón Vicente Pacheco Pérez a quien el actor confesó, le fue confiado un vehículo de su propiedad, persona ésta que fue la que supuestamente llevó el carro al auto lavado y quien decidió unilateralmente dejarlo en el servicio del auto lavado ubicado en el Km. 4 de Barquisimeto, en plena carretera para efectuar un simple lavado y dejándole en un negocio con personas respecto de las cuales no tiene ninguna relación, así como tampoco con ese comercio, a tal punto que ni siquiera conoce el nombre de la persona a quien señala le fue entregado el carro. Que conforme a la narración de los hechos es evidente que el único responsable de ese vehículo era el gestor Vicente Ramón Pacheco Pérez, a quien le había sido confiada el vehículo para que gestionara, diligenciara o hiciera el encargo realizado, respecto de cuyo bien debía mantener la debida vigilancia, pues de lo contrario obraría con negligencia, resultando ser el único legitimado pasivo ante un eventual requerimiento de responsabilidad. Que por otro lado el actor en ningún momento señaló que entregó el vehículo al ciudadano Antonio Hernández García, pues conforme señaló dijo haberlo entregado a una persona del sexo femenino, razón por la cual ni siquiera la tenencia momentánea de la cosa puede atribuírsele ni exigírsele responsabilidad por custodia, al nunca haberle sido confiada la cosa. Que por otro lado es pública y notoria la mecánica como funcionan los auto lavados, como auto servicios, donde el trabajo se efectúa o bien con la persona dentro del carro o bajo la observación y vista de los usuarios; casos en los cuales no se puede hablar de guarda ni de custodia, porque el bien no sale de las esferas del usuario, por lo que al abandonar su sitio de observación, lo hace a su propio riesgo y responsabilidad. Que aparece extraño que el custodio del carro hubiese llevado a lavar ese carro a un auto lavado de esa ubicación existiendo en la ciudad otros mas céntricos, siendo que no media ninguna relación de amistad o conocimiento anterior. Que no puede pretenderse la responsabilidad del demandado como custodio de ese carro por el solo hecho de ser el propietario de un fondo de comercio donde funciona un auto lavado. Que en el Derecho Moderno la obligación de custodia de los bienes ha abandonado viejos conceptos y hoy en día entiende que la obligación específica del deudor de custodiar la cosa objeto del contrato como obligación de los contratos de depósito, especialmente el voluntario, el comodato, el mandato, el usufructo y la gestión de negocios, contratos en los cuales aparece implícita la obligación de custodiar. Que con fundamento en lo expuesto es claro que el demandado nunca ha tenido la condición de custodio de ese vehículo, el cual nunca recibió bajo forma alguna, y que en el caso negado que el carro hubiere sido lavado en ese auto lavado, el hecho de ser propietario no le otorga la condición de custodio de los vehículos que allí se lavan, razón por la cual carece de cualidad para sostener como demandado el presente proceso, defensa que solicita sea declarada como punto previo a la decisión. Que no es cierto que el demandado hubiere incurrido en el ilícito civil imputado, ni que deba resarcir los daños y perjuicios reclamados mas los intereses. Que el actor confunde la responsabilidad contractual con la extracontractual, las cuales no pueden superponerse, lo que conduce a declarar sin lugar la demanda. Que por otro lado son indispensables para comprobar la responsabilidad civil por hecho ilícito, la acreditación del hecho en sí, el daño y una relación de causalidad entre el primero y el segundo. Que aun cuando no le hubiere sido opuesto formalmente a su representado y por tanto no tendría la carga de impugnarlo, impugna el recaudo que corre al folio N° 4 de este expediente y el cual tiene la apariencia de ser una tarja de fecha 20/04/92, y ello por cuanto el recaudo no proviene de puño y letra del demandado, ni tampoco fue elaborado por él; además por que ese recaudo, al cual le es atribuido el valor de cosa tarja (instrumento privado sin firma), el cual depende de la coincidencia entre un talón y otro, siendo que en el caso de autos el mismo jamás podrá tener ese valor de coincidencia, pues nunca fue separada la factura del ticket, conforme fácilmente se observa, lo que es indicativo que el recaudo siempre estuvo en manos de la misma persona, y por ello no puede pedirse su coincidencia. Que es común cuando se acude a un auto lavado le sea entregado a la persona la tarja que se divide al momento de pactar el servicio, quedando un parte al comerciante, las cuales deben coincidir con la factura, de manera que no es correcto que se den ambas a una sola persona. Que con fundamento en lo expuesto solicita la declaratoria sin lugar de la demanda interpuesta. 

Conforme a los términos en que fue planteada la presente controversia, debe este sentenciador de la alzada dilucidar en primer término la procedencia o no de la defensa previa de la falta de cualidad pasiva, para pasar seguidamente y de resultar desestimada esa defensa, a dilucidar el fondo del asunto, esto es, establecer si en efecto pudo el actor determinar los elementos legales necesarios que hacen procedente la responsabilidad civil por hecho ilícito, y así se establece. 

De la falta de cualidad pasiva del demandado. 

Afirma el autor colombiano Hernando Devis Echandia (Compendio de Derecho Procesal, Tomo I, Teoría del Proceso, Editorial ABC, Bogotá: 1985. Págs.213 y 214), que la relación de jurisdicción contenciosa es doble: relación de acción y relación de contradicción, no existiendo al decir de ROCCO, ninguna diferencia procesal entre ellas, puesto que se trata de diversos aspectos del derecho de acción. El derecho de contradicción, al igual que el de acción, pertenece a toda persona natural o jurídica por el solo hecho de ser demandada, o de resultar imputada o sindicada en un proceso penal, y se identifica con el derecho a la defensa frente a las pretensiones del demandante o a la imputación que se hace en el proceso penal, pero se fundamenta en un interés general, como el que justifica la acción, porque no sólo mira a la defensa del demandado y a la protección de sus derechos sometidos al proceso o de su libertad, sino que fundamentalmente contempla el interés público en el respeto de los principios fundamentales para la organización social: el que prohíbe juzgar a nadie sin ser oído y sin darle los medios adecuados para su defensa en un plano de igualdad de oportunidades y derechos, y el que niega a hacerse justicia por sí mismo. 

En el código derogado, la falta de cualidad o la falta de interés era la primera excepción de inadmisibilidad, la cual hoy se opone al momento de contestar la demanda junto con las defensas de fondo. Para Borjas, citado por Emilio Calvo Baca (Código de Procedimiento Civil de Venezuela, Tomo IV, pág. 30, Ediciones Libra. Caracas: 2001), ambas nociones, aun cuando la norma las haga parecer equivalentes, se corresponden con conceptos diferentes. 

En efecto, señala el autor citado, interés es la ganancia, la utilidad o el provecho que pueda proporcionar alguna cosa, de modo que el del demandante y del reo consisten en el beneficio que deba reportarle la decisión del pleito, ya sea haciéndoles adquirir o evitándoles perder. Mientras que por cualidad entiende el derecho la potestad para ejercitar determinada acción y es sinónimo de equivalente de interés personal e inmediato, esto es, es la condición o requisito exigido para promover una demanda o para sostener el juicio. Siendo que en el mismo sentido se expresa el autor Loreto para quien la cualidad se entiende como un fenómeno de identidad lógica entre la persona a quien la Ley concede abstractamente la acción y el actor concreto, y entre la persona contra quien la Ley otorga abstractamente la acción y el demandado concreto. 

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del Código de Procedimiento Civil, para demandar el actor debe tener interés jurídico actual, resultando que para ser demandado bastaría, en principio, ser llamado al proceso en esa calidad; luego del texto contentivo de la demanda aparece que la razón por la cual fue demandado el ciudadano Antonio Hernández, obedece, _conforme afirma el actor_, al hecho de ser el propietario del auto lavado denominado “Lubricantes Brisas del Obelisco”, fondo de comercio que gira bajo su dirección, lugar donde indica se produjo el hurto del vehículo propiedad del actor, hecho que es reseñado como el generador del nacimiento de la obligación de resarcir daños por parte del demandado, al señalar que el mismo en ejecución del contrato pactado entre las partes,_prestación del servicio de auto lavado y pago del servicio-, era responsable del bien en calidad de guardador hasta que procediere a ser retirado por el propietario o la persona que había sido encomendada de ello, supuesto éste con fundamento en el cual aparece como acertado el llamado del ciudadano Antonio Hernández en calidad de demandado, y así se establece. 

Por otro lado, la determinación de si en efecto el demandado en ejecución de ese contrato ostentaba o no la condición de guardador de la cosa y en consecuencia es responsable civilmente de su extravío mientras se encontraba en su poder, constituyen puntos que rozan el fondo del asunto, cuya determinación en definitiva estaría destinada a verificar la posibilidad en derecho de la demanda propuesta, razón por la cual y atendiendo a las razones fundadas dadas por el actor para proceder a demandar al propietario del auto lavado “Lubricantes Brisas del Obelisco”, y al no existir una prohibición directa de la Ley que le exima de sostener el juicio ocupando esa posición procesal, debe ser declarada sin lugar la defensa previa de falta de cualidad del demandado, con la advertencia que los alegatos argüidos por la parte demandada serán considerados como defensas propias del fondo del asunto, una vez como sea determinado la naturaleza de ese contrato y de la posibilidad que del mismo derive la responsabilidad civil demandada con destino a la reparación pretendida, y así se establece. 

Del resarcimiento de los daños reclamados. 

Aparece de los autos que la responsabilidad y resarcimiento de daños reclamada, ha estado fundada por el actor en la denominada responsabilidad ordinaria consagrada expresamente en el artículo 1185 del Código Civil, la cual constituye una responsabilidad personal, en el sentido que el civilmente responsable es el propio agente material de daño, a quien corresponderá reparar los daños causados por hecho propio y personal; caso en el cual la víctima tiene la carga de la prueba del hecho ilícito, para lo que deberá demostrar la concurrencia de los cinco (05) elementos constitutivos del hecho ilícito, a saber: 1) incumplimiento de una conducta preexistente; 2) la culpa del agente; 3) el carácter ilícito del incumplimiento culposo; 4) el daño, y 5) la relación de causalidad. 

Observa esta Juzgadora de la Alzada de la lectura del texto libelar, que no obstante aparecer fundado el ejerció de la acción en lo dispuesto en el dispositivo legal que constituye el fundamento del hecho ilícito (responsabilidad ordinaria por hecho propio), el actor aduce la existencia de una relación contractual (contratación y prestación del servicio de auto lavado) y que el hecho generador de la obligación de resarcir por parte del demandado, no es consecuencia de un daño ocasionado directamente por el demandado, sino en términos generales por la culpa en que incurrió en la vigilancia del bien mientras se encontraba en su poder, caso en el cual la reclamación realizada no aparece como consecuencia de una relación extracontractual (hecho ilícito), sino contractual, e inmersa dentro de la denominada responsabilidad especial o compleja, ya que en efecto adujo haber pactado con el demandado un contrato de prestación de servicio de auto lavado, señalando que una persona autorizada por el propietario se dirigió al auto lavado “Lubricantes Brisas de Obelisco” a tempranas horas de la mañana y entregó el automóvil a una señora para su lavado, pero que al estar saturado el comercio decidió dejar la camioneta para buscarla mas tarde, y que al proceder a retirarla, luego de haber cancelado el servicio, la camioneta no se encontraba en el estacionamiento del auto lavado, hechos todos éstos que encierran en si una evidente contradicción las cuales afectan en forma contundente el destino de la acción propuesta, y así se establece. 

En efecto, en las responsabilidades especiales o complejas el civilmente responsable no responde por un daño causado personalmente a la víctima, sino por los daños causados a la víctima por personas o cosas por las que el Legislador lo considera responsable y le impone por tanto la obligación de reparar; responsabilidades éstas que de conformidad con la Ley serían las siguientes: 1°- La del padre, madre y tutor, por le hecho ilícito en que incurran los menores que habitan con ellos (Art. 1190 CC); 2°- La del preceptor y el artesano, por el daño ocasionado por el hecho ilícito de los alumnos y aprendices, mientras están bajo su vigilancia (Art. 1190 CC); 3°- La del dueño o principal, por el daño causado por sus sirvientes o dependientes en el ejercicio de las funciones propias de su empleo (Art. 1191 CC); 4°- La del dueño o guardián de un animal, por el daño causado por éste (Art. 1192 CC); 5°- La del guardián de la cosa, por los daños por éste causados (Art. 1193); y 6°- La del dueño de un edificio o de otra construcción arraigada al suelo, por los daños provenientes de la ruina de los mismos (Art. 1194 CC). 

Las responsabilidades especiales han sido creadas para la mejor protección de la víctima, a quien se le facilita la demostración de algunos de los elementos del hecho ilícito y por ende de la obtención de la reparación, amparados en la existencia de una presunción iures et de iure respecto de la responsabilidad del civilmente responsable; y han sido clasificadas por la doctrina en dos grandes categorías: las responsabilidades especiales por hecho ajeno y las responsabilidades especiales por cosas. La primera ocurre cuando el civilmente responsable lo es por daños causados por el hecho ilícito de personas que están sometidas a su guarda, control, vigilancia o subordinación; mientras que la segunda, ocurre cuando el civilmente responsable lo es por daños causados por cosas que estén bajo su guarda, control y vigilancia. 

Las responsabilidades especiales por hecho ajeno presentan como características especiales, que en ella la víctima tiene que demostrar todos los elementos constitutivos del hecho ilícito respecto de la persona del agente material del daño, por cuanto la presunción de culpa sólo abarca o se extiende a la culpa del civilmente responsable y no a la del agente material del daño, responsabilidades éstas que coexisten; siendo que si el civilmente responsable indemniza a la víctima, tiene acción contra el agente material del daño para que le reintegre lo pagado (acción de reembolso). 

Resulta así que conforme a lo señalado y a la pretensión del actor, la reclamación indemnizatoria estaría enmarcada dentro de la denominada responsabilidad especial por la guarda de cosas, bajo cuyo supuesto debe ser acreditado que al demandado de conformidad con la Ley le es atribuida irrefutablemente la condición de guardián material de la cosa, en el sentido de la dirección intelectual sobre la misma, para lo cual deberá probarse que tiene los poderes que configuran al guardián como tal; debiendo adicionalmente acreditar el actor, el daño experimentado, y la intervención de la cosa o el hecho del hombre, y así se establece (Ver Curso de Obligaciones, Eloy Maduro Luyando, UCAB. Caracas: 1989). 

Para determinar si en efecto el demandado ostentaba la condición de guardián de la cosa y por tanto sobre él recaía la presunción de culpa por el daño proferido al actor por la inobservancia o culpa en que incurrió en la vigilancia de la cosa mientras se encontraba bajo su guarda, es necesario acudir a la naturaleza del contrato celebrado. 

En efecto, la supuesta relación de la cual nace _conforme afirma el actor_, la obligación de reparar, deriva de la celebración de un contrato mercantil de prestación del servicio de lavado del automóvil hurtado, conforme al cual la costumbre mercantil impone que una persona acude a un comercio dedicado a la realización de esta actividad, a los fines de que le sea prestado uno de los servicios que ofrecen, en este caso, el de lavado de carro, a cambio de cuya prestación, el interesado debe cancelar el pago del servicio. 

En estos casos, el lavado del bien es realizado por personas que laboran para el dueño del comercio, pero bajo la vigilancia del propietario del bien o de la persona que ha sido autorizada para la realización de esa encomienda, de manera que por lo general, el carro es lavado estando dentro del mismo su poseedor, o en su presencia, lo que supone que el bien no sale de su esfera jurídica, pues la naturaleza del servicio no supone el depósito del bien en manos de personas distintas de sus propietarios o autorizados, como si ocurre en los casos del negocio de estacionamientos privados, que funciona bajo la figura del depósito voluntario de bienes para su custodia por terceras personas; lo que supone que el riesgo y responsabilidad de custodia del bien es de los propietarios del bien o de las personas que han sido autorizadas por estos, circunstancia que implica en primer término que el propietario de ese fondo de comercio no tiene atribuida legalmente la condición de guardián de la cosa y como consecuencia de ello no existe una presunción legal de culpa en cabeza del propietario de ese fondo de comercio, por cuanto conforme a la naturaleza del contrato supuestamente celebrado entre las partes, en forma alguna la custodia del bien pasa a manos del prestador del servicio, debido a que adicionalmente la obligación que asume el demandado en ejecución de ese contrato sólo está constituida por la prestación del servicio contratado, y únicamente por ello es que puede responder, a menos que el actor hubiere no sólo alegado sino acreditado la existencia de una relación conforme a la cual el demandado asumía la custodia del bien, hecho cuya carga es exclusiva de la víctima, en ausencia de una presunción legal de culpa, y así se decide. 

Ahora bien, el hecho que el ciudadano Luis Alberto Olmos Valecillos, parte actora, es el propietario de una camioneta marca Ford, tipo Pick-up, modelo F-150, año 90, colores blanco y rojo, placas 631-XCX, no aparece acreditado de documento de propiedad alguno, no obstante que esa condición no ha sido puesta en dudas. Por otro lado, la circunstancia que fue hurtado un vehículo propiedad del ciudadano Olmos Valecillos, Luis Alberto, aparece de información suministrada por el Juez Séptimo Penal del Estado Lara, cursante a los folios (125), (132) y (138), no obstante no aparecer determinado con precisión la identificación del bien hurtado, descrito solamente como camioneta, circunstancias que lejos de aportar certeza ofrecen dudas al criterio de este Juzgador, y así se establece. 

La existencia de la relación comercial entre el actor y el demandado para la prestación del servicio de auto lavado ha estado fundada en la existencia de un instrumento privado cursante al folio (04), el cual consiste en una especie de recibo o factura identificada con el N° 0866, que lleva incorporado en su texto el membrete de la empresa Lubricantes “Brisas del Obelisco”, Antonio Hernández, donde se ofrecen los servicios de cambio de aceite y filtros en general, venta y carga de baterías, reparación de cauchos, lavado, engrase y ducha, cuya ubicación es Km.4, vía a Quibor, frente al Cementerio Nuevo, Barquisimeto; factura en la cual aparece reflejada la prestación de un servicio de lavado, fechado el día 20/04/1992, prestado a un vehículo placa XCX631, marca picó, el cual aparece como cancelado por la cantidad de Bs. 300; instrumento este carente de firma alguna. 

Este instrumento fue impugnado por la parte demandada, quien señaló que el mismo no puede hacer prueba en su contra por no provenir de su puño y letra y además por cuanto el mismo carece del valor de coincidencia que es atribuido a este tipo de instrumentos, debido a que ambos talones forman parte de un mismo cuerpo, a cuyos efectos acompañó la demandada en la oportunidad probatoria inspección judicial cursante a los folios que van del (61) al (64), la cual al haber sido evacuada a espaldas del presente proceso, debe ser desechada por aplicación de los principios probatorios que atienden al debido ejercicio del derecho a la defensa y de su especie, del derecho de contradicción, y así se establece. 

Por su parte la actora a fin de justificar el valor probatorio de ese instrumento, evacuó el testimonio de los ciudadanos José Luis Meléndez, folios (68) y (69), y Alirio Jesús Peña, folios (69) vuelto y (70), y la prueba de posiciones juradas, cuyas resultas aparecen incursas a los folios (84) al (87). 

La declaración del testigo José Luis Meléndez, luce para quien juzga como vaga e imprecisa, por cuanto en sus repuestas a las preguntas formuladas por la representación judicial de la parte actora, aparece que no conoce con precisión el nombre del propietario del fondo de comercio “Lubricantes Brisas del Obelisco”, a quien señala como un tal …Antonio…; luego cuando le preguntan a quien fue entregada la camioneta a lavar, pregunta N° 1, señaló que la camioneta fue entregada a …”un señor dueño de ahí”…, lo que contradice lo expuesto por el actor, quien afirma que fue entregada a una señora que se encontraba en la oficina; también es impreciso cuando señala que el ticket de recibo del carro fue entregado por una señora con lentes y cuando precisa la hora de entrega del carro para su lavado, pues el actor afirma que fue a las 8:40 a.m., el testigo afirma que fue a las 09: 45 a.m.; aunado a cuyas razones se añade que el testigo tanto en las preguntas como en sus repreguntas asomó razones que afectaban la objetividad y verdad de sus dichos, cuando indica que laborar para el actor; razones todas éstas por las cuales ese testimonio debe ser desechado de conformidad con la norma valorativa prevista en el artículo 508 del Código de Procedimiento Civil, y así se establece. 

La deposición del testigo Alirio Jesús Peña, debe ser desechada de igual forma por cuanto de sus repuestas aparece que conoce los hechos sobre los que está declarando por conocimiento aportado por terceras personas, esto es, en forma referencial y no directa, conforme aparece de la respuesta a la pregunta N° 1, de conformidad con lo previsto en el artículo 508 eiusdem, y así se establece. 

De la posición jurada rendida por el ciudadano Antonio Hernández García, aparece que el demandado reconoce ser el propietario del fondo de comercio “Lubricantes Brisas del Obelisco”, hecho que había sido reconocido por el demandado en la contestación, y que su esposa, la ciudadana Providencia Hernández de Hernández, le ayuda en el desempeño de esas actividad comercial, quine se encarga de la elaboración de los recibos; observándose de las resultas de esa prueba que no aparece confesado hecho alguno que justifique su responsabilidad ni en el hurto de ese vehículo, ni en la guarda del mismo, además de no haber logrado acreditar el actor que el hurto de la camioneta se produjo mientras el vehículo se encontraba en el estacionamiento del comercio “Lubricantes Brisas del Obelisco”. Por otro lado la posición jurada rendida por el ciudadano Luis Alberto Olmos Valecillos, es indicativa que no conoce los hechos que señala como desencadenantes del resarcimiento de daños reclamados, en forma directa, siendo que conoció del hurto del vehículo en horas de la tarde por comunicación realizada por la persona a quien había autorizado para el lavado del mismo, pruebas éstas que en forma alguna trajeron a la convicción de este sentenciador que los hechos narrados en el libelo acaecieron en la forma reseñada históricamente por el actor, y conducen, aunado a las razones expuestas acerca de la naturaleza del contrato celebrado y del tipo de responsabilidad exigida, a la declaratoria sin lugar de la demanda propuesta, y así se decide. 

DECISIÓN 

Por virtud de las consideraciones precedentemente señaladas, este Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil y Menores del Estado Lara, actuando en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, DECLARA SIN LUGAR LA DEMANDA por DAÑOS Y PERJUICIOS interpuesta por LUIS ALBERTO OLMOS VALECILLOS, en contra de ANTONIO HERNÁNDEZ GARCIA ya identificados. SE DECLARA CON LUGAR LA APELACIÓN realizada por la parte demandada. QUEDA ASÍ REVOCADA la decisión dictada por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la circunscripción judicial del Estado Lara, de fecha 03 de octubre de 1994. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, se condena en costas a la PARTE ACTORA por haber resultado totalmente vencida. 

Publíquese y regístrese. 

Dada, firmada y sellada en la Sala del Despacho del Juzgado Superior Segundo en lo Civil, Mercantil y Menores del Estado Lara, en Barquisimeto a los veintiún días del mes de Junio del 2004. 

LA JUEZ TITULAR, 

ABG. DELIA RAQUEL PÉREZ MARTÍN DE ANZOLA 

LA SECRETARIA 

MARIA CAROLINA GOMEZ DE VARGAS 

Publicada hoy 21 de Junio de 2004, siendo las 10:00 de la mañana. 

La Secretaria, 

Maria Carolina Gómez de Vargas 
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